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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

DIRECCIÓN EJECUTIVA DEL PODER JUDICIAL
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el acuerdo de la 
Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos 
(C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014 de fecha 14 de marzo del 2014, artículo 
IX y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión N° 34-14, celebrada el 22 
de abril del 2014, artículo L, se hace del conocimiento de las instituciones 
públicas, privadas y del público en general, que se procederá a la 
eliminación de Expedientes con Archivo Fiscal del año 1998, 1999, 2001 
y del año 2003 al 2012(no incluye el año 2000 y 2002) de la Fiscalía 
Adjunta de Coto Brus. La documentación, se encuentra remesada y 
custodiada en el Archivo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Remesa: P 53 P 98
Expedientes: 9
Paquetes: 1
Año: 1998
Asunto: Varios (1 secuestro extorsivo, 6 robo agravado, 1 

violación, 1 robo) Archivo fiscal en donde la acción 
penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 34 P 99
Expedientes: 7
Paquetes: 1
Año: 1999
Asunto: Varios (7 robo agravado,) Archivo fiscal en donde la 

acción penal se encuentra prescrita.
Remesa: P 29 P 01
Expedientes: 1
Paquetes: 1
Año: 2001
Asunto: Varios (1 robo agravado) Archivo fiscal en donde la 

acción penal se encuentra prescrita.
Remesa: P 27 P 03
Expedientes: 6
Paquetes: 1
Año: 2003
Asunto: Varios (1 estafa, 1 daños, 1 robo, 1 hurto agravado, 1 

hurto, 1 infracción a la ley forestal) Archivo fiscal en 
donde la acción penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 30 P 04
Expedientes: 47
Paquetes: 1
Año: 2004
Asunto: Varios (3 robo, 23 robo agravado, 7 robo simple, 

3 hurto agravado, 4 hurto, 1 infracción a la ley de 
psicotrópicos, 1 tacha de vehículo, 1 daño, 1 incendio, 
2 cultivo de marihuana, 1 hurto simple) Archivo 
fiscal en donde la acción penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 30 P 05
Expedientes: 100
Paquetes: 1
Año: 2005
Asunto: Varios (24 robo simple, 2 robo, 3 hurto agravado, 1 

producción y difusión de pornografía, 1 infracción a 
la ley de código fiscal, 4 incendio, 54 robo agravado, 

1 agresión con arma, 1 tentativa de robo agravado, 
1 hurto, 2 hurto simple, 1 tenencia de marihuana, 
2 abuso sexual contra menor, 1 venta de pólvora, 1 
daños, 1 atípico) Archivo fiscal en donde la acción 
penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 24 P 06
Expedientes: 111
Paquetes: 1
Año: 2006
Asunto: Varios (4 daños, 23 robo simple, 1 privación de 

libertad, 1 suministro indebido de estupefacientes, 
48 robo agravado, 5 robo, 8 hurto agravado, 1 abuso 
sexual contra menor, 3 hurto, 4 robo simple con 
fuerza, 2 averiguar desaparición, 3 hurto simple, 1 
falsificación de documento, 1 tentativa de homicidio, 
1 sustracción de documentos, 1 ión de estafa, 1 
infracción a la ley de licor clandestino, 1 incendio, 1 
violacdomicilio, 1 hurto) Archivo fiscal en donde la 
acción penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 27 P 07
Expedientes: 54
Paquetes: 1
Año: 2007
Asunto: Varios (1 violación de domicilio, 21 robo agravado, 3 

hurto, 8 hurto agravado, 15 robo simple, 1 violación, 
1 estafa, 1 infracción a la ley de psicotrópicos, 1 
daños, 1 suicidio, 1 cultivo de marihuana) Archivo 
fiscal en donde la acción penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 22 P 08
Expedientes: 18
Paquetes: 1
Año: 2008
Asunto: Varios (1 desaparición de persona, 1 agresión con 

arma, 2 hurto simple, 1 robo simple, 4 hurto agravado, 
2 estafa, 3 hurto, 3 abuso de autoridad, 1 infracción 
a la ley del código fiscal) Archivo fiscal en donde la 
acción penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 16 P 09
Expedientes: 126
Paquetes: 1
Año: 2009
Asunto: Varios (19 hurto, 16 hurto agravado, 45 robo simple, 

5 abuso de autoridad, 1 tala ilegal, 9 robo agravado, 1 
infracción a la ley de vida silvestres, 9 daños, 8 robo, 
1 atípico, 2 desaparición de persona, 3 hurto simple, 
2 estafa, 1 tentativa de robo, 1 fraude informático, 1 
receptación, 1 cultivo de marihuana, 1 apropiación 
irregular) Archivo fiscal en donde la acción penal se 
encuentra prescrita.

Remesa: P 14 P 10
Expedientes: 103
Paquetes: 1
Año: 2010
Asunto: Varios (15 robo, 1 accionamiento de arma, 11 hurto 

agravado, 23 robo simple, 1 abuso de autoridad, 17 
hurto, 1 falsificación de señas, 7 daños, 2 agresión 
con arma, 12 hurto simple, 1 falsedad ideológica, 3 
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Remesa: A 2 P 13
Ampos: 14
Agendas: 04
Año: 2013 AL 2017
Asunto: Documentación Administrativa: Agendas: 4 Agendas 

de señalamientos 1(2013), 1(2014), 1(2015), 1(2016).
Ampos: 1 Ampo de control de correo certificado (2013 al 

2017), 1 Ampo de informes mensuales y anuales (2013 
al 2014), 1 Ampo de nombramientos de personal 
(2013 al 2014), 1 Ampo de registro de asistencia 
(2013 al 2017), REPORTES Y REGISTROS: 1 
Ampo de auto de pase (2013 al 2016), 1 Ampo de 
actas de levantamiento de cuerpo (2013 al 2017), 
1 Ampo de Control de listados de notificaciones y 
citaciones (2016 al 2017), 1 Ampo de remisiones 
de detenidos (2013 al 2016). 1 Ampo de Tener a la 
orden (2013 al 2016), 1 Ampo de Órdenes de libertad 
(2013 al 2016), 1 Ampo de Oficios del CAI (2013 al 
2017), 1 Ampo de Órdenes de captura (2013 al 2015), 
1 Ampo de Allanamientos (2013 al 2015), 1 Ampo de 
impedimentos de salida del país (2013 al 2015).

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O.C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018293497 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el acuerdo de la 
Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos 
(C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2018, celebrada el 02 de julio del 2018, 
artículo I y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión Nº 67-18, 
celebrada el 26 de julio del 2018, artículo CXXIII, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público 
en general, que se procederá a la eliminación de Documentación 
Administrativa del año 2009 al 2016 del Tribunal de Flagrancia 
del Primer Circuito Judicial de Alajuela. La documentación, se 
encuentra remesada y custodiada en ese Despacho.
Remesa: A 6 A 09
Paquetes: 29
Libros: 3
Año: 2009 al 2016
Asunto: Documentación Administrativa: 7 paquetes de copias de 

consecutivos de orden de remisión de detenidos (2009 al 
2015), 7 paquetes de copias de consecutivos de formularios 
de Tener a la Orden (2009 al 2015), 7 paquetes de copias 
de consecutivos de formulario de orden de libertad (2009 
al 2015). 1 Libro de control de entrega de formularios de 
seguridad (2009 al 2015). Un paquete con 79 boletas de 
control de consecutivo que viene con la descripción de 
formularios de seguridad recibidos en esta sección (2009 
al 2015) 3 paquetes de Informes Estadísticos mensuales, 
trimestrales y administrativos (2010 al 2012), 1 paquete 
de control de registros de asistencia (2009 al 2016), 1 
paquete de circulares varias (2010 al 2015), 1 paquete 
de hojas de agenda de señalamientos (2009 al 2016), 1 
paquete de correspondencia varia (2009 al 2015), 1 libro 
de entradas (2009 al 2012), 1 libro que consta de agenda 
de señalamientos (2009).

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta,
 Subdirectora Ejecutiva
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018293498 ).

hurto, 3 lesiones, 4 robo agravado, 1 violación de 
domicilio, 1 estafa) Archivo fiscal en donde la acción 
penal se encuentra prescrita.

Remesa: P 14 P 11
Expedientes: 23
Paquetes: 1
Año: 2011
Asunto: Varios (4 daños, 2 robo agravado, 1 lesiones culposas, 

1 hurto agravado, 2 hurto, 4 robo simple, 2 estafa, 3 
robo, 2 hurto simple, 1 amenazas agravadas, 1 abuso 
de autoridad) Archivo fiscal en donde la acción penal 
se encuentra prescrita.

Remesa: P 13 P 12
Expedientes: 3
Paquetes: 1
Año: 2012
Asunto: Varios (1 Robo Simple, 1 hurto, 1 fraude informático) 

Archivo fiscal en donde la acción penal se encuentra 
prescrita.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre de 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O.C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018293495 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2016 de fecha 04 de mayo 
de 2016, artículo II y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión N° 
51-16 celebrada el 24 de mayo de 2016, artículo XCV, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público 
en general, que se procederá a la eliminación de Expedientes de 
Violencia Doméstica del año 2014 del Juzgado de Familia y 
Violencia Doméstica del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San 
Ramón. La documentación, se encuentra remesada y custodiada en 
ese Despacho.
Remesa: V 10 A 14
Expedientes: 876
Paquetes: 11
Año: 2014
Asunto: Violencia Doméstica.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre de 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O. C N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2018293496 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación 
de Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2018, celebrada el 02 
de julio del 2018, artículo I y el acuerdo del Consejo Superior en 
Sesión Nº 67-18, celebrada el 26 de julio del 2018, artículo CXXIII, 
se hace del conocimiento de las instituciones públicas, privadas 
y del público en general, que se procederá a la eliminación de 
Documentación Administrativa del año 2013 al 2017 del Juzgado 
Penal de Coto Brus, Zona Sur. La documentación, se encuentra 
remesada y custodiada en ese Despacho.
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Remesa: P 46 A 12
Expedientes: 29
Paquetes: 2
Año: 2012
Asunto: Penales Varios: (1 Apropiación y Retención indebida, 

1 Agresión con armas, 06 Incumplimiento de una 
Medida de Protección, 1 Portación ilícita de arma 
permitida, 1 Robo simple, 1 Daños, 1 Resistencia) 
Expedientes con Sentencia absolutoria.

 (1 Libramiento de Cheques sin fondos, 1 Daños 
Agravados, 1 Amenaza a Funcionario Público, 1 
Amenazas Agravadas, 1 Agresión con armas, 8 
Injurias y Calumnias, 3 Incumplimiento de Medida 
de Protección, 1 Lesiones Leves), Expedientes con 
Sobreseimiento definitivo.

Remesa: P 51 A 13
Expedientes: 31
Paquetes: 1
Año: 2013
Asunto: Penales Varios: (1 Desobediencia, 3 Incumplimiento 

de una Medida de Protección) Expedientes con 
Sentencia absolutoria.

 (8 Injurias y Calumnias, 1 Amenazas Agravadas, 1 
Daños, 1 Maltrato, 1 Incumplimiento de Medida de 
Protección, 1 Estelionato Menor 1 Amenazas Agravadas, 
1 Agresión con armas, 8 Injurias y Calumnias, 3 
Incumplimiento de Medida de Protección, 1 Lesiones 
Leves), Expedientes con Sobreseimiento definitivo.

Remesa: P 49 A 14
Expedientes: 8
Paquetes: 1
Año: 2014
Asunto: Penales Varios (1 Conducción Temeraria, 1 Injurias 

y Calumnias, 1 Apropiación y Retención Indebida) 
Expedientes con Sentencia absolutoria.

 (1 Estafa mediante Cheque, 3 Injurias y Calumnias, 
1 Estafa mediante cheque), Expedientes con 
Sobreseimiento definitivo.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O.C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018293500 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014, de fecha 14 de marzo 
del 2014, artículo IV y el acuerdo del Consejo Superior en sesión 
Nº 34-14, celebrada el 22 de abril del 2014, artículo LI, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Expedientes Policiales 
del año 2007, 2008 y del 2011 al 2016 (no incluye el año 2009 y 
2010) y Documentación Administrativa del año 2005 al 2016 de 
la Sección de Estupefacientes del Organismo de Investigación 
Judicial de San José. La documentación, se encuentra remesada y 
custodiada en ese Despacho.
Remesa: O 9 S 05
Paquetes: 19
Año: 2005 AL 2016
Asunto: Documentación Administrativa.
 Registro de asistencia: 3 (2013-2015-2016), correspondencia: 

1 (2013-2015), actas de secuestro: 3 (2013 AL 2015), 
boletas de combustible: 2 (2015-2016), gastos 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación 
de Documentos (C.I.S.E.D.) en acta Nº 01-2015 de fecha 12 de 
agosto del 2015, artículo XI y el acuerdo del Consejo Superior en 
Sesión Nº 79-15 celebrada el 03 de setiembre del 2015, artículo 
LXXIX, se hace del conocimiento de las instituciones públicas, 
privadas y del público en general, que se procederá a la eliminación 
de Expedientes de Faltas y Contravenciones del año 2013 al 2015 
del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Heredia. La 
documentación, se encuentra remesada y custodiada en el Archivo 
del Segundo Circuito Judicial de San José.
Remesa: G 2 H 13
Expedientes: 1566
Año: 2013
Paquetes: 18
Asunto: Expedientes contravencionales del año 2013 (1.566) 

Con sentencia absolutoria (186), Desestimados, 
archivados, conciliados (1380).

Remesa: G 1 H 14
Expedientes: 1497
Año: 2014
Paquetes: 20 Expedientes contravencionales del año 

2014 (1.497) Con sentencia absolutoria (181), 
Desestimados, archivados, conciliados (1316).

Remesa: G 1 H 15
Expedientes: 1303
Año: 2015
Paquetes. 18
Asunto: Expedientes contravencionales del año 2015 (1303), 

Con sentencia absolutoria (152), Desestimado, 
archivados, conciliados (1151).

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 31 de octubre de 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2018293499 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014 de fecha 14 de marzo 
del 2014, artículo IX y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión 
N° 34-14, celebrada el 22 de abril del 2014, artículo L, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Expedientes Penales 
del año 2011 al 2014 del Tribunal de Juicio del III Circuito 
Judicial de Alajuela, San Ramón. La documentación, se encuentra 
remesada y custodiada en el Archivo del Segundo Circuito Judicial 
de San José.
Remesa: P 46 A 11
Expedientes: 30
Paquetes: 2
Año: 2011
Asunto: Penales Varios: (1 Resistencia Agravada, 2 Lesiones 

Culposas, 05 Incumplimiento de una Medida de 
Protección, 1 Injurias y Calumnias) Expedientes con 
Sentencia absolutoria.

 (1 Incumplimiento del deber alimentario, 5 
Incumplimiento de Medida de Protección, 1 Lesiones 
Culposas, 10 Injurias y Calumnias, 1 Daños, 1 Uso 
de documento Falso, 1 Conducción Temeraria, 1 
Desobediencia a la Autoridad) Expedientes con 
Sobreseimiento definitivo.
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confidenciales: 1 (2005-2008), libretas de vehículos: 
3 (2008-2015), boletas de vehículos: 5 (2014-2015), 
horas extras: 1 (2014-2015).

 Expedientes policiales:
 Casos cerrados con notas: 2 (2007-2008 y 2013).
 Diligencias menores: 2011 (10 al 27), 2012 (1 al 80), 

2012 (1 al 80) 2013 (1 al 84), 2014 (1 al 84), 2015 (1 
al 36), 2016 (1 al 35) 8.

 Informes sin indicios: 2007 (1 al 44), 2008 (1 al 69) 9.
 Informes con indicios: 2007 (1 al 50) 2008 (1 al 64) 16.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 1 de noviembre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018293533 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014 de fecha 14 de marzo 
del 2014, artículo IX y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión 
N° 34-14, celebrada el 22 de abril del 2014, artículo L, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Expedientes Penales 
del año 2011 al 2014 del Juzgado Penal de Corredores, Zona Sur. La 
documentación, se encuentra remesada y custodiada en el Archivo 
del Segundo Circuito Judicial de San José.  
Remesa: P 15 P 11
Expedientes: 2719
Paquetes: 30
Año: 2011
Asunto: Penal Varios: 15 hurto, 7 hurto agravado, 22 daños, 1 

transporte ilegal de pescado, 1 atentado, 1 simulación 
de delito, 1 incumplimiento de deberes alimentarios, 
59 incumplimiento de medida de protección, 
15 conducción temeraria, 4 transporte ilegal de 
ganado, 8 infracción a la ley forestal, 7 amenazas 
a funcionario público, 14 amenazas agravadas, 16 
amenazas a una mujer, 144 retención indebida, 12 
usurpación, 3 falsificación de señas y marcas, 20 
infracción a la ley de armas, 11 desobediencia, 7 
receptación, 22 lesiones leves, 57 agresión con arma, 
21 lesiones culposas, 10 estafa, 1 infracción a la ley 
de minería, 8 violación de domicilio, 17 maltrato, 
4 portación ilícita de arma, 1 infracción a la ley de 
pesca y acuicultura, 3 estelionato, 7 resistencia a 
la autoridad, 5 robo simple, 6 robo, 2 apropiación 
indebida, 1 infracción ley forestal. Expedientes con 
Sentencia de Sobreseimiento Firme.

  Penal varios: 35 hurto agravado, 59 incumplimiento 
de medidas de protección, 1 infracción a la ley de 
licores, 1 allanamiento ilegal, 2 daño patrimonial, 2 
fraude informático, 1 infracción a la ley del adulto 
mayor, 1 infracción a la ley de derechos de autor, 
2 infracción a la ley de protección fitosanitaria, 1 
ofrecimiento de dádiva, 1 sustracción patrimonial, 1 
infracción a la vida silvestre, 2 atentado, 1 infracción 
a la ley de propiedad intelectual, 1 hallazgo de 
vehículo, 2 contraminación de suelo, 1 ofrecimiento 
de testigo falso, 2 presencia de menores en lugar no 
autorizado, 1 explotación de persona adulta mayor, 
1 violencia emocional, 1 fraude de similación, 
39 receptación, 106 daños, 1 transporte ilegal de 
ganado, 6 ofensas a la dignidad, 23 desaparición, 77 
atípico, 11 infracción a la ley forestal,

  41 averiguar muerte, 803 tenencia de droga, 9 
amenazas, 6 amenazas a funcionario público, 37 
amenazas agravadas, 76 amenazas a una mujer, 87 
retención indebida, 213 hurto, 11 usurpación, 18 
alteración de señas y marcas, 27 infracción a la ley 
de armas, 148 agresión con arma, 21 desobediencia, 
6 sustracción de menores, 62 lesiones leves, 52 
lesiones culposas, 4 descuido y abandono de animal, 
18 maltrato, 21 estafa, 10 circulación de moneda 
falsa, 5 privación de libertad, 2 apropiación indebida, 
19 violación de domicilio, 2 resistencia a la autoridad, 
7 violación de sellos, 4 abuso de autoridad, 50 robo 
simple, 45 robo. Expedientes con Resolución de 
Desestimación Firme.  

Remesa: P 14 P 12
Expedientes: 1637
Paquetes: 20
Año: 2012
Asunto: Penal Varios: 21 Infracción a la ley de armas 

y explosivos, 2 alteración de señas y marcas, 
7 violación de domicilio, 8 receptación, 25 
desobediencia a la autoridad, 15 maltrato, 42 
retención indebida, 15 conducción temeraria, 42 
incumplimiento de medidas de protección, 11 
amenazas contra mujer, 2 amenazas a funcionario 
público, 6 amenazas agravadas, 2 amenazas, 6 
infracción a la ley forestal, 13 lesiones leves, 2 
infracción a la ley derechos de autor, 1 abuso de 
patria potestad, 4 simulación de delito, 2 ofensas 
a la dignidad, 1 perjurio, 5 resistencia a la 
autoridad, 1 propalación, 1 violación de sellos, 1 
expendio de tabaco a menores, 1 ejecución ilegal 
de la profesión, 10 usurpación, 2 hurto agravado, 
1 fraude simulación de bienes susceptibles de ser 
gananciales, 1 infracción a la ley procedimientos de 
observancia y derecho a la propiedad, 1 identificación 
fraudulenta como distribuidor, 1 invasión a la zona 
de protección, 1 favorecimiento real, 1 violación 
datos personales, 5 estafa, 19 lesiones culposas, 20 
daño, 33 agresión con arma, 15 hurto, 1 estelionato, 
7 robo, 1 abigeato, Expedientes con Sentencia de 
Sobreseimiento Firme.

  Penal varios: 19 infracción a la ley de armas y 
explosivos, 23 alteración de señas y marcas, 34 
averiguar muerte, 13 violación de domicilio, 54 
receptación, 58 desobediencia a la autoridad, 41 
maltrato, 69 retención indebida, 78 incumplimiento 
de medias de protección, 1 conducción temeraria, 
34 amenazas contra mujer, 13 amenazas a 
funcionario público, 8 amenazas agravadas, 11 
amenazas, 10 circulación de moneda falsa, 41 
atípico, 7 infracción a la ley forestal, 29 lesiones 
leves, 7 infracción a la ley de derechos de autor, 
7 abuso patria potestad, 6 desaparición, 2 suicidio, 
2 descuido de animal, 1 falso testimonio, 1 
infracción ley silvestre, 2 libramiento de cheque 
sin fondo, 1 abigeato, 1 simulación de delito, 2 
destace de ganado, 5 desaparición de personas, 
7 ofensas a la dignidad, 2 perjurio, 2 coacción, 
4 resistencia a la autoridad, 2 infracción a la ley 
fitosanitaria, 1 agresión psicológica, 1 explotación 
de la persona adulta mayor, 1 violencia física, 1 
violencia emocional, 1 movilización de ganado, 15 
usurpación, 259 hurto, 18 hurto agravado, 1 venta 
ilegal de licor, 1 sustracción producto agroforestal, 
91 robo, 17 estafa, 90 lesiones culposas, 66 agresión 
con arma, 94 daños, 1 estelionato, 26 robo, 1 
ofensas a la dignidad, Expedientes con Resolución 
de Desestimación Firme.  
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Remesa: P 16 P 13
Expedientes: 967
Paquetes: 15
Año: 2013
Asunto: Penal Varios: 2 maltrato, 10 desobediencia, 1 

conducción temeraria, 5 apropiación irregular, 
1 receptación, 11 lesiones culposas, 7 amenazas 
contra una mujer, 11 daños, 7 infracción a la ley 
de armas, 3 violación de domicilio, 1 alteración 
de señas y marcas, 2 perjurio, 26 incumplimiento 
de medidas de protección, 13 agresión con arma, 
3 lesiones leves, 10 retención indebida, 7 hurto, 7 
usurpación, 4 hurto agravado, 8 robo simple, 5 
estafa, 1 favorecimiento real, 2 infracción a la ley de 
caza y pesca, 2 sustracción de menor, 1 devulgación 
de secretos, 1 abuso sexual contra mayor de edad, 
1 libramiento de cheque sin fondo, 1 ley forestal, 
1 ofensas a la dignidad, 4 amenazas a funcionario, 
1 falso testimonio, Expedientes con Sentencia de 
Sobreseimiento Firme.

  Penal varios: 20 maltrato, 40 desobediencia, 2 
conducción temeraria, 43 apropiación irregular, 31 
receptación, 61 atípico, 58 lesiones culposas, 15 
amenazas agravadas, 30 amenazas contra una mujer, 
37 daños, 13 averiguar muerte, 5 resistencia a la 
autoridad, 15 infracción a la ley de armas, 9 violación 
de domicilio, 7 desaparición de personas, 8 alteración 
de señas y marcas, 1 perjurio, 51 incumplimiento 
de medidas de protección, 50 agresión con arma, 
66 retención indebida, 112 hurto, 13 usurpación, 
15 hurto agravado, 16 robo simple, 10 estafa, 1 
favorecimiento real, 2 infracción a la ley de caza 
y pesca, 1 descuido de animales, 4 sustracción de 
menor, 2 circulación de moneda falsa, 1 infracción 
a la ley de derechos de autor, 1 uso de documento 
falso, 3 explotación adulto mayor, 1 libramiento 
de cheque sin fondo, 1 incumplimiento de deberes, 
24 lesiones leves, 1 profanación de cementerio 
cadáveres, 1 violencia patrimonial, 1 violencia 
psicológica, 3 sustracción patrimonial, 1 privación de 
libertad, 1 agresión física, 1 falsificación de moneda 
falsa, 1 patrocinio infiel, 1 atentado, 1 diseminación 
de plagas, 1 agresión psicológica, 5 ley forestal, 9 
ofensas a la dignidad, 9 amenazas a funcionario, 3 
falso testimonio, Expedientes con Resolución de 
Desestimación Firme.  

Remesa: P 25 P 14
Expedientes: 624
Paquetes: 12
Año: 2014
Asunto: Penal Varios: 9 incumplimiento de medidas de 

protección, 1 apropiación irregular, 2 usurpación, 1 
maltrato, 4 estafa, 1 robo simple, 2 hurto agravado, 
2 sustracción de menor, 8 daños, 6 desobediencia, 2 
apropiación y retención indebida, 2 infracción a la 
ley de armas y explosivos, 2 amenazas a funcionario 
público, 1 amenazas contra una mujer, 1 amenazas 
agravadas, 5 lesiones culposas, 9 agresión con arma, 
2 receptación, 8 hurtos, 3 violación de domicilio, 1 
resistencia, 1 atentado, 1 sustracción de producto 
forestal, 1 abusos de patria potestad, 1 maltrato contra 
mujer Expedientes con Sentencia de Sobreseimiento 
Firme.

  Penal varios: 36 incumplimiento de medidas, 30 
apropiación irregular, 9 usurpación, 24 maltrato, 
5 estafa, 4 robo simple, 14 hurto agravado, 3 
sustracción de menor, 21 averiguar muerte, 33 atípico, 
2 conducción temeraria, 20 daños, 26 desobediencia, 
46 apropiación y retención indebida, 19 infracción 
a la ley de armas y explosivos, 4 amenazas a 
funcionario público, 16 amenazas contra una mujer, 

13 amenazas agravadas, 10 lesiones, 39 lesiones 
culposas, 35 agresión con arma, 37 receptación, 
60 hurtos, 4 falsificación de señas, 2 violación de 
domicilio, 1 transporte ilegal de madera, 1 trasiego 
ilegal de fauna, 1 violencia patrimonial, 1 simulación 
de delito, 3 privación de libertad, 1 abandono de 
incapaz, 1 hurto simple, 1 agresión física, 1 infracción 
a la ley del adulto mayor, 1 ofensas a la dignidad, 1 
resistencia, 3 sustracción patrimonial, 1 atentado, 1 
captación indebida de manifestaciones verbales, 1 
ofrecimiento de testigo falso, 1 ejercicio ilegal de 
la protesión, 1 libramiento de cheque sin fondo, 1 
administración fraudulenta, 2 agresión física, 1 daño 
patrimonial, 1 infracción a la ley de vida silvestre, 2 
circulación de moneda falsa, 1 allanamiento ilegal, 
1 violación de datos personales, 1 descuido de 
animales, 1 violencia emocional, 1 explotación de 
adulto mayor, 1 venta de lotería ilegal, 1 adquisición 
ilegal de mercadería, 1 perjurio, Expedientes con 
Resolución de Desestimación Firme.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial 

San José, 1 de noviembre de 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2018293534 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014, de fecha 14 de marzo 
del 2014, artículo IV y el acuerdo del Consejo Superior en sesión 
Nº 34-14, celebrada el 22 de abril del 2014, artículo LI, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público 
en general, que se procederá a la eliminación de Documentación 
Administrativa del año 1989 al 2014 de la Delegación Regional 
del Organismo de Investigación Judicial de San Ramón. 
La documentación, se encuentra remesada y custodiada en ese 
Despacho.
Remesa: 21212
Libros: 123
Año: 1989-2014
Asunto: Documentación Administrativa:
Libros de Novedades: 111 (10/10/1989 al 15/06/2013).
Libros de controles: 10 (30/10/1991 al 17/09/2014).
Libros de control de cámaras fotográficas digitales: 2 (06/07/2009 
al 16/01/2013).

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 01 de noviembre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta,
 Subdirectora Ejecutiva
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018293535 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación 
de Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2018, celebrada el 02 
de julio del 2018, artículo I y el acuerdo del Consejo Superior en 
Sesión Nº 67-18, celebrada el 26 de julio del 2018, artículo CXXIII, 
se hace del conocimiento de las instituciones públicas, privadas 
y del público en general, que se procederá a la eliminación de 
Documentación Administrativa del año 1958 a 1961 y del año 1966 
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al 2016(no incluye los año de 1962 a 1965) del Juzgado Segundo 
Civil de Mayor Cuantía de San José. La documentación, se 
encuentra remesada y custodiada en ese Despacho.
Remesa: 21213
Libros: 58
Agendas: 31
Ampos: 13
Carpetas: 14
Copias de libros: 05
Cajas: 09
Años: 1958 a 1961 y de 1966 al 2016
Asunto: Documentación Administrativa: Libro de 

conocimientos: 1 Libro de redistribución 
de documentos de 1997 a 2016, 1 Libro de 
nombramientos de peritos del 1999 al 2007, 1 
libro de Registro de Sentencia del 2000 al 2009, 
02 libros de Registro de Verbales del 1993 al 
2009, 1 Libro de nombramiento de ejecutores 
del 2008, 1 Libro de Distribución de Sentencias 
del 2007 al 2011, 1 Libro de Correo para 
enviar del 2015 al 2016, 1 Libro de Retiro de 
comisiones y oficios del 2009 al 2013, 1 Correo 
interno 2012, 1 Libro de correo 1994 a 1995, 1 
Libro de correo certificado 2000, 1 Correo 1991, 
1 Libro de envío al archivo 1988, 1 Libro de 
conocimiento 1987, 1 Libro Tribunal de 1991 a 
1996, 1 Libro de correo interno 2002 al 2005, 1 
Libro de conocimiento de 1998 al 2000, Libro 
Tribunal de 1998 a 2000, Libro de correo 2001 
al 2003, Libro de correo del 2004 a 2007,
Libro de correo interno del 2004 al 2006, Libro 
de verbales del 1999 al 2006, Correo interno 
2005 al 2010 (0185), Libro de Tribunal 1995 
a 1998, Libro de Tribunal 2001 a 2009, Libro 
de conocimiento de 1995 a 1996, Libro de 
conocimiento de 2006 al 2012, Libro de correo 
interno 2003 al 2004, 1 libro de control de 
comisiones enviadas 2008 al 2009, 1 libro de 
envío correo interno 2008 al 2011, 2 libros de 
entradas 2002 al 2005, libro de entradas de 1998 
al 1999, libro de entradas 1999 al 2001, libro de 
entradas 1983 al 1987, libro de entradas 2000 al 
2001, Libro de entradas de 1966 al 1971, Libro 
de entradas de 1979 al 1982, Libro de entradas 
de 1996 a 1997, Libro de entradas de 1972 a 
1976, Libro de entradas del 1988 al 1991, Libro 
de entradas 1992 al 1995, 2 Libros de entradas 
de 1976 a 1979, Libro de correo recibido 2007. 
Libro de correo emitido del 2004 al 2005,
Libro de correo interno del 2000 al 2004, Libro 
de edictos del 2003, Libro de entradas de 1958 
al 1961, libro correspondencia varia, Libro de 
correo recibido 2008 al 2009, Libro de retiro de 
comisiones 2004, Libro de comisiones de 1991, 
Libro de retiro de comisiones 2003, Libro de 
Tribunal del 1999 al 2003, Libro de conocimiento 
de 1967 a 1968, un libro de conocimiento del 
2003 al 2006 Agendas de señalamiento: 1 
Agenda 2006, 4 Agendas 2008, 4 Agendas 2009, 
3 Agendas 2010, 3 Agendas 2011, 3 Agendas 
2012, 3 Agendas 2013, 4 Agendas 2014, 3 
Agendas 2015, 3 Agendas 2016. Ampos: 1 ampo 
de resoluciones de escritos malos del 2006 al 
2008, Ampo de entrada de suministros de 1999 
al 2010, 1 Ampo con quejas archivadas de la 
inspección de 1996 a 1999, Ampo de circulares 
del 2004 al 2008, Ampo informes de labores de 
1996 al 1998,
Ampo de Registro de Nombramientos del 
2003 al 2007, Ampo de control de expedientes 
entregados por el Archivo Judicial del 2008 al 

2010, Ampo de copiador de sentencia 2004, 
Ampo de Registro de Nombramientos del 2008 
al 2013, Ampo con resoluciones de escritos 
malos del 2002 al 2012, Ampo de Registro 
de Correo Certificado 1999 al 2002, Ampo de 
Informe de labores del 2003 al 2007, Ampo de 
Control de expedientes entregados del 2006 al 
2008, Carpetas: 1Control Juicios nuevos 2008 
al 2009 listados de notificador 2012 al 2013, 
Listado de notificador del 2008 al 2009, Registro 
de Asistencia 2011 al 2015, Registro préstamo 
de expedientes 2015, Boletas de préstamo de 
expedientes del 2013 al 2016,
Registro de entrega de notificador del 2007 
al 2009, Correspondencia varia del 2007 
a 2009, Registro de Asistencia del 2011 a 
2016, 07 Carpetas de listados a la Oficina de 
Comunicaciones Judiciales del 2005 al 2009. 
Copias de libros: Una copia de libro de control 
de remates código 185 del 2007 al 2008, copia 
de libro de entradas código 185 del 2008 al 
2010, copia de libro de entradas del 2003 al 
2008 código 185, copia de libro de conocimiento 
código 185 del 2005 al 2009, Copia libro de 
entradas 2005 al 2007 (185).

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 01 de noviembre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta,
 Subdirectora Ejecutiva
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018293536 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2014, de fecha 14 de marzo 
del 2014, artículo IV y el acuerdo del Consejo Superior en sesión 
Nº 34-14, celebrada el 22 de abril del 2014, artículo LI, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Expedientes Policiales 
del año 2009 al 2016 y Documentación Administrativa del año 2008 
al 2015 de la Sección de Legitimación de Capitales del Organismo 
de Investigación Judicial de San José. La documentación, se 
encuentra remesada y custodiada en ese Despacho.
Remesa: O 3 S 08
Libros: 4
Ampos: 10
Carpetas: 634
Años: 2008 AL 2016
Asunto: Expedientes Policiales, Libros y Ampos.
 Expedientes Policiales:
 121 Expedientes de Diligencias Menores del año 2009.
 159 Expedientes de Diligencias Menores del año 2010.
 36 Expedientes de Diligencias Menores del año 2011.
 112 Expedientes de Diligencias Menores del año 2012.
 56 Expedientes del Diligencias Menores del año 2013.
 70 Expedientes del Diligencias Menores del año 2014.
 55 Expedientes del Diligencias Menores del año 2015.
 25 Expedientes del Diligencias Menores del año 2016.
 Documentación Administrativa:
 Libros:
 1 Libro de entrada general de casos: (2011 al 2013), 1 

Libro de entrega general de Diligencias menores (2008 
al 20011, Unidad Contra El Lavado De Dinero). 1 Libro 
de entrega general de Diligencias menores (2008 al 2011, 
Delitos Económicos Y Financieros). 1 Libro solicitud 
oficios de Diligencias Menores 2008 al 2012.
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 Ampos:
 1 ampo Control de Asistencia 2015, 1 ampo Control 

de Asistencia 2014, 1 ampo control de asistencia 
2013,1 ampo Caja chica y bienes 2008-2013, 1 ampo 
Distribución de CICOS, DM, CINV, C-PA 2013 al 2014, 
1 ampo Control de equipo policial por artículo 2008 al 
2013, 1 ampo Correspondencia enviada 2011 al 2012, 1 
ampo Bienes OIJ 2009 al 2011,1 ampo Distribución de 
Diligencias menores y Casos 2012, 1 ampo con 9 actas 
año 2013.

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 1 de noviembre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta
 Subdirectora Ejecutiva

1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018293538 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 02-2006, de fecha 28 de junio 
del 2006, artículo IV y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión 
N° 50-06, celebrada el 11 de julio del 2006, artículo L, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Documentos Base en 
materia Civil del año 1986 a 1989, 1994, 1997 y del 2000 al 2002 
(no incluye los año de 1990 a 1993, 1995, 1996, 1998 y 1999) del 
Juzgado Civil de Mayor Cuantía del Tercer Circuito Judicial de 
San José, Sede Desamparados. La documentación, se encuentra 
remesada y custodiada en ese Despacho.
Remesa: 21214
Documentos: 31
Paquetes: 1 (4 mm cada uno)
Año: 1986
Asunto: Documentos base en materia civil. 4 notas sin 

número, 1 orden sanitaria número 108102, 3 
facturas proforma número 017 y dos sin número, 
12 facturas número 17788, 17861, 17844, 17966, 
17989, 9955, 9956, 17876, 18101, 3769, 49, 48, 9 
recibos número 11, 12, 24, 07731, 07732, 0023175, 
0024433, 033310, 55723, 1 cédula de identidad 
número 1-172-260, 1 licencia de conducir número 
1-172-260.

Remesa: 21215
Documentos: 28
Paquetes: 1 (5 mm cada uno)
Año: 1987
Asunto: Documentos base en materia civil. 1 pagaré número 

397981, 3 certificados de educación sin número, 
1 certificado de Regidor Municipal emitido por 
el Tribunal Supremo de Elecciones, 13 copias de 
recibos con número 16856, 4064, 12409, 83083, 
74523, 90216, 90348, 87921, 504, 263, 083042, 
000313, 014061, 5 recibos con número 0827, 0828, 
0829, 0830, 0832, 5 facturas con número 480, 481, 
482, 002, 0713.

Remesa: 21216
Documentos: 190
Paquetes: 1 (4 mm cada uno)
Año: 1988
Asunto: Documentos base en materia civil. 132 recibos 

número del 00 al 99, los 32 restantes recibos no 
poseen número, 53 facturas número 0035349, 
0035373, 0035420, 0034963, 0034984, 0035078, 

0035116, 20183, 20198, 0035155, 20238, 0035268, 
0035320, 0005684, 0003661, 0005728, 0034732, 
0034806, 20048, 20068, 0034858, 0034896, 
0034931, 0005444, 0005463, 0003552, 0003579, 
0005521, 0005560, 0005594, 0003611, 0005627, 
0005660, 0002979, 0002254, 0003502, 0035455, 
20311, 20329, 0035527, 0036355, 20702, 0034754, 
005805, 0001810, 0002741, 0002185, 0003386, 
0011332, 0002997, 0003682, 0005753, 0005779, 1 
pagaré número 201234, 2 timbres fiscales, 1 timbre 
de rehabilitación, 1 timbre forense.

Remesa: 21217
Documentos: 25
Paquetes: 1 (2 mm cada uno)
Año: 1989
Asunto: Documentos base en materia civil. 7 recibos con 

número 41515, 41517, 41518, 41520, 41524, 9917, 
9937, 2 recibos por pago de honorarios sin número, 
6 facturas número 0524, 0612, 14228, 1048, 11314, 
11311, 6 facturas proforma número 0238, 0239, 
1434, 0509, 0453 y una sin número, 2 pliegos de 
preguntas, 2 órdenes de pago del Instituto Nacional 
de Seguros número 39158, 36140.

Remesa: S 18 S 94
Documentos: 18
Paquetes: 1 (2 mm cada uno)
Año: 1994
Asunto: Documentos base en materia civil. 2 recibos 

número 00668, 000643, 13 facturas número 
250207, 250208, 255153, 250129, 249374, 
250210, 002115, 861, 129984, 129980, 12995, 
0002118, 865, 1 factura proforma número 2385, 1 
copia de avalúo del Instituto Nacional de Seguros 
número 930008719, 1 certificado de depósito a 
plazo número 10500.

Remesa: S 25 S 97
Documentos: 19
Paquetes: 1 (2 mm cada uno)
Año: 1997
Asunto: Documentos base en materia civil. 3 órdenes de 

compra número 0036, 0034, 0033, 16 facturas 
número 725615, 725612, 750422, 0719623, 
0719368, 0719367, 0717878, 0721772, 0722174, 
0717870, 0717285, 0717869, 0716858, 0710699, 
0716852, 0710530.

Remesa: S 17 S 00
Documentos: 1
Paquetes: 1 (1 mm cada uno)
Año: 2000
Asunto: Documentos base en materia civil. 01 pagaré 

número 1002794-A.
Remesa: S 21 S 01
Documentos: 3
Paquetes: 1 (1 cm cada uno)
Año: 2001
Asunto: Documentos base en materia civil. 01 casette 

pequeño, 1 pagaré número 0720342-A, 01 contrato 
de alquiler número 243060 B.

Remesa: S 21 S 02
Documentos: 21
Paquetes: 1 (3 mm cada uno)
Año: 2002
Asunto: Documentos base en materia civil. 21 facturas 

número 004545, 004544, 004543, 004542, 004541, 
004581, 004579, 004578, 004577, 004576, 004575, 
004574, 004573, 004572, 004774, 004773, 004772, 
004640, 135447, 139731, 101837.
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Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o 
eliminación indicada, rige a partir del momento que se indica en la 
parte dispositiva del voto.

San José, 25 de octubre del 2018.
 Vernor Perera León,
 Secretario a. í.

O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018292487 ).

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro de la acción de 
inconstitucionalidad número 18-015746-0007-CO que promueve 
Secretario General del Sindicato de Trabajadores de JAPDEVA y 
Afines Portuarios, se ha dictado la resolución que literalmente dice: 
«Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las 
diez horas y diecinueve minutos de veintiséis de octubre de dos mil 
dieciocho./ Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta 
por Antonio Mariano Wells Medina en su condición de Secretario 
General del Sindicato de Trabajadores de JAPDEVA y Afines 
Portuarios (SINTRAJAP), para que se declare inconstitucional 
la frase “y la carga y descarga en muelles y atracaderos, cuando 
se trate de bienes de los cuales dependa, directamente, la vida o 
la salud de las personas”, contenida en el artículo 2, del Decreto 
Ejecutivo Nº 38767-MP-MTSS-MJP. Se confiere audiencia por 
quince días a la Procuraduría General de la República, al ministro 
de la Presidencia, al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, a la 
Ministra de Justicia y Paz y al Presidente Ejecutivo de la Junta de 
Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente 
Atlántica (JAPDEVA). La norma se impugna en cuanto que es 
contraria al artículo 61 de la Constitución Política y los principios 
del Comité de Libertad Sindical y la Comisión de Expertos en el 
tema de Servicios Esenciales Argumentan que de conformidad 
con la redacción de la norma, todos los servicios son considerados 
esenciales, entre esos, el de transporte de personas o mercancías, 
sin distinguir el tipo de mercadería que se transporte o la naturaleza 
del servicio que se presta. Esta acción se admite por reunir los 
requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional 
en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene 
del artículo 75, párrafo 2°, en tanto acuden en defensa de derechos 
corporativos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el 
Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Respecto de los 
efectos jurídicos de la admisión de la acción de inconstitucionalidad. 
Ciertamente, a tenor del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, se debe advertir a los “órganos que agotan la vía 
administrativa que esa demanda, ha sido establecida, a efecto de que 
en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de 
la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento 
del caso”. Empero, en el caso concreto, la aplicación del ordinal 81 
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional enervaría la aplicación 
de la norma en esos supuestos, causando graves dislocaciones 
de la seguridad, la justicia y la paz social, respecto de un sector 
sensible donde confluyen intereses contrapuestos, como lo son, el 
de los trabajadores en participar en huelgas en servicios públicos 
considerados esenciales y el de los usuarios de esos servicios. Por lo 
expuesto, en aplicación del ordinal 91 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, se impone modular el efecto suspensivo del artículo 
81 de ese cuerpo normativo, indicándose, expresamente, en cuanto 
que no se suspende el dictado de ninguna resolución final ya sea 
en sede administrativa o jurisdiccional. Dentro de los quince 
días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 
apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a 
la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a 
fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o 
para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que 
de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la 
Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta 
publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Para 

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese por única vez en el Boletín Judicial.

San José, 01 de noviembre del 2018.
 MBA. Dinorah Álvarez Acosta,
 Subdirectora Ejecutiva
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018293539 ).

SALA CONSTITUCIONAL
ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad
A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA

HACE SABER:
SEGUNDA PUBLICACIÓN

Para los efectos de los artículos 88 párrafo segundo y 90 
párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que 
en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 
15-009555-0007-CO promovida por Emilia Molina Cruz contra el 
acuerdo de la Presidencia de la Asamblea Legislativa, número 6581-
15-16, respecto de la conformación de la Comisión Permanente 
Ordinaria de Asuntos Jurídicos y la Comisión Permanente Ordinaria 
de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa, se ha dictado 
el voto número 2018-017216 de las nueve horas y treinta minutos 
de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, que literalmente dice:

“Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara 
la inconstitucionalidad del acuerdo de la Presidencia del 
Directorio de la Asamblea Legislativa, número 6581-15-16, 
relativo a la conformación de las comisiones permanentes 
ordinarias para la legislatura 2015-2016, concretamente en 
lo respecta a la integración de las Comisiones Permanentes 
Ordinarias de Asuntos Jurídicos y de Asuntos Hacendarios. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los 
efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad 
declarada opere con efectos hacia futuro, de manera que no 
afecte la validez de los acuerdos tomados por las Comisiones 
Legislativas mencionadas durante el período que ejercieron su 
función. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial 
La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. 
Notifíquese a la Asamblea Legislativa.”
San José, 22 de octubre del 2018.

 Vernor Perera León,
 Secretario a. í.
O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018292486 ).

Para los efectos de los artículos 88 párrafo segundo y 90 
párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que en 
la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 17-
008088-0007-CO promovida por Didier Alexander Leitón Valverde, 
Sindicato de Trabajadores de Plantaciones Agrícolas SITRAP contra 
la frase “en todo caso, mayores de edad”, contenida en el inciso e) 
del artículo 345 del Código de Trabajo, se ha dictado el voto número 
2018-017697 de las doce horas y dieciséis minutos de veinticuatro 
de octubre del dos mil dieciocho, que literalmente dice:

«Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula 
la frase “en todo caso, mayores de edad” contenida en el inciso 
e) del artículo 345 del Código de Trabajo. Esta declaratoria de 
inconstitucionalidad no comprende la capacidad de actuar de los 
menores de edad establecida en el ordenamiento jurídico, que no fue 
objeto de esta acción. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los 
efectos en el sentido de que, esta sentencia tiene efectos a partir de 
la fecha de la primera publicación de los edictos de esta acción. 
Comuníquese este pronunciamiento al Poder Legislativo. Reséñese 
este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese 
íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.»
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notificar al Presidente Ejecutivo de JAPDEVA se comisiona a la 
Oficina de Comunicaciones Judiciales del Primer Circuito Judicial 
de Limón, despacho al que se hará llegar la comisión por medio 
del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar la notificación 
correspondiente dentro del plazo de cinco días contados a partir de 
la recepción de los documentos, bajo apercibimiento de incurrir en 
responsabilidad por desobediencia a la autoridad. Se le advierte a la 
autoridad comisionada, que deberá remitir copia del mandamiento 
debidamente diligenciado al fax número 2295-3712 o al correo 
electrónico: informes-sc@poder-judicial.go.cr, ambos de esta 
Sala y los documentos originales por medio de correo certificado 
o cualquier otro medio que garantice su pronta recepción en este 
Despacho. Expídase la comisión correspondiente. Notifíquese. /
Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í.»

San José, 29 de octubre del 2018.
 Vernor Perera León
 Secretario a. í.
O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018292502 ).

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro de la acción de 
inconstitucionalidad N° 18-016810-0007-CO que promueve 
Jorge Alberto Bermúdez Arguedas, se ha dictado la resolución 
que literalmente dice: «Sala Constitucional de La Corte Suprema 
de Justicia. San José, a las diecisiete horas y catorce minutos de 
veinticinco de octubre de dos mil dieciocho. /Se da curso a la acción 
de inconstitucionalidad interpuesta por Jorge Bermúdez Arguedas, 
abogado y Hugo Soto Montero, mayor, casado, portador de la cédula 
de identidad Nº 4-117-776, para que se declare inconstitucional el 
artículo 685 del Código de Trabajo, Ley Nº 2 de 27 de agosto de 
1943, por estimarlo contrario a lo dispuesto en los ordinales 39, 63 
y 73 de la Constitución Política, en el numeral 12 del Convenio de 
la Organización Internacional de Trabajo sobre la Terminación de la 
Relación de Trabajo, en los artículos 9 y 11.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en el ordinal 9 del 
Protocolo de San Salvador, así como a los principios de inocencia y 
debido proceso. Se confiere audiencia por quince días al Procurador 
General de la República, al Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social y al Presidente de la Sala Segunda de la Corte Suprema de 
Justicia. Señalan que el ordinal 685 del Código de Trabajo debe 
ser confrontado con los principios y garantías fundamentales 
consagradas en la Carta Magna, así como en los convenios 
internacionales ratificados por la República. Argumentan que la 
norma en cuestión atenta contra los derechos de los trabajadores, por 
cuanto otorga la posibilidad al patrono de retenerles groseramente la 
cesantía cuando exista un procedimiento disciplinario pendiente de 
resolución. Afirman que se extralimitan las potestades del empleador 
público, suscitando un desequilibrio odioso en las relaciones obrero 
patronales; desequilibrio que, desde hace muchos años, ha sido 
erradicado por el derecho laboral, constitucional e internacional en 
beneficio del trabajador. De otra parte, indican que se vulnera el 
principio de inocencia, por cuanto la norma hace que se imponga 
una sanción, sea la retención de liquidación y pensión, condicionada 
al resultado final de un procedimiento que no guarda relación alguna 
con lo primero. En otros términos, aducen que no existe relación 
alguna entre la acción de cotizar para un régimen de pensión (a 
efecto de gozar de un subsidio digno al final de la vida laboral) y un 
supuesto asunto disciplinario. En consecuencia, manifiestan que la 
sanción se impone y surte efectos sin siquiera conocerse el resultado 
del citado procedimiento. Argumentan que existen otras y varias 
soluciones, menos gravosas y totalmente legítimas, que satisfarían 
lo propuesto por la norma, sea, evitar la impunidad de quien amerite 
ser sancionado. Agregan que el ordinal cuestionado igualmente 
quebranta el principio del debido proceso, por cuanto le otorga la 
potestad al patrono de iniciar un procedimiento administrativo en 
contra del trabajador, aún cuando ya no media ninguna relación 
jerárquica entre ambos. Indican que lo anterior afecta igualmente 
el orden democrático de la nación. Finalmente se cuestionan si –
existiendo varias formas de persuadir a un individuo para retribuir 
al Estado un monto de dinero que antijurídicamente se le otorgó–, 
realmente resulta legítimo crear una norma que pretenda garantizar 
un resultado a pesar de lo incierto de este y de su nula relación con 

el hecho, extrapolando la función pública (disciplinaria), al ámbito 
privado. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se 
refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación de los accionantes proviene del artículo 75, 
párrafo 1°, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional al existir 
un asunto pendiente de resolución ante el Tribunal Constitucional 
(recurso de amparo Nº 18-004505-0007-CO). Publíquese por 
tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 
interposición de la acción. Respecto de los Efectos Jurídicos de 
la Admisión de la Acción de Inconstitucionalidad. Ciertamente, a 
tenor del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se 
debe advertir a los “órganos que agotan la vía administrativa que 
esa demanda, ha sido establecida, a efecto de que en los procesos 
o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, 
disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso”. 
Empero, en el caso concreto, la aplicación del ordinal 81 de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional enervaría la aplicación de la norma 
en esos supuestos, causando graves dislocaciones a la seguridad, 
la justicia y la paz social, respecto de un sector sensible como son 
los trabajadores. Por lo expuesto, en aplicación del ordinal 91 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impone modular el efecto 
suspensivo del artículo 81 de ese cuerpo normativo, indicándose, 
expresamente, que no se suspende el dictado de ninguna resolución 
final ya sea en sede administrativa o jurisdiccional. Dentro de 
los quince días posteriores a la primera publicación del citado 
aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos 
pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se 
discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, 
a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, 
o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que 
de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 
(resoluciones Nos. 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta 
publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 
Notifíquese. /Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í.».

San José, 26 de octubre del 2018.
 Vernor Perera León
 Secretario a. í.
O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018292503 ).

PUBLICACION DE UNA VEZ

Exp: 17-014216-0007-CO 

Res. Nº 2018013705

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San 

José, a las ocho horas cuarenta y cinco minutos del veintitrés de agosto de dos 

mil dieciocho.-

        Consulta judicial facultativa acumuladas formulada por el Tribunal de 

Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Sección 

Primera, II Circuito Judicial de San José. Anexo A.; mediante resolución No. 366-

2017-I de las dieciséis horas del veinticinco de agosto de dos mil diecisiete, dictada 

dentro del expediente No. 15-0189-1028-CA, que es proceso de expropiación 

contra José Rafael Solís Rodríguez y Trinidad Riggioni Arias; por resolución No. 

63-2018-I de las catorce horas del catorce de febrero de dos mil dieciocho, dictada

dentro del expediente No. 16-0964-1028-CA, que es proceso de expropiación

contra Repuestos Chomax de San Carlos S.A.; resolución No. 102-2018-I de las

nueve horas y cincuenta minutos del doce de marzo de dos mil dieciocho, dictada

dentro del expediente No. 17-00116-1028-CA, que es proceso de expropiación

contra Electronic Engineering S.A.; la resolución No. 413-2017-I de las quince

horas del veintiséis de septiembre de dos mil diecisiete, dictada dentro del

expediente No. 16-0903-1028-CA, que es proceso de expropiación contra Anchor

Trust Company S. A. y la resolución No. 13-2018-I de las diez horas cincuenta

minutos del dieciséis de enero de dos mil dieciocho, dictada dentro del expediente

No. 16-000326-1028-CA, que son Diligencias de Avalúo de expropiación contra la

empresa INSUPRO Sociedad Anónima.

Resultando:
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1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las once horas cuarenta 

minutos del ocho de septiembre de dos mil diecisiete, y con fundamento en los 

artículos 8, inciso 1), de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 2, inciso b), 3, 13, 102 

y 104 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el despacho consultante solicita a 

esta Sala que se pronuncie sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones y los 

numerales 40, 41 y 42 (este último grupo por conexidad en todas las resoluciones 

mencionadas en el encabezado de la sentencia, salvo la primera), según el texto 

incorporado por la Ley No. 9286 del 4 de febrero de 2015, en cuanto establecen 

que el conocimiento del recurso de apelación en las diligencias expropiatorias 

corresponde al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. En 

el trámite de aprobación de la reforma que dio origen a la ley cuestionada, se ha 

violado el artículo 167 constitucional, habida cuenta que el texto finalmente 

aprobado no fue consultado a la Corte Suprema de Justicia, ni fue publicado. 

Además, la norma produce un trato diverso respecto de situaciones idénticas, 

habida cuenta que el artículo 21 de la Ley No. 6313, Ley de Adquisiciones, 

Expropiaciones e Imposición de Servidumbres del Instituto Costarricense de 

Electricidad, dispone que contra la sentencia que se dicte en las expropiaciones de 

dicho ente, el recurso de apelación se interpone ante el Tribunal de Apelaciones de 

lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, mientras que las tramitadas 

con arreglo a la disposición impugnada, el recurso de apelación debe ser conocido 

por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando lo primero es lo 

correcto. Según lo consultantes, lo anterior supone que la existencia de plazos 

distintos para conocer los casos según el trámite correspondiente, en detrimento de 

los derechos de los particulares, pues los tiempos de resolución del Tribunal de 

Apelaciones son mucho más bajos que los del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo. Afirma que el Tribunal de Apelaciones cuenta con amplia 

experiencia en tratándose de las apelaciones en materia de expropiación, lo que no 
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sucede en el caso del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De igual manera, 

por el fondo, se acusa la infracción de los principios constitucionales de seguridad 

jurídica, igualdad procesal y derecho a la justicia pronta y cumplida. Piden que se 

evacue la consulta en el sentido que las normas impugnadas son inconstitucionales. 

2.- En atención al emplazamiento conferido a las partes dentro del asunto 

principal, se apersonaron ante la Sala el licenciado Daniel Rojas Pochet, 

mandatario judicial de José Rafael Solís Rodríguez y Trinidad Riggioni Arias.

3.- Mediante resolución 2018-004580 de las nueve horas quince minutos del 

veinte de marzo de dos mil dieciocho, la Sala en pleno dio curso a la consulta, 

confiriendo audiencia a la Procuraduría General de la República.  De igual manera, 

mediante dicha resolución, se dispuso darle curso a la consulta judicial sin efecto 

suspensivo de la resolución de las apelaciones, las cuales debían ser conocidas por 

el Tribunal de Apelaciones (o de Casación) de lo Contencioso-Administrativo.  

4.- Mediante resolución No. 2018-004766 de las nueve horas quince minutos 

del veintiuno de marzo de dos mil dieciocho, la Sala conoce de la consulta judicial 

formulada por el mismo Tribunal dentro del expediente No. 18-003746-0007-CO, 

sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones (y por conexidad, los artículos 40, 

41 y 42 de la Ley de Expropiaciones).  En esta oportunidad, la Sala resuelve 

acumular la consulta al expediente No. 17-014216-0007-CO por evidente 

conexidad, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los 

derechos e intereses de los interesados. 

5.- Mediante resolución No. 2018-004788 de las nueve horas quince minutos 

del veintiuno de marzo de dos mil dieciocho, la Sala conoce la consulta judicial 

formulada por el mismo Tribunal dentro del expediente No. 18-004299-0007-CO, 

sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones (y por conexidad, los artículos 40, 

41 y 42 de la Ley de Expropiaciones).  En esta oportunidad, la Sala resuelve 

acumular la consulta al expediente No. 17-014216-0007-CO por evidente 
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conexidad, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los 

derechos e intereses de los interesados.

6.-  Mediante resolución No. 2018-007247 de las nueve horas cuarenta 

minutos del nueve de mayo de dos mil dieciocho, la Sala conoce la consulta 

judicial formulada por el mismo Tribunal dentro del expediente No. 18-006026-

0007-CO, sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones (y por conexidad, los 

artículos 40, 41 y 42 de la Ley de Expropiaciones). En esta oportunidad, la Sala 

resuelve acumular la consulta al expediente No. 17-014216-0007-CO por evidente 

conexidad, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los 

derechos e intereses de los interesados.

7.- Mediante resolución No. 2018-007268 de las nueve horas cuarenta 

minutos del nueve de mayo de dos mil dieciocho, la Sala conoce la consulta 

judicial formulada por el mismo Tribunal dentro del expediente No. 18-006569-

0007-CO, sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones (y por conexidad, los 

artículos 40, 41 y 42 de la Ley de Expropiaciones). En esta oportunidad, la Sala 

resuelve acumular la consulta al expediente No. 17-014216-0007-CO por evidente 

conexidad, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los 

derechos e intereses de los interesados.

8.- Con memorial presentado a las nueve horas veintiún minutos del 

diecinueve de abril de dos mil dieciocho, la Procuraduría contesta a la audiencia 

conferida, indicando que los cuestionamientos son por la forma, por vicios 

esenciales que se cometieron durante la tramitación del proyecto de ley que dio 

lugar a la citada Ley No. 9286, y por el fondo.  Ahora bien, sobre la gestión estima 

que la consulta cumple con todos los presupuestos de admisibilidad para este tipo 

de procesos ante la Sala Constitucional. Sobre el tema de que trata la consulta 

judicial, la Procuraduría General de la República, citando las sentencias 2005-

06866 y 2017-12905, sostiene que la doctrina jurisprudencial conduce a dos 
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consideraciones adicionales de importancia acerca de los alcances de este trámite 

de audiencia a la Corte. La primera, que esa omisión no acarrea la invalidez de 

todo el texto legal, tan solo de aquellos artículos que encajen dentro del supuesto 

del artículo 167 constitucional, por referirse a cuestiones relativas con la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, y que no le fueron consultados. 

Dada la naturaleza sustancial del requisito procedimental, no cabe su convalidación 

acudiendo como remedio de último minuto a la aprobación por mayoría reforzada 

de la ley. Esta salvedad, lo único que significa es que el criterio de la Corte carece 

de efectos vinculantes para la Asamblea Legislativa, el que podrá apartarse de éste 

si cuenta con el voto de las dos terceras partes del total de sus miembros; pero en 

modo alguno supone la posibilidad de saltarse ese paso, debiendo recabar siempre 

el parecer del máximo órgano jurisdiccional para los asuntos en que 

constitucionalmente así se establece. En cuanto a la “organización y 

funcionamiento del Poder Judicial”, resalta lo señalado por la Sala en su 

sentencia 2001-13273 cuando establece que debe ser “… entendido este no 

apenas como las disposiciones que regulen la creación de tribunales de justicia o 

competencias jurisdiccionales, sino incluso aquellos que dispongan sobre modo de 

ejercicio de dichas competencias, es decir, sobre la forma en que el Poder Judicial 

lleva a cabo su función jurisdiccional, incluidas normas propiamente procesales”. 

La sentencia que viene citando la Procuraduría transcribe a su vez la resolución 

1998-5958 que establece que la frase ““organización y funcionamiento del 

Poder Judicial”, donde el término “funcionamiento” alude no sólo a los 

aspectos de régimen interno administrativo de los despachos judiciales, sino 

también a las cuestiones procesales que rigen la sustanciación de los diversos 

asuntos sometidos a esos estrados (…) En síntesis, resulta evidente que el 

cumplimiento de un requisito como el hasta ahora mencionado, constituye un 

aspecto fundamental del procedimiento legislativo, en vista de que entraña la 
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Exp: 17-014216-0007-CO 

Res. Nº 2018013705

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San 

José, a las ocho horas cuarenta y cinco minutos del veintitrés de agosto de dos 

mil dieciocho.-

        Consulta judicial facultativa acumuladas formulada por el Tribunal de 

Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Sección 

Primera, II Circuito Judicial de San José. Anexo A.; mediante resolución No. 366-

2017-I de las dieciséis horas del veinticinco de agosto de dos mil diecisiete, dictada 

dentro del expediente No. 15-0189-1028-CA, que es proceso de expropiación 

contra José Rafael Solís Rodríguez y Trinidad Riggioni Arias; por resolución No. 

63-2018-I de las catorce horas del catorce de febrero de dos mil dieciocho, dictada

dentro del expediente No. 16-0964-1028-CA, que es proceso de expropiación

contra Repuestos Chomax de San Carlos S.A.; resolución No. 102-2018-I de las

nueve horas y cincuenta minutos del doce de marzo de dos mil dieciocho, dictada

dentro del expediente No. 17-00116-1028-CA, que es proceso de expropiación

contra Electronic Engineering S.A.; la resolución No. 413-2017-I de las quince

horas del veintiséis de septiembre de dos mil diecisiete, dictada dentro del

expediente No. 16-0903-1028-CA, que es proceso de expropiación contra Anchor

Trust Company S. A. y la resolución No. 13-2018-I de las diez horas cincuenta

minutos del dieciséis de enero de dos mil dieciocho, dictada dentro del expediente

No. 16-000326-1028-CA, que son Diligencias de Avalúo de expropiación contra la

empresa INSUPRO Sociedad Anónima.

Resultando:
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relación de absoluto respeto que cada uno de los órganos que componen el Estado 

deben tener en relación con aquellos a los que el constituyente confirió 

independencia funcional. No se trata de un poder de “colegislación”, sino de 

necesaria participación en el procedimiento, con el objeto de asegurar el absoluto 

respeto de la esfera de independencia interorgánica asignada” (2006-012405).  

Con lo anteriormente establecido, procede examinar el expediente legislativo No. 

18.753 con el fin de confirmar si la referida violación al procedimiento ocurrió en 

el trámite del proyecto de ley que dio lugar a la Ley No. 9286. De confirmarse el 

vicio sustancial insubsanable del trámite parlamentario, carecería de interés 

pronunciarse respecto de las demás infracciones. En este sentido, procede a señalar 

que la propuesta legislativa denominada “REFORMA INTEGRAL DE LA LEY 

N° 7495, LEY DE EXPROPIACIONES, DE 3 DE MAYO DE 1995, Y SUS 

REFORMAS”, pretendía regular el trámite de segunda instancia  con una 

competencia dual para conocer de las apelaciones en materia expropiatoria a cargo 

del Tribunal de Casación, respecto a determinados tipos de autos, y de la llamada 

Sala I de Casación, en el caso de las resoluciones finales que fijen el monto de la 

indemnización, sin perjuicio de la inconsistencia de su artículo 43 que solo 

menciona al primer órgano.  En la sesión ordinaria No. 19 de la Comisión 

Permanente de Asuntos Jurídicos del 5 de noviembre de 2013 se aprobó un texto 

sustitutivo que, en lo referente a las disposiciones transcritas, mantuvo 

exactamente igual la numeración y su contenido. En esa misma sesión, se acordó 

también someterlo a consulta de la Corte Suprema de Justicia, lo que se hizo 

mediante oficio CJ-387-2013, del 13 de noviembre (véase folios 91 a 108 y 135). 

Describe las diversas oportunidades en la que la Corte Suprema de Justicia solicitó 

la prórroga para rendir su informe y que, finalmente, se remitió a la Asamblea 

Legislativa el 30 de abril de 2014, mediante oficio N° 4191-14, en cuya virtud se 

puso en conocimiento del acuerdo tomado por la Corte Pena, en sesión N° 17-14, 
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del 28 de abril de 2014, artículo XXXIV (folios 903 a 908), y en el que se confirma 

que los artículos aludidos en la consulta sí incidirían en la organización y servicio 

del Poder Judicial, al tratarse “de normas competenciales en materia recursiva” y a 

tales efectos, acogió la explicación dada en el informe rendido por la magistrada 

Escoto sobre el particular.  Ante la contundencia de las consideraciones expuestas, 

en todo el trámite legislativo posterior al que siguió a la emisión del criterio de la 

Corte Plena a la emisión de la Ley N° 9286, no se generó ningún tipo de discusión 

al respecto por parte de los señores diputados; aún menos fueron valoradas sus 

objeciones al entonces proyecto de discusión. Tampoco hubo discusión alguna, ni 

mención al referido informe del Poder Judicial, cuando en la sesión No. 14 del 19 

de agosto de 2014 de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos se aprobó la 

moción de fondo N° 18-137 de texto sustitutivo, presentada por la vía del artículo 

137 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, que le dio la redacción 

actualmente vigente a los artículos 40, 41, 42 y 43 aquí cuestionados, en donde se 

introduce la mención del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda 

como el órgano encargado de conocer las apelaciones en materia expropiatoria 

(véase folios 1014 a 1020, 1034 a 1048 y 1085 a 1102). Efectivamente, como así lo 

manifiesta el Tribunal consultante, no consta de la lectura integral del expediente 

legislativo No. 18753, que este último texto sustitutivo haya sido consultado 

nuevamente a la Corte, tan solo consta que fue puesto en conocimiento del 

Instituto Costarricense de Electricidad por las eventuales modificaciones 

adicionales que haría a la No. Ley 6313 (véase folios 1010, 1073, 1130 y 1159 a 

1170). En esas condiciones, el texto fue llevado a Plenario donde fue aprobado en 

primer debate con 43 votos a favor el 14 de octubre del 2014 y, en segundo debate, 

con 42 votos a favor el día 30 siguiente (véase folios 1208 y 1312), sin que el tema 

relacionado con la incidencia en el funcionamiento del Poder Judicial de la fase 

recursiva en materia de expropiaciones que se estaba aprobando, hubiese 
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provocado ningún tipo de debate parlamentario al respecto. De lo expuesto, se 

desprende que el criterio de la Corte Plena recabado durante el trámite legislativo 

de aprobación de la Ley N° 9286 sencillamente fue pasado por alto en la Asamblea 

Legislativa, pese a la manifestación clara y concreta de su parte de que lo relativo 

al régimen recursivo sí incidía con su labor y estructura. No es posible afirmar que 

el último texto sustitutivo aprobado en Comisión y que recibió la mayoría 

calificada en el Plenario obedeció al propósito de atender los cuestionamientos y 

observaciones hechas por el Poder Judicial, sencillamente, porque no hubo 

discusión alguna que sustente tal hipótesis y, además, porque la modificación 

adoptada, en que se le otorga la competencia al Tribunal Contencioso para conocer 

de las apelaciones, se contrapone al criterio de la Corte que condicionó la 

aprobación del entonces proyecto de ley a que esa competencia fuera del Tribunal 

de Apelaciones. Hay que entender, entonces, que la última versión de la propuesta 

legislativa que dio lugar a la Ley No. 9286, introdujo un cambio novedoso en el 

orden recursivo, con la mención de un órgano jurisdiccional distinto (el Tribunal 

Contencioso) a los dos que se venían conociendo hasta ahora (refiriéndose al 

Tribunal de Casación y a la Sala I); lo que obligaba al Parlamento, por virtud del 

citado artículo 167 constitucional, a volver a consultar al Poder Judicial el texto 

sustitutivo. La Procuraduría concluye que al haberse comprobado la ausencia del 

criterio de la Corte respecto al texto sustitutivo que finalmente fue aprobado y que 

dio lugar a la Ley No. 9286, las normas relacionadas con el recurso de apelación en 

el proceso expropiatorio, a saber sus artículos 40, 41, 42 y 43, serían nulos, dada su 

repercusión en la estructura laboral del Poder Judicial. La supresión de estos 

numerales haría que las disposiciones anteriores de la Ley de Expropiaciones No. 

7495, así como las reformadas por el artículo 215 del Código Procesal Contencioso 

Administrativo (Ley No. 8508), que regulaban la segunda instancia volverían a 

entrar en rigor. De igual manera, sugiere el dimensionamiento de la sentencia 
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declarativa, de forma que sus efectos sean a futuro y no se vean afectadas las 

resoluciones de justiprecio que al amparo de esas normas fueron falladas en 

segunda instancia, en perjuicio de las situaciones jurídicas consolidadas y del 

mismo interés público, en tanto se trata de procesos expropiatorios incoados por 

alguna Administración Pública. 

9.- Por resolución de las quince horas cincuenta y nueve minutos del 

dieciséis de mayo de dos mil dieciocho, el magistrado instructor ordena dentro del 

plazo de tres días a la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, como 

prueba para mejor resolver, que certifique los magistrados (as) de la Sala 

Constitucional que votaron el acuerdo de la Corte Plena, en su sesión No. 17-14 

celebrada el 28 de abril de 2014, en el artículo XXXIV, en la cual se expresó la 

opinión sobre la “Reforma Integral de la Ley de Expropiaciones” 

10.- La Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, Silvia Navarro 

Romanini certifica que de acuerdo al acta de Corte Plena No. 17-14 celebrada el 28 

de abril de 2014, artículo XXXIV, los magistrados de la Sala Constitucional que 

participaron son Gilbert Armijo Sancho, Paul Rueda Leal, Luis Fernando Salazar 

Alvarado, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro y la magistrada Nancy 

Hernández López. En consecuencia, los magistrados que Cruz Castro, Rueda Leal, 

Hernández López y Salazar Alvarado, quienes actualmente fungen como 

magistrados de la Sala, se inhibieron de conocer el caso. El magistrado Fernando 

Castillo Víquez, presidente a.i. de la Sala Constitucional, por resolución de las 

catorce horas treinta minutos del 14 de junio de dos mil dieciocho, tuvo por 

separados a los magistrados y comunicó lo correspondiente a la Presidencia de la 

Corte Suprema de Justicia para lo de su cargo.  Por sorteo resultaron electas las 

magistradas suplentes María Lucila Monge Pizarro e Ileana Isabel Sánchez 

Navarro, y también nombrados los magistrados suplentes Hubert Rolando 

Fernández Agüero y Ronald Jesús Salazar Murillo. - 
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11.- A su vez, el magistrado suplente Fernández Agüero, se inhibe de 

conocer el presente asunto, toda vez que formuló con la resolución que él suscribe 

No. 366-2017-I, de las 16:00 horas del 25 de agosto de 2017, y que origina la 

presente consulta judicial.  Por resolución del magistrado Castillo Víquez, de las 

once horas cuarenta y dos minutos del veintiuno de junio de dos mil dieciocho, 

aceptó las razones expresadas y tuvo por separado al magistrado suplente, 

consiguientemente, comunicó la separación a la Presidencia de la Corte, para lo de 

su cargo.   Por medio del respectivo sorteo fue nombrada la magistrada suplente 

Ana María Picado Brenes. 

12.- En el procedimiento se cumplió con las formalidades establecidas por 

ley.

Redacta la magistrada Esquivel Rodríguez; y,

Considerando:

I.- Sobre la admisibilidad. Las consultas de constitucionalidad acumuladas 

cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 102 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional, que establece que la consulta judicial da lugar cuando 

todo juez tenga dudas fundadas sobre la constitucionalidad de una norma o acto 

que deba aplicar, o de un acto, conducta u omisión que deba juzgar en un caso 

sometido a su conocimiento.  Tales presupuestos fueron analizados en detalle en la 

sentencia de esta Sala No. 01617-97 de las 14:54 horas del 17 de marzo de 1997, 

de la siguiente manera:

"A. Que la formule un "juez", término genérico que -desde luego- se 

aplica tanto a los juzgadores unipersonales como a los tribunales colegiados, 

y sobre lo cual es innecesario precisar más que: a) que debe tratarse de 

autoridades dotadas de poder jurisdiccional, lo cual excluye las consultas 

formuladas por tribunales administrativos, pero sí incluye las que hagan los 

árbitros en el marco de los asuntos sujetos a su decisión (nótese que lo 

relevante en todos los casos es que se esté ante el trámite de un proceso 

conducente al dictado de una sentencia o laudo arbitral, dotados de la 

autoridad de la cosa juzgada); y, b) que el juzgador debe estar, al momento 

de formular la consulta, debidamente habilitado para ejercer esa 

competencia (ya que mal podría pensarse que una resolución que sea 

inválida en el proceso en cuestión pueda surtir el efecto de dar inicio a un 

trámite que, como éste, posee un carácter puramente incidental).

B. Que existan "dudas fundadas" sobre la constitucionalidad de la

norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar. Esto quiere 

decir que el cuestionamiento debe ser razonable y ponderado. Además, 

implica que no puede versar sobre aspectos sobre cuya constitucionalidad la 

Sala ya se haya pronunciado. Ello es así no sólo porque aceptar lo contrario 

implicaría desconocer la eficacia erga omnes de las resoluciones de esta 

jurisdicción, sino también dado que una consulta bajo esas circunstancias 

evidentemente carecería de interés actual. Pero subráyese, por su relevancia 

para el sub examine, que la explicada circunstancia sólo deriva de aquéllos 

pronunciamientos en que la Sala haya validado expresamente la adecuación 

de la norma, acto, conducta u omisión a los parámetros constitucionales. En 

consecuencia, si una norma ha superado anteriormente el examen explícito 

de constitucionalidad (en vía de acción o consulta), no sería viable un nuevo 

cuestionamiento sobre el mismo punto, pero sí podría serlo respecto de un 

acto, conducta u omisión basados en la misma norma, particularmente 

porque -en este caso- siempre existe la posibilidad de un quebranto 

constitucional, ya no en la norma en sí, sino en su interpretación o 

aplicación. A la inversa, el hecho de que un acto, conducta u omisión haya 

sido refrendado anteriormente (quizás en vía de amparo o hábeas corpus) no 

significa que no puedan existir dudas sobre la constitucionalidad de la norma 

misma en que aquéllos se fundamenten. Y, en esta hipótesis, la consulta 

judicial es pertinente.

C. Que exista un caso sometido al conocimiento del juzgador o tribunal.

Al igual que en la acción de inconstitucionalidad, la consulta judicial nunca 

se da en el vacío o por mero afán académico, sino que ella debe ser relevante 

para la decisión o resolución del llamado "asunto previo" o "principal". 

Finalmente,

D. Que, en ese asunto previo, deba aplicarse la norma o juzgarse el

acto, conducta u omisión que suscite la duda de constitucionalidad, aspecto 

que -por su relevancia para el caso- resulta conveniente precisar. En efecto, 

la expresión "deba aplicarse la norma o juzgarse el acto, conducta u 

omisión", conlleva un sentido actual muy definido y totalmente distinto a que 

si la ley hablara en términos de que "pueda aplicarse la norma o juzgarse el 

acto, conducta u omisión". La consulta judicial no procede ante la mera 

eventualidad de que acaezcan esas circunstancias, ya que -como se explicó 

arriba- esta concepción equivaldría a que se inviertan los recursos de la 

jurisdicción constitucional en un simple ejercicio académico o doctrinario. 

Para que la consulta sea viable, el juzgador debe estar enfrentado, con 

certidumbre y en tiempo presente, a la aplicación de la norma o al 

juzgamiento del acto, conducta u omisión que le suscite una duda de 

constitucionalidad".

Asimismo, el artículo 104 de la misma Ley exige que la consulta judicial se 

formule en resolución fundada, se emplace a las partes dentro de tercero día y se 

suspenda la tramitación del proceso, hasta tanto la Sala no haya evacuado la 

consulta. En el caso que nos ocupa, es evidente que el Tribunal de Apelaciones de 

lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda debe aplicar las disposiciones 

consultadas al conocer de las apelaciones directamente interpuestas ante ellos en 
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los procesos de expropiación tramitadas bajo la Ley de Expropiaciones, y que debe 

resolver su competencia conforme la ley pero principalmente asegurando la 

supremacía, eficacia y aplicabilidad directa de la Constitución, reafirmando su 

competencia para resolver los recursos presentados contra los autos o la sentencia 

de primera instancia; también es claro que el tribunal que consulta es un órgano 

jurisdiccional (no administrativo), y que le corresponde el conocimiento de los 

asuntos que sirven de base a la cuestión de constitucionalidad establecida por ley.  

Se consulta a la Sala de forma motivada, señalando los preceptos legislativos y 

constitucionales que ofrecen duda al juzgador, y que por virtud de la reforma 

constitucional al artículo 10 de la Constitución Política, operada en 1989,  el 

control de constitucionalidad de las normas reside de forma exclusiva y excluyente 

en la Sala Constitucional, lo que imposibilita al juzgador ordinario pronunciarse al 

respecto.  De este modo, al establecerse el monopolio del rechazo de las normas en 

esta jurisdicción constitucional, procede analizar en esta vía de constitucionalidad 

los reproches formulados contra las normas consultadas.   

II.- Sobre el objeto de la consulta.- Inicialmente, se formula consulta de 

constitucionalidad sobre el artículo 43 de la Ley de Expropiaciones y por 

conexidad, los artículos 40, 41 y 42 de la misma ley, Ley No. 9286 del 11 de 

noviembre de 2014, denominada Reforma Integral de la Ley N° 7495, Ley de 

Expropiaciones, de 3 de mayo de 1995, y sus reformas.  El Tribunal de 

Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección 

Primera, en todas las otras resoluciones consultan directa e indirectamente (por 

conexidad) los mencionados artículos 40, 41, 42 y 43 de la Ley de Expropiaciones, 

de modo que, siendo que se señala el mismo vicio sustancial del procedimiento 

para todas las normas, es que se resolverá de ese modo.  

Para efectos de una mejor comprensión de los numerales que se consultan, 
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“Artículo 40.- Apelación. La parte disconforme con la resolución final 

podrá apelar ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y Civil de 

Hacienda, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la 

notificación.

Presentada la apelación y transcurrido el plazo para apelar, el juzgado 

elevará los autos de inmediato”.

“Artículo 41.- Audiencia sobre el fondo y prueba para mejor 

resolver. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda 

concederá a las partes un plazo de cinco días hábiles para presentar los 

alegatos que consideren oportunos. También, podrá solicitar la prueba para 

mejor resolver que considere pertinente.

Artículo 42.- Resolución de segunda instancia. Vencido el plazo fijado en 

el artículo anterior o evacuada la prueba para mejor resolver, el Tribunal de 

lo Contencioso- Administrativo y Civil de Hacienda dictará la resolución 

final, dentro de los quince días hábiles siguientes.

Artículo 43.- Recursos. Mediante escrito motivado, los autos que se dicten 

en el proceso podrán ser apelados para ante el Tribunal de lo Contencioso-

Administrativo y Civil de Hacienda, en el efecto devolutivo, dentro del plazo 

de cinco días hábiles, solo cuando tengan relación con las siguientes 

materias:

a) La designación de los peritos.

b) La fijación de los honorarios de los peritos.

c) Lo concerniente al retiro, el monto y la distribución de avalúo.

d) Los autos que resuelvan sobre nulidades de actuaciones y resoluciones.

e) Los autos que resuelvan los incidentes de nulidad de las actuaciones

periciales.
En los demás casos, los autos solo tendrán recurso de revocatoria, que 

deberá ser interpuesto en el plazo de tres días hábiles”.

 Se acusa que todas las normas incumplieron con un trámite sustancial del 

procedimiento legislativo al darle aprobación a la reforma sin observar el artículo 

167 constitucional, es decir, el texto finalmente aprobado por la Asamblea 

Legislativa no fue consultado a la Corte Suprema de Justicia, ni fue publicado.  En 

cuanto al fondo, se acusa la infracción de los principios constitucionales de 

seguridad jurídica, igualdad procesal y derecho a la justicia pronta y cumplida. 

Piden que se evacue la consulta en el sentido que las normas impugnadas son 

inconstitucionales.

III.- Sobre el fondo.-  La reforma a que se refiere esta consulta fue 

introducida por Ley No. 9286 del 11 de noviembre de 2015, denominada “Reforma 

Integral de la Ley 7495, Ley de Expropiaciones de 3 de mayo de 1995, y sus 

reformas”, modificando el régimen anterior de impugnaciones por una nueva 

asignación de competencias en el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y 

Civil de Hacienda. Como consecuencia de esa enmienda, se establece en la 

actualidad que la parte disconforme con la resolución final de un proceso 

expropiatorio, puede impugnarla dentro de los cinco días hábiles siguientes a la 

fecha de la notificación. Sin embargo, antes de la enmienda mencionada, el artículo 

215 del Código Procesal Contencioso Administrativo establecía al Tribunal de 

Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda como el 

órgano jurisdiccional competente para conocer de dichas apelaciones, dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia de primera 

instancia.  A su vez, el Transitorio I del Código de marras autorizó a la Corte Plena 

para que pusiera en funcionamiento el Tribunal de Casación en el momento 

que juzgara pertinente, estableciendo entre tanto, para el conocimiento de los 

recursos de apelación y casación, a la Sala Primera de la Corte Suprema de 
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Justicia. En atención a la disposición transitoria, el Tribunal de Casación fue 

constituido por acuerdo de Corte Plena, en sesión ordinaria No. 34 del 5 de octubre 

de 2009, artículo VIII, y cuya integración se realizó conforme al acuerdo del 

Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, en su sesión del 17 de 

diciembre de 2009, con funciones a partir del 4 de enero de 2010. 

Ahora bien, retomando el tema del vicio en el procedimiento legislativo, debe 

señalarse que el proyecto de ley que reformó la Ley de Expropiaciones ya contenía 

una problemática en el procedimiento, dado que regulaba un régimen de 

impugnaciones dual, sea que las resoluciones de primera instancia debían 

impugnarse en un Tribunal de Casación o en la Sala I de la Corte Suprema de 

Justicia.  Durante los inicios del proyecto de ley ese fue el texto que se consultó al 

Poder Judicial, y este se pronunció negativamente.  

El otro aspecto del procedimiento legislativo que trae a la atención el Tribunal 

consultante, es que esa propuesta legislativa fue modificada con un texto 

sustitutivo para regular ese régimen de recursos, únicamente ante el Tribunal 

Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, enmienda que no fue consultada 

al Poder Judicial.   De ahí que se consulta si al haber operado dicha reforma sin 

esta última consulta resulta o no conforme con la Constitución Política. La cuestión 

de constitucionalidad radica en determinar si el nuevo modelo procesal aprobado 

por la Asamblea Legislativa mediante la Ley No. 9286, que reforma el régimen de 

impugnaciones establecido por el artículo 215 del Código Procesal Contencioso 

Administrativo, constituye materia afecta al trámite establecido en el artículo 167 

de la Constitución Política. De este modo, para arribar a una conclusión plausible, 

es necesario primero revisar que entiende esta Sala por “organización o el 

funcionamiento del Poder Judicial”, y a partir del ahí, qué ocurrió en el 

procedimiento legislativo. 

A.- Sobre la jurisprudencia de la Sala Constitucional. 
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Para determinar qué proyectos de ley requieren de la consulta al Poder 

Judicial, se debe revisar la jurisprudencia de la Sala en los casos en que se ha 

pronunciado sobre el significado de “organización o funcionamiento del Poder 

Judicial”.  En este sentido, es oportuno transcribir las siguientes sentencias: 

"En relación con el aspecto de procedimiento consultado por los 

promotores de este proceso, resulta relevante recordar lo que al efecto 

dispone el artículo 167 de la Constitución Política: (...) 

Esta Sala se ha referido a los alcances de este deber del legislador, 

entendiendo que dicha consulta resulta obligatoria cuando lo discutido en la 

Asamblea es un proyecto de ley que pretenda establecer reglas de 

funcionamiento y organización del Poder Judicial, entendido esto no 

apenas como las disposiciones que regulen la creación de tribunales de 

justicia o competencias jurisdiccionales, sino incluso aquellas que 

dispongan sobre el modo de ejercicio de dichas competencias, es decir, 

sobre la forma en que el Poder Judicial lleva a cabo su función 

jurisdiccional, incluidas normas propiamente procesales..." (El destacado 

no es del original (Sentencia 2001-13273) 

Con base en lo trascrito, la jurisprudencia establece que el contenido de 

“organización o funcionamiento del Poder Judicia” significa que el legislador 

ordinario no puede aprobar legislación que afelcte la función primaria o 

independencia funcional del Poder Judicial, si antes no le ha escuchado.  Esta 

materia se ha dicho que incluye los proyectos de ley que regulan la creación de 

tribunales de justicia, competencias jurisdiccionales, y el modo de ejercicio de 

estas competencias, todas ellas que inciden en la forma en que el Poder Judicial 

llevará a cabo su función jurisdiccional.  En estos casos, la consulta constitucional 

al Poder Judicial debe realizarse, como regla general. Entonces, si se trata de la 

función jurisdiccional, sea el modo en que los tribunales de justicia ejercen la 
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competencia constitucional de impartir justicia, exclusiva y excluyentemente de 

cualquier otro poder de la República, lo que implica el deber de resguardarla de los 

entornos y condiciones que puedan afectar su independencia interna como externa 

del juez en su importante función.  

B.- Aspectos relevantes del procedimiento legislativo seguido en el 

proyecto de ley; el problema de la consulta al Poder Judicial.  Ahora bien, 

resulta relevante para esta consulta judicial el establecer el desarrollo del 

procedimiento legislativo de la ley en cuestión, y si en efecto la Asamblea 

Legislativa, previamente a su aprobación de primer debate, consultó al Poder 

Judicial el contenido de los artículos 40, 41, 42 y 43 consultado. Revisado el 

trámite legislativo que se tuvo a la vista, es importante destacar los siguientes hitos 

más relevantes del procedimiento legislativo: 

1) El proyecto de ley denominado “Reforma Integral de la Ley de

Expropiaciones”, de iniciativa del diputado Luis Fishman Z., fue presentado a las 

quince horas cuarenta y cinco minutos del 30 de abril de 2013 al Directorio 

Legislativo; 

2) Por sesión ordinaria No. 19 del 5 de noviembre de 2013, se conoce y se

vota en Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos, el texto sustitutivo 

del proyecto de ley y en ese mismo día se aprueba consultar el nuevo proyecto a 

diversas instituciones, entre ellas a la Corte Suprema de Justicia (folios 86-109);

3) El informe OJ-098-2013 del 5 de diciembre de 2013 de la Procuraduría

General de la República, señala, respecto de los artículos 41 y 44, que en “estos 

artículos es conveniente que en lugar de “Sala I de Casación” se diga “Tribunal de 

Apelaciones”, tal y como funciona en la actualidad (folios 621-624);

4) El Informe de Servicios Técnicos ST-018-2013 J del 3 de marzo de 2014,

señala, entre algunas consideraciones del articulado, que “…este proyecto deberá 

ser consultado a la Corte Suprema de Justicia, considera esta asesoría que debe 
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revisarse y uniformar cuáles son las instancias judiciales a los que los ciudadanos 

pueden acceder en los casos de expropiación. Se recomienda iniciar los casos en el 

Juzgado de lo Contencioso Administrativo y luego tener la posibilidad de apelar 

ante el Tribunal de Apelaciones” (folios 743-777);

5) Por sesión ordinaria No. 25 del 11 de marzo de 2014, el diputado Villalta

Flores-Estrada advierte sobre el problema existente en cuanto a los órganos 

jurisdiccionales que conocerán de la apelación de sentencias e indica: “No sabemos 

si será necesario hacer o no esas mociones, pero pareciera que podría haber un 

error. […] Hay un procedimiento para impugnar, que es muy similar al actual, ese 

precio fijado en el avalúo administrativo y después la resolución que se dicta en el 

proceso contencioso tiene apelación. El artículo 41 habla de apelar ante la Sala 

Primera de Casación. El artículo 42 sigue hablando de la Sala Primera de 

Casación pero el artículo 43 vuelve a mencionar el Tribunal de Casación de lo 

Contencioso Administrativo, cuando dice: Dictará la resolución final, que es como 

está ahora. Eso se reformó en el Código Procesal Contencioso Administrativo y se 

le asignó la competencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso 

Administrativo y no a la Sala Primera. Por eso, como esta hoy, si no me equivoco, 

el que ve estas apelaciones es el Tribunal de Casación pero en el artículo 41 y 42 

se habla de la Sala Primera, como que la apelación se le asigna a la Sala Primera. 

Si eso se quiere cambiar, bueno usted me dice que eso está malo y efectivamente 

hay que corregirlo, pero el mismo proyecto habla de las dos cosas: en el artículo 

41 de la Sala Primera y en el artículo 43 del Tribunal de Casación, entonces o uno 

u otro porque es la misma apelación. No estamos hablando del supuesto de la

Casación todavía. Presidente: Nada más para ayudarle en esta confusión.

Efectivamente en el Código Procesal Contencioso algunas apelaciones las conocía

la Sala Primera. Después se hizo el Tribunal de Casación y entonces algunas las

veía el Tribunal y otras las Sala Primera (sic). Ahora eso ya está ordenado y se
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puede aclarar. Es muy certera y oportuna su intervención en aclarar estos 

aspectos que aunque están aclarados en la práctica, pero que llevan a confusión y 

error a cualquier litigante o a cualquier administrado. Diputado Villalta Florez-

Estrada: El proyecto sí tiene un error porque le asigna el trámite del mismo 

recurso a dos órganos distintos, en unos artículos habla de la Sala y en otros 

habla del Tribunal.  (folio 854); 

6) Por oficio No. 4191-14 del 30 de abril de 2014, se transcribe el acuerdo

tomado por la Corte Plena, en sesión No. 17-14 celebrada el 28 de abril de 2014, 

en el ARTÍCULO XXXIV, donde se conoce el informe de Corte Plena en el tema 

de las apelaciones en la Ley de Expropiaciones e indica: “…ante la existencia de 

normas competenciales en materia recursiva, podría inferirse que sí incidiría en la 

organización y servicio del Poder Judicial, … [transcribe los numerales 41, 42 y 

43]. En cuanto al recurso de apelación de la resolución final en este proceso, 

resulta trascendente destacar la existencia en la actualidad de un Tribunal de 

Apelaciones en materia contencioso administrativa, el cual fue creado para efectos 

de celeridad procesal. Esta remisión a la Sala Primera conllevaría atrasos 

innecesarios dada la experiencia que generó la creación del Tribunal de 

Apelaciones Contencioso. Por ende, lo adecuado acorde a la realidad y 

experiencia actual, así como al espíritu que informa la creación de esta normativa 

de análisis, sería que la apelación sea tramitada ante este Tribunal de Apelaciones 

y no por la Sala Primera, órgano decisor que en principio conoce del recurso 

extraordinario de casación donde hay limitantes a la admisión y recepción de 

pruebas para mejor resolver así como se eliminan trámites en esta instancia; 

mientras que esta normativa al generar etapas procesales a las partes ante esta 

Cámara, produciría atrasos innecesarios tanto para la Sala Primera cuanto par 

las partes y terceros interesados. En consecuencia no podría esta Corte avalar lo 

dispuesto en tales cánones (artículos 41, 42 y 43). Desde otro ángulo, y en igual 
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sentido de cuestionamiento, lo establecido en el ordinal 32 ibídem constituye una 

contradicción doble con lo expuesto en relación a los mandatos 41 y 42. Ello 

porque, ahora aparentemente ya no sería la Sala Primera sino el Tribunal de 

Casación de lo Contencioso Administrativo quien resolvería el asunto final. A su 

vez, se le estaría otorgando la competencia de la materia recursiva a esta Sala, 

porque es la que funge como Tribunal de Casación. De ahí que tampoco podría 

esta Corte aprobar lo dispuesto en el artículo 43 al contraponerse a la normativa 

procesal vigente en cuanto al recurso de apelación en materia contencioso 

administrativa, la cual prevé al Tribunal de Apelaciones de los Contencioso 

Administrativo como el órgano recursivo. Por consiguiente, todo lo anterior 

incidiría en las personas usuarias […] En mi criterio como la finalidad de esta 

normativa radica en agilizar tanto el proceso como los trámites expropiatorios si 

se corrigieren los errores que destaco en los numerales 33, 41, 42 y 43 con las 

sugerencias que se hacen al resto del texto, podría este órgano revisor darle el 

visto bueno en el tanto y cuanto se corrija lo destacado”(lo escrito en negrita y 

subrayado no es del original). (folios 903 -908); 

7) En sesión ordinaria No. 051 del 4 de agosto de 2014, durante el trámite de

primer debate del “Expediente Legislativo No. 18.753 Reforma Integral a la Ley 

de Expropiaciones”, con el tercer informe de mociones de fondo vía artículo 137 

del Reglamento de la Asamblea Legislativa, se introducen nuevas mociones de 

fondo que se pasan a la Comisión dictaminadora. (folios 959  - 1001);

8) Mediante informe de mociones vía artículo 137, se informa que en sesión

14 del 19 de agosto de 2014, de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 

Jurídicos, se aprobó la moción de fondo No. 18-137 de texto sustitutivo que 

contenía la redacción a los artículos 40, 41, 42 y 43, estableció al Tribunal de los 

Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda como órgano jurisdiccional de 

apelación de las sentencias expropiatorias (folios 1013-1033 y 1080-1136);
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9) En sesión ordinaria No. 66 del 28 de agosto de 2014 se continúa con la

discusión por el fondo del proyecto de ley, con el último informe de mociones de 

fondo vía artículo 137 y la presidencia de la Asamblea Legislativa informó que la 

discusión del asunto se suspendería hasta el 3 de septiembre de 2014 por la 

consulta al Instituto Costarricense de Electricidad aprobada en la Comisión 

Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos, únicamente (folio 1073, 1030 y 1137);

10) En sesión ordinaria 91 del 14 de octubre de 2014, se conocen una

moción de orden, de posposición, y luego se continuó con la discusión del proyecto 

de ley, el cual fue modificado cuando el plenario se convirtió en Comisión 

General, luego se agotó la discusión por el fondo en el trámite de Primer Debate y 

se aprobó con 43 votos (folios 1185-1210, y 1208);

11) En sesión ordinaria No. 098 del 30 de octubre de 2014, se continuó con

la discusión de fondo en el trámite de Segundo Debate del “Expediente Legislativo 

No. 18.753 Reforma Integral a la Ley de Expropiaciones”, se sometió a votación y 

se aprobó (folio 1312). 

C.-  Sobre el trámite legislativo.-  Conforme se detalla en el anterior 

apartado, varias instancias llamadas a enriquecer la discusión del texto del 

proyecto de ley en el procedimiento legislativo, como el informe del Departamento 

de Servicios Técnicos, la Procuraduría General de la República y, finalmente, el 

diputado Villalta Flores-Estrada llamaron la atención sobre algunas inconsistencias 

detectadas en el proyecto legislativo. El artículo 215 del Código Procesal 

Contencioso Administrativo había reformado en materia recursiva la Ley de 

Expropiaciones No. 7495 de 3 de mayo de 1995, al crear el Tribunal de Casación 

de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda (lo que en la práctica era 

denominado el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo), el cual 

por virtud del Transitorio I del mencionado Código, recayó inicialmente en la Sala 

Primera de la Corte Suprema de Justicia.  Dicho transitorio autorizó a la Corte 
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Plena para que pusiera en su momento el funcionamiento el Tribunal de Casación 

de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, lo que finalmente ocurre 

con el acuerdo de Corte Plena, adoptado en sesión ordinaria No. 34 del 5 de 

octubre de 2009, artículo VIII, al establecer en él al Tribunal de Casación, y cuya 

integración inicialmente se realizó conforme al acuerdo del Consejo Superior de la 

Corte Suprema de Justicia, en su sesión del 17 de diciembre de 2009, con 

funciones a partir del 4 de enero de 2010.  De ahí que, para el momento en que el 

legislador quiso modificar el procedimiento de apelaciones en los artículos 41 y 42 

del proyecto de ley establecían, como órgano jurisdiccional de segunda 

instancia, a la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, y luego en los 

artículos 43 y 44 al Tribunal de Casación.  Esta dualidad en materia recursiva no 

fue bien recibida.  La Corte Plena, en consecuencia, emitió la opinión negativa en 

la sesión No. 17-14 celebrada el 28 de abril de 2014, ARTÍCULO XXXIV, y por 

ende, su oposición a la distribución propuesta por el legislador.  En este punto, el 

legislador podía optar por tres caminos de solución a los problemas apuntados por 

la Corte Plena: a) modificar la normativa del proyecto de ley conforme al criterio 

técnico jurídico esbozado por el órgano constitucional; b) aprobar el proyecto de 

ley con mayoría calificada, aun en contra del criterio negativo del Poder Judicial, 

de conformidad con el artículo 167 de la Constitución Política; y c) modificar el 

texto por otro nuevo y proceder a la consulta del artículo 167 de la Constitución 

Política. Lo que sucede a partir de ese momento en la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos, es que se presenta y se aprueba otro texto 

sustitutivo, que modifica los numerales objetados por la Corte Plena y se introduce 

un nuevo órgano jurisdiccional en el proyecto de ley: el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo y Civil de Hacienda. Véase que en el proyecto de ley no venía, ni 

se proponía éste órgano jurisdiccional para conocer de las apelaciones contra las 

sentencias de primera instancia en los procesos expropiatorios, sino que, por 
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primera vez, se aborda como órgano resolutivo de impugnaciones.  Se denota que a 

pesar de ser la última versión que fue aprobada por la Asamblea Legislativa esta no 

fue consultada a la Corte Plena.  Aunado a lo anterior, esta Sala hace suyas las 

apreciaciones de la Procuraduría General de la República, que, con buen tino, 

establece que no hubo una discusión de fondo de parte de los (las) diputados (as), 

para justificar el cambio del sistema de reparto de apelaciones.  A pesar de que en 

la práctica la negociación de enmiendas en los proyectos de ley se llevan a cabo 

muchas veces, informalmente, sin que estas modificaciones consten en actas, dada 

la necesidad de flexibilidad o ductibilidad del procedimiento legislativo, es lo 

cierto, que lo óptimo y deseable, es que haya alguna evidencia de discusión 

y control entre las fracciones para formar un amplio consenso político a partir de 

los insumos que se reciben el expediente legislativo. Por otra parte, como lo señala 

el Tribunal consultante, ese último texto sustitutivo contó con la única consulta 

institucional del Instituto Costarricense de Electricidad, pero en la que no figura 

la Corte Suprema de Justicia. No puede decirse, entonces, que podía aprobarse 

con una mayoría calificada para subsanar el vicio apuntado, porque el texto 

sustitutivo nunca se consultó al Poder Judicial, razón por la cual la Asamblea 

Legislativa no tenía el criterio técnico-jurídico que le permitiera discernir la 

conveniencia o no de la modificación, ni apartarse del razonamiento judicial. En 

efecto, esta Sala revisó las actas legislativas, y constata que la única consulta 

institucional desde que se acogió el texto sustitutivo, fue ajena al Poder Judicial.  

En consecuencia, para que la Asamblea Legislativa válidamente pudiera apartarse 

de un criterio negativo de la Corte Plena, lo que debe decirse con toda claridad, al 

estar frente a un caso típico de la consulta establecida en el artículo 167 

constitucional.  En este sentido, en el proyecto de ley la consulta constitucional era 

una actuación necesaria para el legislador al haber introducido, ex novo, al 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda como órgano 
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jurisdiccional competente para conocer de las impugnaciones, este era muy distinto 

a los otros propuestos en los textos modificados del Tribunal de Casación o a la 

Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  

En razón de lo expuesto, es evidente que la Asamblea Legislativa incumplió 

con el trámite que la Constitución Política establece para salvaguardar la 

independencia funcional del Poder Judicial, al no hacer la consulta constitucional 

cuando fue aprobado el texto sustitutivo en la sesión ordinaria No. 91 del 14 de 

octubre de 2014 en el que el Plenario se convirtió en Comisión General, mismo día 

en que lo discutió por el fondo en el trámite de primer debate y lo aprobó por 43 

votos. De ahí que se puede concluir que la Corte Suprema de Justicia no tuvo 

oportunidad de conocer ni pronunciarse sobre el nuevo texto del articulado 

reformado, lo que confirma el vicio sustancial del procedimiento.  Véase que en 

sentencia No. 2017-12905, la Sala estableció, en un asunto similar al que nos 

ocupa, que: 

“Como conclusión sobre este punto puede afirmarse, con vista del 

expediente legislativo y los elementos de juicio aportados por las partes, que 

la versión del artículo 86 que se convirtió en parte de la ley 9036, no estaba 

incluido en el proyecto 17218 al momento de realizarse la consulta a la 

Corte Plena en junio de 2009, luego de lo cual, ningún cambio al proyecto 

fue consultado al órgano constitucional, de modo que el Poder Judicial no 

pudo conocer y pronunciarse sobre lo específicamente dispuesto en la norma 

que aquí se reclama”.

Del íter procesal del proyecto de ley se desprende que solo obtuvo la opinión 

negativa inicial de la Corte Suprema de Justicia respecto de la iniciativa de ley 

hasta ese momento tramitada por el parlamento, pero con el agravante que el 

pronunciamiento de Corte Plena lo condicionó respecto de los órganos 
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jurisdiccionales de apelación consultados a ese momento.  A la postre, no conoció 

el texto sustitutivo que reorientó el régimen de impugnaciones. 

D.- Sobre el carácter sustancial de la consulta.- Cabe la pregunta, ¿Por 

qué se trata el artículo 167 constitucional como un vicio invalidante del proceso de 

formación de las leyes? Sobre lo anterior, la Sala reafirma su posición cuando la 

cuestión fue discutida en la acción de inconstitucionalidad antes citada, la cual es 

visible en la sentencia No. 17-012905 que dice:

“VII.- Sobre el carácter sustancial del procedimiento de consulta 

establecido en el artículo 167 de la Constitución.- En consecuencia con el 

orden en que se ha venido desarrollando esta sentencia, una vez determinado 

que la norma abordaba cuestiones relacionadas con la estructura y 

funcionamiento del Poder Judicial y luego de que se ha comprobado que a 

pesar de ello, dicho órgano fue consultado sobre el texto específico en 

discusión, resta solamente esclarecer si la eventual ausencia de tal consulta 

constituye un defecto sustancial y relevante del procedimiento legislativo y 

por ende, si la ausencia de consulta que ha sido determinada, conduce la 

invalidez de la norma desde el punto de vista constitucional. Sobre este 

tema, no existen alegaciones de las partes que deban ser abordadas o 

respondidas por la Sala; solamente la Procuraduría en su informe señala que 

la jurisprudencia constitucional emitida por este Tribunal ha sido consistente 

en afirmar el carácter sustancial de la consulta dentro del procedimiento 

legislativo. En particular, cita el órgano asesor la sentencia 2001-13273 que 

señala:

“IV...En síntesis, resulta evidente que el cumplimiento de un requisito 

como el hasta ahora mencionado, [se refiere a consulta al Poder Judicial 

establecida en el artículo 167 de la Constitución Política] constituye un 

aspecto fundamental del procedimiento legislativo, en vista de que entraña la 

relación de absoluto respeto que cada uno de los órganos que componen el 

Estado deben tener en relación con aquellos a los que el constituyente 

confirió independencia funcional. No se trata de un poder de "colegislación", 

sino de necesaria participación en el procedimiento, con el objeto de 

asegurar el absoluto respeto de la esfera de independencia interorgánica 

asignada. Tal es el caso del Poder Judicial...” 

Y agrega el siguiente extracto de la sentencia 2005-6866:

“IX...Nótese que el ordinal 167 de la Constitución Política convierte la 

consulta a la Corte Suprema de Justicia en un requisito sustancial e 

indefectible para la discusión y aprobación de proyectos de ley referidos a la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, siendo que la norma 

constitucional, únicamente, habilita a la Asamblea Legislativa para apartarse 

de la opinión consultiva de la Corte Plena mediante el voto de las dos 

terceras partes del total de sus miembros, circunstancia que denota que 

necesariamente debe haberse recabado la consulta.” 

De ambas citas, que el Tribunal acuerpa en esta decisión, se deriva 

con claridad que la consulta regulada en el artículo 167 Constitucional, 

cuando ella proceda, hace parte de los elementos imprescindibles para la 

regularidad del procedimiento legislativo. Las razones dadas por la Sala en 

las sentencias anteriores son claras y contundentes en el sentido de que lo 

que está en juego es el principio de equilibro de poderes, que hace necesario 

que decisiones del legislativo que tendrán incidencia en el judicial, no sean 

el producto de decisiones de mayorías escasas y transitorias, sino que tales 

cuestiones cuenten, en el mejor de los casos con la anuencia del Poder 

Judicial, o bien si ello no es posible, que las decisiones políticas que 

afectarán la estructura o funcionamiento de ese poder, reciban el apoyo de 

un número suficiente y calificado de legisladores, en el entendido que ello 

significa un mayor escrutinio, control y vigilancia respecto de las 

disposiciones.-  Así pues, cabe sostener que, tal y como se ha sostenido en 

anteriores ocasiones, para este Tribunal forma parte sustancial e ineludible 

del procedimiento legislativo, el procedimiento de consulta de las normas de 

proyectos de ley que afecten la estructura y funcionamiento del Poder 

Judicial, a fin de que el citado órgano emita su criterio al respecto.- En 

consecuencia la omisión de consulta en los casos en que resultaba necesaria 

genera necesariamente la invalidez de las normas que tengan padezcan 

defecto.”

Con base en la anterior cita, el artículo 167 de la Constitución Política asegura un 

mecanismo de balance entre Poderes de la República, para que las reformas legales 

que involucrasen la estructura y funcionamiento del Poder Judicial, contasen 

primero con un criterio técnico–jurídico, elemento que solo puede dar el propio 

órgano constitucional encargado de impartir justicia.  En este sentido, se trata de un 

mecanismo que asegura la independencia funcional entre los Poderes de la 

República, y segundo, si a pesar de la opinión expresada la Asamblea Legislativa 

decide mantener su posición, la disposición que se vaya a emitir debe contar con la 

garantía que se nutrió de una mayor legitimidad democrática, formal y material.  

En este sentido, se asegura que el órgano decisor legislativo vota sobre el criterio 

negativo. Así, en un orden de absoluto respeto entre los Poderes de la República, al 

establecerse un nuevo texto sustitutivo en respuesta a la consulta, debe igualmente 

cumplirse con el señalamiento constitucional del artículo 167 de la Constitución 

Política, cuando haya un cambio sustancial que se separa del criterio de la Corte 
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Suprema de Justicia, para que, una vez cumplido ese requisito, pueda la Asamblea 

Legislativa dar su aprobación según las circunstancias concretas que se presente a 

ese momento. Evidentemente, lo regulado en el último texto sustitutivo atañe a la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, lo que hace que este caso sea 

típico de los que requieren de la consulta constitucional del artículo 167 de la 

Constitución Política, el que no se cumplió en el expediente legislativo.  De ahí 

que la omisión de la consulta afecta la validez de la norma, y con ello, es evidente 

que los artículos 40, 41, 42 y 43 de la Ley No. 9286 del 11 de noviembre de 2014, 

denominada Reforma Integral de la Ley N° 7495, Ley de Expropiaciones, de 3 de 

mayo de 1995, y sus reformas, resultan inconstitucionales, por el vicio que acarrea 

la falta de observancia del artículo 167 de la Constitución Política. Por otra parte, 

declarada la inconstitucionalidad por la omisión establecida en esta sentencia, 

resulta innecesario pronunciarse sobre las demás dudas planteadas por el Tribunal, 

sea violación a los principios de seguridad jurídica, igualdad de trato en materia 

procesal, así como celeridad y eficiencia, justicia pronta y cumplida.  

E.- Conexidad y dimensionamiento: Como resultado lógico y consecuente, 

el vicio de constitucionalidad declarado se repite en todas las disposiciones que 

regulan el trámite analizado del recurso de apelación ante el Tribunal de lo 

Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, conforme a la Ley No. 9286.  En 

las consultas judiciales formuladas se pide analizar el artículo 43, y luego por 

conexidad, los numerales 40, 41 y 42, es lo cierto, que en todas las resoluciones 

consultivas se pide evacuar las dudas de constitucionalidad que pesan sobre todas 

esas disposiciones, de ahí que es aplicable la misma conclusión para todas esas 

disposiciones. De esta forma, si se le otorgó al Tribunal de la Contencioso 

Administrativo y Civil de Hacienda la competencia para conocer de la apelación 

como órgano jurisdiccional que nunca había sido previamente mencionado en el 

proyecto de ley, la misma razón es aplicable a todas las disposiciones 
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mencionadas.  Evidentemente, la remisión al Tribunal de lo Contencioso-

Administrativo y Civil de Hacienda se repite en el contenido de los artículos 41 

(audiencia sobre el fondo y la prueba para mejor resolver), 42 (la resolución de 

segunda instancia) y 43 (los recursos), los cuales depositan en ese órgano 

jurisdiccional las responsabilidades procedimentales como otorgamiento de 

audiencias, señalamiento de prueba para mejor resolver, los plazos y la resolución 

de fondo.  De igual manera, al regular los recursos se señalan los tipos de autos que 

pueden ser impugnados ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y Civil 

de Hacienda, en cuyo caso este deberá resolver sobre su calificación, admisión y 

resolución.  De este modo, a ser todas estas atribuciones impuestas por una ley 

cuyo vicio esencial en el trámite legislativo es el mismo, es lógico que dicho vicio 

invalidante lo padecen todos los artículos arriba señalados.  En consecuencia, los 

artículos 40, 41, 42 y 43 de marras deben sufrir la misma consecuencia, y se 

declaran inconstitucionales.  Finalmente, como atinadamente establece la 

Procuraduría General de la República, la inconstitucionalidad no acarrea la de toda 

la normativa reformada por la Ley No. 9286, sino únicamente de aquellas normas 

que dependían del trámite exigido en el artículo 167 constitucional de conformidad 

con la doctrina jurisprudencial correspondiente a las sentencias 2005-06866 y 

2017-12905. 

Ahora bien, respecto de las consecuencias de la anterior declaratoria, 

dispone esta Sala a la luz del artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional, que le permite dimensionar los efectos de la sentencia declarativa y 

retroactiva a la fecha de vigencia de la norma, todo sin perjuicio de los derechos 

adquiridos de buena fe.  Más aún, habilita al Tribunal Constitucional a graduar y 

dimensionar en el espacio, el tiempo o la materia el efecto retroactivo, y deberá 

dictar las reglas necesarias para evitar que se produzcan graves dislocaciones de la 

seguridad, la justicia o la paz sociales. En este sentido, al declarar la 
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inconstitucionalidad de las normas, con efectos retroactivos, esto se hace con la 

salvedad que no hayan etapas procesales precluidas, o que los procesos hayan sido 

fallados por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, en 

cuyo caso se mantienen incólumes esas resoluciones entre las partes.  En aquellos 

casos con sentencia de primera instancia y que estén pendientes el trámite de sus 

apelaciones, sin su respectivo fallo, lo propio es que al establecer y declarar que 

recupera la vigencia de la normativa procesal anterior, es decir, el artículo 215 del 

Código Procesal Contencioso – Administrativo, y el acuerdo de Corte Plena, por 

sesión ordinaria No. 34 del 5 de octubre de 2009, artículo VIII, en el que crea el 

Tribunal de Casación (o de Apelaciones), conozca de las impugnaciones reguladas 

por los artículos anulados. 

IV.- Nota de la magistrada Sánchez Navarro.  Concurro con lo resuelto en 

este asunto en cuanto al fondo. No obstante, juzgo necesario por razones de 

convicción, dejar constando lo siguiente: Por disposición expresa del ordinal 166 

de la Constitución Política "...la ley señalará la jurisdicción, el número y la 

duración de los tribunales, así como sus atribuciones, los principios a los cuales 

deben ajustar sus actos, y la manera de exigirles responsabilidad." En esta misma 

línea es el contenido de los numerales 7 y 13 del Código Procesal Civil. En este 

sentido el primero dispone: "La potestad de dirimir conflictos de orden jurídico 

corresponde, en el ramo civil, a los órganos jurisdiccionales que determinen la 

Constitución y la ley."  En el caso de la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, es la Constitución Política, en el artículo 49, la que prevé de forma 

expresa la competencia material de la Jurisdicción, y fue el legislador el que, 

primero con la Ley Reguladora, y posteriormente mediante el Código Procesal 

Contencioso Administrativo, el que, a tenor del precepto 166 constitucional antes 

citado, determinó los órganos jurisdiccionales a los que les correspondería dirimir 

los conflictos en esa materia. Así, el artículo 6 de dicho cuerpo normativo 
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establece: "La Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda será 

ejercida por los siguientes órganos: a) Los juzgados de lo Contencioso-

Administrativo y Cvil de Hacienda. b) Los tribunales de lo Contencioso 

Administrativo y Civil de Hacienda. c) El Tribunal de Casación de lo Contencioso- 

Administrativo y Civil de Hacienda. d) La Sala Primera de la Corte Suprema de 

Justicia." Luego, los órganos que conforman la jurisdicción fueron dispuestos por 

el legislador y a cada uno, también por mandato legal, le fueron asignados 

competencias específicas, claramente deslindadas en el Código de cita. Así, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 136, al Tribunal de Casación le corresponde 

"1) ...conocer y resolver del recurso extraordinario de casación interpuesto contra 

alguna de las resoluciones indicadas en el artículo anterior, cuando la conducta 

objeto del proceso emane de alguno de los siguientes entes u órganos: a) Los 

colegios profesionales y cualquier ente de carácter corporativo. b) Los entes 

públicos no estatales. c) Las juntas de educación y cualquiera otra junta a la que 

la ley le atribuya personalidad jurídica. d) Las empresas públicas que asuman 

forma de organización distintas de las de Derecho público. 2) También a este 

Tribunal le corresponde conocer y resolver con independencia del ente  u órgano 

autor de la conducta, los recursos de casación, en los procesos en que se discutan 

las sanciones disciplinarias, multas y condenas en sede administrativa. 3) En igual 

forma, conocerá el recurso de casación interpuesto contra toda ejecución de 

sentencia cuyo conocimiento corresponda a esta jurisdicción, incoada contra 

alguno de los órganos o entes mencionados en el presente artículo y no 

corresponda a la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia." Como puede 

verse, la competencia del Tribunal de Casación, desde el punto de vista subjetivo, 

quedó bastante bien delimitada en el Código, con lo que resulta obvio que el 

legislador, por medio de este Tribunal, pretendió relevar a la Sala Primera del 

conocimiento de ciertos asuntos bien delimitados, y que en todo caso podrían ser 
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revisados por la Sala con ocasión del recurso de casación en interés del 

ordenamiento jurídico, previsto en el artículo 153 de la citada Ley. Lo contrario 

ocurre con el Tribunal de Apelaciones, el cual no se encuentra enunciado dentro de 

la lista de órganos que, a tenor del artículo 6 del Código que rige la materia, 

ejercen la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda, y en el 

resto del cuerpo normativo, no se atribuye competencia jurisdiccional alguna a ese 

órgano. Luego:  la ley no establece su existencia. La suscrita conoce que el 

funcionamiento del mencionado Tribunal de Casación fue dispuesto mediante 

acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión ordinaria N°34 del cinco de octubre del 

dos mil nueve, artículo VIII, para "que ejerza únicamente sus competencias como 

Tribunal de Apelaciones", conservando la Sala Primera el conocimiento de todas 

las casaciones. Lo anterior con fundamento en el artículo 59 inciso 16 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. No obstante, si bien dicho numeral le atribuye a Corte 

Plena la potestad de refundir dos o más despachos judiciales, trasladarlos de sede, 

fijarles competencia territorial o por materia, lo cierto es que la creación del órgano 

jurisdiccional es de resorte exclusivo del legislador, de modo que las potestades 

establecidas en el numeral 59 inciso 16, refiere a la distribución de competencias 

materiales y territoriales, de órganos jurisdiccionales previamente dispuestos por 

ley y cuyas competencias han sido también ya deslindadas por el legislador. De 

este modo, las potestades enunciadas en el artículo 59. 16, atañen más bien a la 

organización de lo que ya previamente la ley ha dispuesto. En este caso, el 

mencionado Acuerdo, dispuso el funcionamiento del Tribunal de Casación para 

que ejerza únicamente como Tribunal de Apelaciones, no obstante lo cierto es que 

en la práctica, hoy tenemos que en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo funcionan, además de los órganos jurisdiccionales dispuestos en los 

incisos a y b y d del artículo 6 del Código Procesal Contencioso Administrativo, el 

Tribunal de Apelaciones, integrado por jueces cinco y el Tribunal de Casación, que 
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O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018292491 ).

JUZGADO NOTARIAL
HACE SABER:

A Rebeca Lizano Brenes, mayor, notaria pública, cédula de 
identidad N° 1-1337-245, y Luis Diego Araya González, cédula de 
identidad N° 1-868-840, de demás calidades ignoradas; que en 
proceso disciplinario notarial N° 17-000071-0627-NO, establecido 
en su contra por Dirección Nacional de Notariado, se han dictado las 
resoluciones que literalmente dicen: Juzgado Notarial. A las diez 
horas y cincuenta y siete minutos del dieciocho de abril de dos mil 
diecisiete. Se tiene por establecido el presente proceso disciplinario 
notarial de Dirección Nacional de Notariado contra María Rebeca 
Lizano Brenes, Luis Diego Araya González y Francia Charpentier 
Jiménez, a quienes se confiere traslado por el plazo de ocho días; 
dentro de ese plazo deben informar respecto de los hechos 
denunciados mediante oficio N° 0009-2017 de fecha 27 de enero del 
año 2017 y ofrecer la prueba de descargo que estimen de su interés. 
Para los efectos del artículo 153 del Código Notarial, se tiene como 
parte a la Dirección Nacional de Notariado, entidad que dentro del 
plazo señalado debe referirse respecto de la presente denuncia y 
aportar la prueba que considere pertinente. Se le previene a las 
partes que dentro del plazo citado, deben indicar medio en el cual 
recibir notificaciones, ya sea: Correo electrónico, fax, casillero o en 
estrados, en el entendido de que, mientras no lo hagan, o si la 

notificación no se pudiere efectuar por el(los) medio(s) señalado(s) 
por la parte, las resoluciones posteriores que se dicten se le tendrán 
automáticamente notificadas con el solo transcurso de veinticuatro 
horas después de dictadas, incluidas las sentencias. De manera 
simultánea como máximo y dentro de los ya citados, podrán 
señalarse dos medios distintos o iguales para recibir notificaciones, 
pero deberá indicarse en forma expresa, cuál de ellos se utilizará 
como principal; en caso de omisión, será esta Autoridad la que 
realizará la elección. Si se señalare correo electrónico, la cuenta de 
correo deberá de estar acreditada por el Departamento de Tecnología 
de la Información del Poder Judicial. En caso de señalar fax, éste 
deberá de estar instalado dentro del territorio nacional. Asimismo, 
se le previene a cada parte, que, si no, escogiere alguno de los 
medios anteriormente detallados u otro medio autorizado para 
atender notificaciones, deberá necesariamente designar en estrados; 
si no lo hiciere se producirán iguales consecuencias a las señaladas 
respecto a la notificación automática. En caso de señalar en estrados, 
se hace saber a la parte, que las listas de los procesos se exhibirán 
para su consulta, en la Oficina Centralizada de Notificaciones del 
Primer Circuito Judicial de San José (tercer piso del Edificio de los 
Tribunales de Justicia de este Circuito Judicial), los días martes y 
jueves de cada semana. Con respecto al medio, se le hace saber a las 
partes lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 65-08, 
celebrada el 2 de setiembre del 2008, artículo LXII, Circular 169-
2008, en el sentido de que, si desean señalar un fax como medio de 
notificación, dicho fax debe ser de uso exclusivo para el envío y 
recepción de documentos, por lo que no pueden utilizarlo también 
como teléfono. “Se exhorta a las partes a que suministren un medio 
de localización lo más ágil y eficiente posible, particularmente 
recomendamos un “celular o un correo electrónico”, siendo mucho 
mejor señalar las dos alternativas a la vez. Esta petición es para 
cubrir nuestras necesidades internas de trámite procesal, buscando 
la agilización del mismo, pero en ningún momento sustituye los 
medios establecidos explícitamente en lo legal para la recepción de 
notificaciones.” Asimismo, por haberlo así dispuesto el Consejo 
Superior, en concordancia con la Política de Género del Poder 
Judicial, Sesión 78-07 celebrada el 18 de octubre 2007, artículo LV, 
se les solicita a las partes de este asunto que resulten ser personas 
físicas que se sirvan suministrar la siguiente información: a) Lugar 
de trabajo. b) Sexo. c) Fecha de nacimiento. d) Profesión u oficio. e) 
Si cuenta con algún tipo de discapacidad. f) Estado civil. g) Número 
de cédula. h) Lugar de residencia. De conformidad con los artículos 
153 del Código Notarial y 19 de la Ley de Notificaciones, 
notifíquesele esta resolución a la parte denunciada, mediante cédula 
y copias de ley; ya sea personalmente o en su casa de habitación o 
domicilio registral. Al respecto, se debe tener en cuenta que, si la 
notificación es en la casa de habitación del denunciado o en su 
domicilio registral, la cédula de notificación y copias podrán ser 
recibidas por cualquier persona que aparente ser mayor de quince 
años o por la propia persona denunciada; pero si la notificación se 
realiza en el lugar de trabajo u oficina, esta debe ser entregada 
únicamente a la persona denunciada. La notificación en el domicilio 
registral de María Rebeca Lizano Brenes ubicada en San José, 
Hatillo, 75 metros este y 75 metros norte del Liceo Edgar Cervantes, 
se comisiona al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de 
Hatillo. La notificación en la oficina notarial de la parte denunciada 
ubicada en San José, Merced, 200 metros este, 75 metros norte de 
Acueductos y Alcantarillados, oficina a mano izquierda, se 
comisiona a la Oficina de Comunicaciones Judiciales y Otras 
Comunicaciones; Primer Circuito Judicial de San Jose. La 
notificación en el domicilio registral de Luis Diego Araya González 
ubicada en San José Barrio Cuba, 100 metros sur y 75 metros oeste 
de la Iglesia, Central, Omar Dengo, se comisiona a la Oficina de 
Comunicaciones Judiciales y Otras Comunicaciones; Primer 
Circuito Judicial de San Jose. La notificación en la oficina notarial 
de la parte denunciada ubicada en San José, calle 13, entre avenidas 
8 y 10, edificio 817, se comisiona a la Oficina de Comunicaciones 
Judiciales y Otras Comunicaciones; Primer Circuito Judicial de San 
Jose. La notificación en el domicilio registral de Francia Charpentier 
Jiménez ubicada en San José, San Francisco de Dos Ríos, del Rest 
Nueva Ciudad 200 metros este y 200 metros sur, Pacífica, se 
comisiona a la Oficina de Comunicaciones Judiciales y Otras 
Comunicaciones; Primer Circuito Judicial de San Jose. La 
notificación en la oficina notarial de la parte denunciada ubicada en 
San José, San Francisco de Dos Ríos, Costado Sur del Parque 
Okayama, cuatro cuadras al este y una cuadra norte, edificio 

se integra de forma alterna por magistrados y magistradas de la Sala Primera, de tal 

suerte que para efectos prácticos, el Acuerdo tuvo como consecuencia, no la 

ordenación de competencias ya dadas por ley a un órgano creado también por esa 

vía, sino la creación de un órgano jurisdiccional distinto de los ya establecidos por 

el legislador, con atribuciones que es público y notorio, exceden los cinco 

supuestos originalmente establecidos por el legislador, como propios de ser 

conocidos mediante el recurso de apelación, y que le han sido conferidas a través 

de fallos emitidos por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Ahora bien, 

a pesar de lo indicado, se suscribe lo resuelto, por cuanto no es el objeto de este 

asunto conocer si el referido Tribunal de Apelaciones fue creado o no conforme a 

derecho, y en todo caso, el Acuerdo que le dio origen no ha sido impugnado y 

continua vigente. Sin embargo, como indiqué al inicio de esta nota, estimo 

necesario dejar constando las manifestaciones que anteceden. 

Por tanto:

 Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la reforma operada a 

los artículos 40, 41, 42 y 43 de la Ley No. 9286 del 11 de noviembre de 2014, 

denominada Reforma Integral de la Ley N° 7495, Ley de Expropiaciones, de 3 de 

mayo de 1995 y sus reformas, resulta inconstitucional por infringir el tramite 

sustancial previsto en el artículo 167 de la Constitución Política. Esta sentencia 

tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, 

sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se dimensionan los efectos de 

esta sentencia, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional, de modo que, se establece y se declara que el artículo 215 del 

Código Procesal Contencioso – Administrativo recupera su vigencia, 

consecuentemente los casos con sentencia de primera instancia y estén pendientes 

del trámite de apelación, deberán continuar tramitándose ante el Tribunal de 

Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; aquellos casos 
Firmado digital de:
VERNOR PERERA LEÓN, SECRETARIO/A SALA CONSTITUCIONAL

EXPEDIENTE N° 17-014216-0007-CO 

Teléfonos: 2549-1500 / 800-SALA-4TA (800-7252-482). Fax: 2295-3712 / 2549-1633. Dirección electrónica: www.poder-
judicial.go.cr/salaconstitucional. Dirección: (Sabana Sur, Calle Morenos, 100 mts.Sur de la iglesia del Perpetuo Socorro). Recepción de asuntos 
de grupos vulnerables: Edificio Corte Suprema de Justicia, San José, Distrito Catedral, Barrio González Lahmann, calles 19 y 21, avenidas 8 y 6

que fueron fallados por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y Civil de 

Hacienda, en materia de procesos de expropiación, mantendrán su curso y sus 

resoluciones incólumes. La magistrada Sánchez Navarro pone nota. Comuníquese 

este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este 

pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el 

Boletín Judicial. Notifíquese./Fernando Castillo Víquez, Presidente a.í./José 

Paulino Hernández G./Marta Esquivel Rodríguez/Ana María Picado 

Brenes/Ronald Salazar Murillo/Ileana Sanchez Navarro/Lucila Monge Pizarro/.-

San José, 24 de octubre del 2018.
 Vernor Perera León

Secretario a.i.
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esquinero, tres niveles, portones blancos, se comisiona a la Oficina 
de Comunicaciones Judiciales y Otras Comunicaciones; Primer 
Circuito Judicial de San Jose. Asimismo, se ordena notificar a la 
Dirección Nacional de Notariado, mediante comisión dirigida a la 
Oficina de Comunicaciones del Segundo Circuito Judicial de San 
José, en: San Pedro Montes de Oca, costado oeste del Mall San 
Pedro, Edificio SIGMA, quinto piso. En el caso de que la notificación 
de esta resolución deba realizarse en un lugar o zona de acceso 
restringido, se ordena permitir el ingreso al funcionario notificador 
a fin de realizar la diligencia encomendada; y en caso de que se 
impida tal ingreso, se tendrá por válida la notificación con la entrega 
de la cédula correspondiente a la persona encargada de regular la 
entrada. (artículos 4, 11, 34, 36, 39, 47, 58 y 59 de la Ley de 
Notificaciones Judiciales vigente N° 8687, publicada en La Gaceta 
N° 20 del jueves 29 de enero del 2009). Obténgase, por medio de 
intranet, las direcciones reportadas por la parte denunciada en la 
Dirección Nacional de Notariado y Registro Civil. Conforme al 
numeral 153, párrafo IV del Código Notarial, remítase mandamiento 
a la Dirección de Servicios Registrales del Registro Nacional, para 
que certifique si la parte denunciada tiene apoderado inscrito en ese 
Registro. En caso de tenerlo, remita copia literal certificada del 
poder en que así conste. De conformidad con el artículo 313 del 
Código Procesal Civil, se hace ver a la parte accionante que en el 
caso de que desee presentar una pretensión resarcitoria contra la 
parte denunciada, tendrá oportunidad para realizar dicha gestión 
hasta antes de que esa parte procesal conteste esta denuncia; y para 
tal efecto, tendrá que cumplir con los requerimientos del numeral 
152 del Código Notarial, en su necesaria relación con el artículo 290 
del Código Procesal Civil. Finalmente, dentro del plazo de ocho 
días, indique el denunciante alguna dirección en la cual esta 
Autoridad pueda notificar al notario denunciado. En caso de no 
conocer ninguna dirección, hacer caso omiso de esta prevención. Lo 
anterior a efecto de facilitar la notificación de la existencia de este 
proceso al accionado. Tome nota la parte denunciada que, de 
conformidad con lo dispuesto por la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia en voto 2010-8722, y por el Tribunal 
Disciplinario Notarial en votos 265-2012 y 70-2015, es obligación 
de los notarios que ejercen como tales el tener actualizados sus datos 
personales en cuanto a las direcciones de oficina y lugar para atender 
notificaciones. Notifíquese. Lic. Francis Porras León, Juez/a 
Tramitador/a. Juzgado Notarial. San José, a las nueve horas treinta y 
dos minutos del cinco de setiembre del dos mil dieciocho. Siendo 
fallidos los intentos por notificarle al Licenciado(a) Rebeca Lizano 
Brenes y Luis Diego Araya González, la resolución dictada a las 
diez horas cincuenta y siete minutos del dieciocho de abril del dos 
mil diecisiete en las direcciones reportadas en la Dirección Nacional 
de Notariado (7, 21, 32, 37, 38, 11, 42, 43, 51) y el último domicilio 
registral reportado en el Registro Civil (ver folio 9, 12, 21, 29, 50, 
57 ), y siendo que no tienen apoderado inscrito ante el Registro de 
Personas Jurídicas (folio 58, 59, 60), de conformidad con lo 
dispuesto por el párrafo IV del artículo 153 del Código Notarial, se 
dispone notificarle al citado profesional esa resolución así como la 
presente, por medio de edicto que se publicará por una sola vez en 
el Boletín Judicial; comuníquese a la Imprenta Nacional. Se le hace 
saber al denunciado(a) que los hechos que se le atribuyen son 
actuación en connotariado en escritura pública N° sesenta y ocho-
quince del tomo de protocolo de la denunciada Francia Charpentier 
Jiménez, la cual presenta diversas inconsistencias. Conforme lo 
dispone el citado numeral, comuníquese esta resolución a la Jefatura 
de Defensores Publicos, con el fin de que se le nombre un defensor 
público al denunciado(a) Rebeca Lizano Brenes, cédula de identidad 
1-1337-0245 y Luis Diego Araya González, cédula de identidad 
1-868-840. Notifíquese.

San José, 05 de setiembre del 2018.
 Lic. Francis Porras León
 Juez Decisor

1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 
( IN2018294369 ).

A: Manuel Hernández Pandolfi, mayor, notario público, cédula 
de identidad número 1-769-031, de demás calidades ignoradas; Que 
en proceso disciplinario notarial número 18-000021-0627-NO-
627-NO establecido en su contra por Luis Cerdas González, se han 
dictado las resoluciones que literalmente dicen: Juzgado Notarial. A 
las trece horas y cincuenta y nueve minutos del dieciséis de febrero 

de dos mil dieciocho. Se tiene por establecido el presente proceso 
disciplinario notarial de Luis Cerdas González contra Manuel 
Vicente Hernández Pandolfi, a quien se confiere traslado por el 
plazo de ocho días; dentro de ese plazo debe informar respecto 
de los hechos denunciados y ofrecer la prueba de descargo que 
estime de su interés. Para los efectos del artículo 153 del Código 
Notarial, se tiene como parte a la Dirección Nacional de Notariado, 
entidad que dentro del plazo señalado debe referirse respecto de la 
presente denuncia y aportar la prueba que considere pertinente. Se 
le previene a las partes que dentro del plazo citado, deben indicar 
medio en el cual recibir notificaciones, ya sea: Correo electrónico, 
fax, casillero o en estrados, en el entendido de que, mientras no 
lo hagan, o si la notificación no se pudiere efectuar por el(los) 
medio(s) señalado(s) por la parte, las resoluciones posteriores que 
se dicten se le tendrán automáticamente notificadas con el solo 
transcurso de veinticuatro horas después de dictadas, incluidas las 
sentencias. De manera simultánea como máximo y dentro de los ya 
citados, podrán señalarse dos medios distintos o iguales para recibir 
notificaciones, pero deberá indicarse en forma expresa, cuál de ellos 
se utilizará como principal; en caso de omisión, será esta Autoridad 
la que realizará la elección. Si se señalare correo electrónico, la 
cuenta de correo deberá de estar acreditada por el Departamento de 
Tecnología de la Información del Poder Judicial. En caso de señalar 
fax, éste deberá de estar instalado dentro del territorio nacional. 
Asimismo se le previene a cada parte, que si no escogiere alguno 
de los medios anteriormente detallados u otro medio autorizado 
para atender notificaciones, deberá necesariamente designar en 
estrados; si no lo hiciere se producirán iguales consecuencias 
a las señaladas respecto a la notificación automática. En caso de 
señalar en estrados, se hace saber a la parte, que las listas de los 
procesos se exhibirán para su consulta, en la Oficina Centralizada 
de Notificaciones del Primer Circuito Judicial de San José (tercer 
piso del Edificio de los Tribunales de Justicia de este Circuito 
Judicial), los días martes y jueves de cada semana. Con respecto 
al medio, se le hace saber a las partes lo dispuesto por el Consejo 
Superior, en sesión N° 65-08, celebrada el 2 de setiembre del 2008, 
artículo LXII, Circular 169-2008, en el sentido de que, si desean 
señalar un fax como medio de notificación, dicho fax debe ser de 
uso exclusivo para el envío y recepción de documentos, por lo que 
no pueden utilizarlo también como teléfono. “Se exhorta a las partes 
a que suministren un medio de localización lo más ágil y eficiente 
posible, particularmente recomendamos un “celular o un correo 
electrónico”, siendo mucho mejor señalar las dos alternativas a la 
vez. Esta petición es para cubrir nuestras necesidades internas de 
trámite procesal, buscando la agilización del mismo, pero en ningún 
momento sustituye los medios establecidos explícitamente en lo 
legal para la recepción de notificaciones.” Asimismo, por haberlo 
así dispuesto el Consejo Superior, en concordancia con la Política de 
Género del Poder Judicial, Sesión 78-07 celebrada el 18 de octubre 
2007, artículo LV, se le solicita a las partes de este asunto que 
resulten ser personas físicas que se sirvan suministrar la siguiente 
información: a) Lugar de trabajo, b) Sexo, c) Fecha de nacimiento, 
d) Profesión u oficio, e) Si cuenta con algún tipo de discapacidad, 
f) Estado civil, g) Número de cédula, h) Lugar de residencia. De 
conformidad con los artículos 153 del Código Notarial y 19 de 
la Ley de Notificaciones, notifíquesele esta resolución a la parte 
denunciada, mediante cédula y copias de ley; ya sea personalmente 
o en su casa de habitación o domicilio registral. Al respecto, se debe 
tener en cuenta que si la notificación es en la casa de habitación del 
denunciado o en su domicilio registral, la cédula de notificación y 
copias podrán ser recibidas por cualquier persona que aparente ser 
mayor de quince años o por la propia persona denunciada; pero si 
la notificación se realiza en el lugar de trabajo u oficina, esta debe 
ser entregada únicamente a la persona denunciada. La notificación 
en la casa de habitación de la parte denunciada ubicada en Barrio 
Quesada Durán, del Salón Comunal 75 metros sur y 75 oeste, o 
bien en el domicilio registral de la parte denunciada ubicada en 
Barrio Córdoba, Autos Bohio 100 metros sur y 300 este, o bien en 
la oficina notarial de la parte denunciada ubicada en Zapote, Barrio 
Moreno Cañas, 100 metros oeste de Repuestos Ospa, para lo cual 
se comisiona a la Oficina de Comunicaciones Judiciales del Primer 
Circuito Judicial de San José. Asimismo, se ordena notificar a la 
Dirección Nacional de Notariado, mediante comisión dirigida a 
la Oficina de Comunicaciones del Segundo Circuito Judicial de 
San José, en: San Pedro Montes de Oca, costado oeste del Mall 
San Pedro, Edificio SIGMA, quinto piso. En el caso de que la 
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notificación de esta resolución deba realizarse en un lugar o zona 
de acceso restringido, se ordena permitir el ingreso al funcionario 
notificador a fin de realizar la diligencia encomendada; y en caso 
de que se impida tal ingreso, se tendrá por válida la notificación 
con la entrega de la cédula correspondiente a la persona encargada 
de regular la entrada. (artículos 4, 11, 34, 36, 39, 47, 58 y 59 de 
la Ley de Notificaciones Judiciales vigente N° 8687, publicada 
en La Gaceta N° 20 del jueves 29 de enero del 2009). Obténgase, 
por medio de intranet, las direcciones reportadas por la parte 
denunciada en la Dirección Nacional de Notariado y Registro Civil. 
De conformidad con el artículo 313 del Código Procesal Civil, se 
hace ver a la parte accionante que en el caso de que desee presentar 
una pretensión resarcitoria contra la parte denunciada, tendrá 
oportunidad para realizar dicha gestión hasta antes de que esa parte 
procesal conteste esta denuncia; y para tal efecto, tendrá que cumplir 
con los requerimientos del numeral 152 del Código Notarial, en su 
necesaria relación con el artículo 290 del Código Procesal Civil. 
Notifíquese. Lic. Francis Porras León, Juez Tramitador. Juzgado 
Notarial. San José a las ocho horas cincuenta y ocho minutos 
del cinco de setiembre del dos mil dieciocho. Siendo fallidos los 
intentos por notificarle al Licenciado Manuel Hernández Pandolfi, 
la resolución dictada a las trece horas cincuenta y nueve minutos 
del dieciséis de febrero del dos mil dieciocho en las direcciones 
reportadas en la Dirección Nacional de Notariado (folio 8, 11, 25), y 
el último domicilio registral reportado en el Registro Civil (ver folio 
7, 11, 20), y siendo que no tiene apoderado inscrito ante el Registro 
de Personas Jurídicas (folio 26), de conformidad con lo dispuesto 
por el párrafo IV del artículo 153 del Código Notarial, se dispone 
notificarle al citado profesional esa resolución así como la presente, 
por medio de edicto que se publicará por una sola vez en el Boletín 
Judicial; comuníquese a la Imprenta Nacional. Se le hace saber al 
denunciado que los hechos que se le atribuyen son presunta falta de 
inscripción de la finca 1-00121476. Conforme lo dispone el citado 
numeral, comuníquese ésta resolución a la Jefatura de Defensores 
Públicos, con el fin de que se le nombre un defensor público al 
denunciado Manuel Hernández Pandolfi, cédula de identidad N° 
1-769-031. Notifíquese. Lic. Francis Porras León, Juez Tramitador.

San José, 05 de setiembre del 2018.
 Lic. Francis Porras León,
 Juez Decisor
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018294370 ).

A: Dagoberto Morales López, mayor, notario público, cédula 
de identidad número 6-223-793, de demás calidades ignoradas; 
Que en proceso disciplinario notarial número 18-000140-627-NO 
establecido en su contra por Dirección Nacional de Notariado, 
se han dictado las resoluciones que literalmente dicen: Juzgado 
Notarial. A las quince horas y treinta y seis minutos del veinte de 
marzo de dos mil dieciocho. Se tiene por establecido el presente 
proceso disciplinario notarial de Dirección Nacional de Notariado 
contra Dagoberto Morales López, a quien se confiere traslado por el 
plazo de ocho días; dentro de ese plazo debe informar respecto de 
los hechos denunciados mediante oficio número 013-2018 de fecha 
16 de febrero del año 2018 y ofrecer la prueba de descargo que 
estime de su interés. Asimismo, se le previene que dentro del plazo 
citado, debe indicar medio en el cual recibir notificaciones, ya sea: 
Correo electrónico, fax, casillero o en estrados, en el entendido de 
que, mientras no lo haga, o si la notificación no se pudiere efectuar 
por los medios señalados por la parte, las resoluciones posteriores 
que se dicten se le tendrán automáticamente notificadas con el solo 
transcurso de veinticuatro horas después de dictadas, incluidas las 
sentencias. De manera simultánea como máximo y dentro de los ya 
citados, podrán señalarse dos medios distintos o iguales para recibir 
notificaciones, pero deberá indicarse en forma expresa, cuál de ellos 
se utilizará como principal; en caso de omisión, será esta Autoridad 
la que realizará la elección. Si se señalare correo electrónico, la 
cuenta de correo deberá de estar acreditada por el Departamento 
de Tecnología de la Información del Poder Judicial. En caso de 
señalar fax, éste deberá de estar instalado dentro del territorio 
nacional. Asimismo, se le previene que si no escogiere alguno de 
los medios anteriormente detallados u otro medio autorizado para 
atender notificaciones, deberá necesariamente designar en estrados; 
si no lo hiciere se producirán iguales consecuencias a las señaladas 
respecto a la notificación automática. En caso de señalar en estrados, 
se hace saber a la parte, que las listas de los procesos se exhibirán 

para su consulta, en la Oficina Centralizada de Notificaciones del 
Primer Circuito Judicial de San José (tercer piso del Edificio de los 
Tribunales de Justicia de este Circuito Judicial), los días martes y 
jueves de cada semana. Con respecto al medio, se le hace saber a 
las partes lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 65-08, 
celebrada el 2 de setiembre del 2008, artículo LXII, Circular 169-
2008, en el sentido de que, si desean señalar un fax como medio de 
notificación, dicho fax debe ser de uso exclusivo para el envío y 
recepción de documentos, por lo que no pueden utilizarlo también 
como teléfono. “Se exhorta a las partes a que suministren un medio 
de localización lo más ágil y eficiente posible, particularmente 
recomendamos un “celular o un correo electrónico”, siendo mucho 
mejor señalar las dos alternativas a la vez. Esta petición es para 
cubrir nuestras necesidades internas de trámite procesal, buscando 
la agilización del mismo, pero en ningún momento sustituye los 
medios establecidos explícitamente en lo legal para la recepción 
de notificaciones.” Asimismo, por haberlo así dispuesto el Consejo 
Superior, en concordancia con la Política de Género del Poder 
Judicial, Sesión 78-07 celebrada el 18 de octubre 2007, artículo LV, 
se le solicita a las partes de este asunto que resulten ser personas 
físicas que se sirvan suministrar la siguiente información: a) Lugar 
de trabajo, b) Sexo, c) Fecha de nacimiento, d) Profesión u oficio, 
e) Si cuenta con algún tipo de discapacidad, f) Estado civil, g) 
Número de cédula, h) Lugar de residencia. De conformidad con los 
artículos 153 del Código Notarial y 19 de la Ley de Notificaciones, 
notifíquesele esta resolución a la parte denunciada, mediante cédula 
y copias de ley; ya sea personalmente o en su casa de habitación 
o domicilio registral. Al respecto, se debe tener en cuenta que, si 
la notificación es en la casa de habitación del denunciado o en su 
domicilio registral, la cédula de notificación y copias podrán ser 
recibidas por cualquier persona que aparente ser mayor de quince 
años o por la propia persona denunciada; pero si la notificación 
se realiza en el lugar de trabajo u oficina, esta debe ser entregada 
únicamente a la persona denunciada. La notificación en la casa de 
habitación de la parte denunciada ubicada en Escazú, Guachipelín, 
del Centro Comercial Paco 850 metros este, Oficentro, segundo piso 
Nº 9, o bien en el domicilio registral de la parte denunciada ubicada 
en Pavas, 100 oeste y 75 sur de Canal 23, para lo cual se comisiona 
a la Oficina de Comunicaciones Judiciales del Primer Circuito 
Judicial de San José. La notificación en la oficina notarial de la parte 
denunciada ubicada en Guadalupe, San Francisco, frente a la Escuela 
Claudio Cortés, edificio color terracota portones negros, para lo cual 
se comisiona a la Oficina de Comunicaciones Judiciales del Segundo 
Circuito Judicial de San José (Goicoechea). En el caso de que la 
notificación de esta resolución deba realizarse en un lugar o zona 
de acceso restringido, se ordena permitir el ingreso al funcionario 
notificador, a fin de realizar la diligencia encomendada; y en caso 
de que se impida tal ingreso, se tendrá por válida la notificación 
con la entrega de la cédula correspondiente a la persona encargada 
de regular la entrada. (artículos 4, 11, 34, 36, 39, 47, 58 y 59 de la 
Ley de Notificaciones Judiciales vigente N°8687, publicada en La 
Gaceta N° 20 del jueves 29 de enero del 2009). Notifíquese. Lic. 
Francis Porras León, Juez Tramitador. Juzgado Notarial. San José a 
las once horas dieciocho minutos del cuatro de setiembre del dos mil 
dieciocho. Siendo fallidos los intentos por notificarle al Licenciado 
Dagoberto Morales López, la resolución dictada a las quince horas 
treinta y seis minutos del veinte de marzo del dos mil dieciocho en 
las direcciones reportadas en la Dirección Nacional de Notariado 
(folio 2, 6, 7, 12, 17), y el último domicilio registral reportado en el 
Registro Civil (ver folio 4, 7, 13), y siendo que no tiene apoderado 
inscrito ante el Registro de Personas Jurídicas (folio 18,19), de 
conformidad con lo dispuesto por el párrafo IV del artículo 153 
del Código Notarial, se dispone notificarle al citado profesional esa 
resolución así como la presente, por medio de edicto que se publicará 
por una sola vez en el Boletín Judicial; comuníquese a la Imprenta 
Nacional. Se le hace saber al denunciado que los hechos que se le 
atribuyen son presunta falta cometida en los deberes funcionales 
del ejercicio del notariado. Conforme lo dispone el citado numeral, 
comuníquese esta resolución a la Jefatura de Defensores Públicos, 
con el fin de que se le nombre un defensor público al denunciado 
Dagoberto Morales López, cédula de identidad. Notifíquese. Lic. 
Francis Porras León, Juez Tramitador.

San José, 04 de setiembre del 2018.
 Lic. Francis Porras León,
 Juez
1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.— 

( IN2018294371 ).
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Que en el proceso disciplinario notarial N° 16-000410-0627-
NO, de Efrén Alvis Jiménez Godínez contra Enrique Araya Vargas 
(cédula de identidad 1-411-777), este Juzgado mediante resolución 
de las trece horas veinte minutos del veinte de setiembre del dos 
mil dieciocho, dispuso limitar al citado notario la sanción impuesta 
a partir del quince de setiembre del dos mil dieciocho, dado que 
la fecha en que acreditó ante este Despacho el cumplimiento de 
lo ordenado en la sentencia Nº 80-2018 de las catorce horas tres 
minutos del veintitrés de febrero del dos mil dieciocho fue el catorce 
de setiembre del dos mil dieciocho. 

San José, 20 de setiembre del 2018
 Lic. Francis Porras León
 Juez Decisor 

1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2018294372 ).

TRIBUNALES DE TRABAJO

Causahabientes
Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de: 

Hilda González Quirós, quien fue mayor, casada, de nacionalidad 
costarricense, portó la cédula Nº 1-0252-0462 y falleció el día 10 de 
octubre del 2013, se consideren con derecho, para que, dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consignación de prestaciones bajo el número 15-000922-1102-LA, 
a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 85 del Código de Trabajo. Expediente Nº 15-000922-
1102-LA. Promovido por Gilda Gabriela Murillo González a favor 
de sus causahabientes.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito 
Judicial de San José, Sección Segunda, 16 de noviembre del 
2018.—Licda. Jessica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297086 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de: 
Ana Patricia de la Trinidad Rojas Hernández, fallecido el tres de 
enero del dos mil dieciséis, se consideren con derecho, para que, 
dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a 
la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en 
las diligencias devolución de ahorro obligatorio, bajo el número 16-
300014-0310-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 del Código de Trabajo. Expediente Nº 
16-300014-0310-LA. Promovido por Olga Martha Rojas Hernández, 
cédula de identidad Nº 0204360783, a favor de Olga Martha Rojas 
Hernández, cédula de identidad Nº 0204360783, y Marcos Vinicio 
Rojas Hernández, cédula de identidad Nº 0204240509.—Juzgado 
Civil y Trabajo de Grecia (Materia Laboral), 01 de noviembre del 
2018.—M.Sc. Emi Lorena Guevara Guevara, Jueza.—1 vez.—O.C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297087 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de: 
Nelson Enrique Rosales Pulido, quien falleció el 23 de febrero del 
2017, se consideren con derecho, para que, dentro del improrrogable 
lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, 
se apersonen ante este Despacho en las diligencias devolución 
Fondo Capitalización Laboral, bajo el número 17-000018-1574-
LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 85 del Código de Trabajo. Expediente Nº 17-000018-
1574-LA.—Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de 
Abangares (Materia Laboral), 21 de setiembre del 2017.—Licda. 
Mayra Yesenia Porras Solís, Jueza.—1 vez.—O.C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297088 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de quien 
falleció el 28 de marzo del año 2017, se consideren con derecho, para 
que, dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores 
a la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en 
las diligencias devolución de ahorro obligatorio, bajo el Número 17-
000108-0945-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 del Código de Trabajo. Expediente N° 
17-000108-0945-LA. A favor de Nancy Raquel Li Centeno.—Juzgado 
Civil y Trabajo del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, 

Liberia (Materia Laboral), 19 de setiembre del 2017.—Licda. 
Wendy Martínez Garbanzo, Jueza.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297089 ).

Se cita y emplaza a los que, en carácter de causahabientes 
de Carlos Ernesto Ocampo Chaves, cédula de identidad número 
0204820486, fallecido el 06 de enero del año 2018, se consideren 
con derecho, para que, dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen ante 
este Despacho en las diligencias de Consig. Prest. Sector Privado 
bajo el número 18-000309-0166-LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Expediente N° 18-000309-0166-LA.—Juzgado de 
Trabajo Segundo Circuito Judicial San José, 16 de noviembre del 
2018.—M.Sc. Alexander Contreras Barrantes, Juez.—1 vez.—O.C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297090 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Guillermo Mauricio García Vásquez, mayor, casado, supervisor de 
ventas, sin discapacidad alguna, documento de identidad número 
5-0315-0708, nacido el 06/05/1980, vecino de Guanacaste, Liberia, 
barrio La Victoria, fallecido el 24 de agosto del 2018, se consideren 
con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen ante 
este Despacho en las diligencias de Consig. Prest. Sector Privado 
bajo el número 18-000442- 0942-LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Expediente N° 18-000442-0942-LA. Por a favor de.—
Juzgado Civil y Trabajo Primer Circuito Judicial Guanacaste, 
Liberia (Materia Laboral), 26 de octubre del 2018.—Licda. 
Valeria Lucía Torres Morales, Jueza.—1 vez.—O.C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297091 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de Michael Alexander Sequeira Valle, cédula de identidad número 
0504230523, fallecido el 02 de octubre del año 2018, se consideren 
con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen ante 
este Despacho en las diligencias de consig. prest. sector privado 
bajo el Número 18-000474-0942-LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Expediente N° 18-000474-0942-LA. Por Yamileth 
del Rosario Valles Flores a favor de Michael Alexander Sequeira 
Valle.—Juzgado Civil y Trabajo Primer Circuito Judicial 
Guanacaste (Liberia) (Materia Laboral), 15 de noviembre del 
2018.—Lic. José Andrés Ureña Chaves, Juez.—1 vez.—O. C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297092 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Carlos Joaquín Oviedo Rojas, quien fue mayor, casado, vecino de 
Grecia, San Roque, fallecido el once de junio del dos mil dieciocho, 
se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se 
apersonen ante este Despacho en las diligencias de consig. pago 
sector privado bajo el Número 18-000512-1113-LA, a hacer valer sus 
derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 
del Código de Trabajo. Expediente N° 18-000512-1113-LA. Por Vilma 
María Vásquez Paniagua a favor de Vilma María Vásquez Paniagua.—
Juzgado Civil y Trabajo de Grecia (Materia Laboral), 01 de octubre 
del 2018.—Msc. Emi Lorena Guevara Guevara, Jueza.—1 vez.—O. 
C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297093 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de Gilberto Garita Rojas, fallecido el dos de octubre del dos 
mil dieciocho, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias 
de consig. prest. sector privado bajo el Número 18-000559-1113-
LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente N° 18-
000559-1113-LA. Promovidas por Vilma María Alfaro Benavides a 
favor de Vilma María Alfaro Benavides.—Juzgado Civil y Trabajo 
de Grecia (Materia Laboral), 08 de noviembre del 2018.—Msc. 
Karla Artavia Nájera, Jueza.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297094 ).
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Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Daniele Maria Faberi Schneider Graziosi, cédula de identidad N° 
1-0978-0099, fallecido el 18 de mayo del año 2018, se consideren 
con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen 
ante este Despacho en las diligencias de consig. prest. sector 
privado bajo el Número 18-001248-0639-LA, a hacer valer sus 
derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 85 
y 550 del Código de Trabajo. Expediente N° 18-001248-0639-
LA. Promueve: Asociación Cultural Dante Alighieri. Causante: 
Daniele María Faberi Schneider Graziosi.—Juzgado de Trabajo 
del Primer Circuito Judicial de Alajuela, 17 de agosto del 
2018.—Lic. Mario José Rojas Soro, Juez.—1 vez.—O. C. Nº 364-
12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297095 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de: Alberto Salazar Cascante, cédula Nº 0114300593, fallecido 
el 14 de octubre del 2018, se consideren con derecho, para que, 
dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores 
a la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho 
en las diligencias de consig. prest. sector privado bajo el número 
18-001963-0505-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. 
Expediente Nº 18-001963-0505-LA. Por a favor de: Alberto Salazar 
Cascante.—Juzgado de Trabajo de Heredia, 12 de noviembre 
del 2018.—Msc. Juan Pablo Carpio Álvarez, Juez.—1 vez.—O. C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297096 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de: Mario Robles Jiménez, cédula Nº 0104530312, fallecido el 13 
de agosto del 2018, se consideren con derecho, para que, dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consig. prest. sector privado bajo el número 18-002018-0505-LA, a 
hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por el 
artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente Nº 18-002018-
0505-LA. Por Marisol del Socorro Quesada Arrieta a favor de Mario 
Robles Jiménez.—Juzgado de Trabajo de Heredia, 15 de noviembre 
del 2018.—Lic. Juan Pablo Carpio Álvarez, Juez.—1 vez.—O. C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297097 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de: 
Gonzalo de Jesús Mora Corrales, cédula Nº 0106970350, fallecido 
el 22 de diciembre del 2017, se consideren con derecho, para que, 
dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a 
la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en 
las diligencias de consig. pago sector privado bajo el número 18-
002092-0639-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente 
Nº 18-002092-0639-LA. Promovente: Margarita Cambronero Conejo. 
Causante: Marco Alonso Morera Arroyo.—Juzgado Trabajo del 
Primer Circuito Judicial de Alajuela, 24 de octubre del 2018.—
Licda. Digna María Rojas Rojas, Jueza.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297098 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de Miguel Ángel González Arias, 0203150270, fallecido el 18 
de noviembre del año 2005, se consideren con derecho, para que 
dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores 
a la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho 
en las diligencias de consig. prest. sector privado bajo el número 
18-002184-0639-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. 
Expediente N° 18-002184-0639-LA. Promovente: Gladys Mireya 
López Sánchez Causante: Miguel Ángel González Arias.—Juzgado 
Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela, 02 de noviembre 
del 2018.—Lic. Ignacio Saborío Crespo, Juez.—1 vez.—O. C. N° 
364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018297099 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de: 
Liliam Álvarez Hurtado, cédula de residencia Nº D1155808038532 
fallecido el 18 de agosto del 2017, se consideren con derecho, para 
que, dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores 
a la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en 
las diligencias de consig. prest. sector privado bajo el número 18-
002600-0173-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente 

Nº 18-002600-0173-LA.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito 
Judicial de San José, Sección Segunda, 14 de noviembre del 
2018.—Licda. Jessica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O. C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297100 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de José 
Joaquín Hernández Madrigal, quien falleció el 28 de julio del año 2018, 
se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de 
ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen 
ante este Despacho en las diligencias de consig. pago sector privado 
bajo el Número 18-002615-0173- LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín Judicial. Expediente N° 
18-002615-0173-LA.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito 
Judicial de San José, Sección Segunda 14 de noviembre del 2018.—
Licda. Jessica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018297101 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Verni Jiménez Murillo 0201730591, fallecido el 23 de setiembre 
del año 2018, se consideren con derecho, para que, dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias 
de consig. prest. sector privado bajo el Número 18-003277-1178-
LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente N° 18-
003277-1178-LA. Por a favor de Verni Jimenez Murillo.—Juzgado 
de Trabajo Primer Circuito Judicial San José, 30 de octubre del 
2018.—M.Sc. Marianella Barquero Umaña, Jueza.—1 vez.—O. C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297102 ).

Se cita y emplaza a los que, en carácter de causahabientes de 
Sol María Vidaurre Rosales, fallecida el 16 de noviembre del año 
2018, mayor, casada una vez, pensionada, portadora de la cédula de 
identidad N° 5-0111-0224, vecina de la fila de Guayabo de Mora de la 
iglesia 300 metros al oeste y 50 metros sur, casa color papaya. Se les 
hace saber que: Rafael Adolfo Corrales Salazar, cédula de identidad N° 
1-0398-0090, domicilio la Fila de Guayabo de Mora de la Iglesia 300 
metros al oeste y 50 metros sur, casa color papaya, se apersonó en este 
Despacho en calidad de cónyuge del fallecido, a fin de promover las 
presentes diligencias de Consignación de Prestaciones, se consideren 
con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen ante 
este Despacho en las diligencias de consig. prest. sector público 
bajo el Número 18-000164-1529-LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Expediente N° 18-000164-1529-LA.—Juzgado Civil, 
Trabajo y Familia Puriscal (Materia Laboral), 16 de noviembre 
del 2018.—Licda. Charlyn Miranda Arias, Jueza.—1 vez.—O. C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297103 ).

A los causahabientes de quién en vida se llamó Minor Andrés 
Montenegro Artavia, quien fue mayor, casado, domicilio Eslabon de 
la Suiza de Turrialba , cédula de identidad número 0304320973, se 
les hace saber que: María Jose Abarca Alvarado, cédula de identidad 
o documento de identidad número 0304740895, domicilio Eslabón 
de la Suiza de Turrialba, se apersonó en este Despacho en calidad 
de cónyuge de la persona fallecida, a fin de promover las presentes 
diligencias de Consignación de Prestaciones. Por ello, se les cita 
y emplaza por medio de edicto que se publicará por una sola vez 
en el Boletín Judicial, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto se 
apersonen en este Despacho, en las diligencias aquí establecidas, a 
hacer valer sus derechos de conformidad con lo establecido por el 
artículo 85 del Código de Trabajo. Expediente N° 18-000453-1001-
LA. Consignación de prestaciones del trabajador fallecido Minor 
Andres Montenegro Artavia.—Juzgado Civil, Trabajo y Agrario 
de Turrialba (Materia Laboral), 13 de noviembre del 2018.—Lic. 
Randall Gómez Chacón, Juez.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018297104 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Adán Mora Garbanzo, 0103850302, fallecido el 20 de agosto del año 
2018, se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable 
lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este 
edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de consig. 
prest. sector público bajo el Número 18-000116-1418- LA, a hacer 
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valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 
85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín 
Judicial. Expediente N° 18-000116-1418-LA.—Juzgado Civil, 
Trabajo y Familia de Osa (Materia Laboral) 14 de noviembre 
del 2018.—Licda. Ivannia Medina Ramírez, Jueza.—1 vez.—O.C 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018297785 ).

A los causahabientes de quién en vida se llamó Luz Mery 
Mejias Cubero, quien fue quien fue mayor, costarricense, cocinera, 
vecina de Quepos, Barrio San Martin segunda entrada casa al 
fondo de dos plantas color verde, cédula de identidad 5-254- 227, 
se les hace saber que: Maricela Rojas Mejías, mayor, divorciada, 
estudiante, vecina de Quepos,250 metros hacia el noroeste del 
aeropuerto, casa color blanca, portadora de la cédula de identidad 
número 2-0682-0318, de 27 años,, se apersonó en este Despacho 
en calidad de causahabiente del fallecido, a fin de promover las 
presentes diligencias de Consignación de Prestaciones. Por ello, se 
les cita y emplaza por medio de edicto que se publicará por una sola 
vez en el Boletín Judicial, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto se 
apersonen en este Despacho, en las diligencias aquí establecidas, a 
hacer valer sus derechos de conformidad con lo establecido por el 
artículo 85 del Código de Trabajo. Publíquese por una sola vez en 
el Boletín Judicial libre de derechos. Consignación de prestaciones 
del trabajador fallecido Luz Mery Mejías Cubero, quien, expediente 
número 18-000248-1590-LA.—Juzgado Civil y de Trabajo de 
Quepos (Materia Laboral) Quepos, 03 de setiembre del 2018.—
Julio David Rebelo Orellana, Juez Decisor.—1 vez.—O.C N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018297787 ).

Se cita y emplaza a los que, en carácter de causahabientes de 
Jorge Enrique Montoya Montero, 0304460738, fallecido el 01 de 
abril del año 2018, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consig. prest. sector privado bajo el Número 18-000460- 1001-LA, 
a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en 
el Boletín Judicial. Expediente N° 18-000460-1001-LA. Por a favor 
de Jorge Enrique Montoya Montero.—Juzgado Civil, Trabajo y 
Agrario de Turrialba (Materia Laboral) 20 de noviembre del 
2018.—Lic. Randall Gómez Chacón, Juez.—1 vez.—O.C N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018297788 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Miguel Leonicio Marín Solano, 0601870959, fallecido el 08 de 
agosto del año 2011, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consig. prest. sector privado bajo el Número 18-000866- 0643-LA, 
a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en 
el Boletín Judicial. Expediente N° 18-000866-0643-LA. Por Banco 
de Costa Rica a favor de Miguel Leonicio Marín Solano.—Juzgado 
de Trabajo de Puntarenas, 19 de julio del 2018.—Licda. María 
del Milagro Montero Barrantes, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298173 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Luis Alfredo Herrera Rodríguez, 0110670662, fallecido el 17 de 
junio del año 2017, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consig. prest. sector público bajo el número 18-001819-0639-LA, a 
hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por el 
artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Expediente N° 18-001819-
0639-LA. Promovente: Mónica Murillo Víquez.—Juzgado de 
Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela, 13 de setiembre 
del 2018.—Licda. Maureen Robinson Rosales, Jueza.—1 vez.—O. 
C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298174 ).

A los causahabientes de quién en vida se llamó: Ernesto 
Leonardo Gómez Ortiz, quien fue mayor, portó número de seguro 
social 1710100151, se les cita y emplaza por medio de edicto que se 
publicará por una sola vez en el Boletín Judicial, para que, dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto se apersonen en este Despacho, en las diligencias 

aquí establecidas, a hacer valer sus derechos de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 del Código de Trabajo. Publíquese por 
una sola vez en el Boletín Judicial libre de derechos. Consignación de 
F.C.L. Nº 16-001388-0166-LA.—Juzgado de Trabajo del Primer 
Circuito Judicial de San José, Sección Segunda, 06 de noviembre 
del 2018.—Lic. Francisco Quesada Quesada, Juez.—1 vez.—O. C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018298175 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Peter Alonso Vásquez Montero, fallecido el 04 de diciembre del año 
2017, se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable 
lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, 
se apersonen ante este Despacho en las diligencias de consig. prest. 
sector público bajo el número 17-001301-0643-LA, a hacer valer 
sus derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 85 
y 550 del Código de Trabajo. Expediente N° 17-001301-0643-LA. 
Por Caja Costarricense de Seguro Social a favor de Julieta Zeledón 
Donzo.—Juzgado de Trabajo de Puntarenas, 14 de mayo del 
2018.— Lic. Héctor Álvarez Jiménez, Juez.—1 vez.—O. C. N° 
364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298176 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Timoteo Antonio Obando Ugarte, 0502460148, fallecido(a) el 10 
de setiembre del año 2017, se consideren con derecho, para que 
dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a 
la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en 
las diligencias de consig. prest. sector privado bajo el Número 18-
000148-1584-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. publíquese 
una vez en el Boletín Judicial. Expediente N° 18-000148-1584-LA. 
Por Operadora de Pensiones del Banco de Costa Rica a favor de 
Timoteo Antonio Obando Ugarte.—Juzgado Contravencional de 
Carrillo (Materia Laboral), 7 de noviembre del 2018.—Licda. 
Amadita Barrantes Delgado, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298179 ).

A los causahabientes de quién en vida se llamó Elidio Alpízar 
Salazar, quien fue mayor, casado una vez, pensionado, domicilio San 
Rafael de Puriscal, Bella Vista, cédula de identidad número 1-404-212, 
se les hace saber que: Flor María Marín Marín, cédula de identidad 
o documento de identidad número 104900931., domicilio San Rafael 
de Puriscal, Bella Vista, se apersonó en este Despacho en calidad 
de cónyuge supérstite del fallecido, a fin de promover las presentes 
diligencias de Consignación de Prestaciones. Por ello, se les cita 
y emplaza por medio de edicto que se publicará por una sola vez en 
el Boletín Judicial, para que dentro del improrrogable lapso de ocho 
días hábiles posteriores a la publicación de este edicto se apersonen 
en este Despacho, en las diligencias aquí establecidas, a hacer valer 
sus derechos de conformidad con lo establecido por el artículo 85 del 
Código de Trabajo. Publíquese por una sola vez en el Boletín Judicial 
libre de derechos. Consignación de prestaciones del trabajador fallecido 
Eladio Alpízar Salazar. Expediente N° 18-000168- 1529-LA.—
Juzgado Civil, Trabajo y Familia Puriscal (Materia Laboral), 21 de 
noviembre del 2018.—Licda. Charlyn Miranda Arias, Jueza.—1 vez.—
O.C N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298180 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Javier Leal Juárez 0503760620, fallecido el 25 de marzo del año 
2018, se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable 
lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, 
se apersonen ante este Despacho en las diligencias de Consig. Prest. 
Sector Privado bajo el Número 18-000168-1584-LA, a hacer valer sus 
derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 
del Código de Trabajo. Publíquese Una Vez En El Boletín Judicial. 
Expediente N° 18-000168-1584-LA. Por Operadora de Pensiones Caja 
Costarricense De Seguro Social a favor de Javier Leal Juárez.—Juzgado 
Contravencional de Carrillo (Materia Laboral), 15 de noviembre 
del 2018.—Licda. Amadita Barrantes Delgado, Jueza.—1 vez.—O.C 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298181 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de Guillermo Solís Monge, quien fue mayor, casado, laboró para 
Biocientífica Internacional S.R.L., portó la cédula de identidad 1-0401-
1022 y falleció el 20 de agosto del año 2018, se consideren con derecho, 
para que dentro del improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores 
a la publicación de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las 
diligencias de consignación de prestaciones laborales N°18- 001967-
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0173-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el 
Boletín Judicial.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial 
de San José, Sección Segunda, 14 de noviembre del 2018.—Licda. 
Jesica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298182 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Walter Saborío Miranda, quien fue mayor, portó la cédula 8-0098-
0306, casado, pensionado y falleció el 09 de agosto de 2018, se 
consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se 
apersonen ante este Despacho en las diligencias de consignación 
de prestaciones laborales N° 18-002566-0173-LA, a hacer valer 
sus derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 
85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín 
Judicial.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de 
San José, Sección Segunda, 13 de noviembre del 2018.—Licda. 
Jesica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298183 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Juan de Dios Alfaro Sánchez, quien fue mayor, casado, pensionado 
del régimen no contributivo, portó la cédula 1-0232-0100 y falleció 
el 30 de julio de 2018, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consignación de aguinaldo proporcional N° 18-002567-0173-LA, a 
hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por el 
artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en 
el Boletín Judicial.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito 
Judicial de San José, Sección Segunda, 15 de noviembre del año 
2018.—Licda. Jesica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 
364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298184 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
María Lourdes Quesada Robles, quien fue mayor, soltera, portó la 
cédula de identidad 1-0920- 0493 y falleció el 17 de octubre de 2018, 
se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se 
apersonen ante este Despacho en las diligencias de consignación 
de prestaciones y F.C.L. N°18-002568-0173-LA, a hacer valer 
sus derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 
85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín 
Judicial.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de 
San José, Sección Segunda, 19 de noviembre del 2018.—Licda. 
Jesica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298185 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes 
de Rossina Nicolette Esposito Colon, quien fue mayor, casada, 
portó la cédula de residencia 132000315508, laboró para Novartis 
Pharma Logistics Inc, y falleció el 06 de octubre de 2018, se 
consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se 
apersonen ante este Despacho en las diligencias de consignación 
de prestaciones laborales y F.C.L. N°18-002577-0173-LA, a hacer 
valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 
85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín 
Judicial.—Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de 
San José, Sección Segunda, 19 de noviembre del 2018.—Licda. 
Jesica Cordero Azofeifa, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298186 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Dagoberto Díaz Contreras, 0501420793, fallecido el 26 de agosto 
del año 2018, se consideren con derecho, para que dentro del 
improrrogable lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación 
de este edicto, se apersonen ante este Despacho en las diligencias de 
consig. prest. sector privado bajo el Número 18-003006- 1178-LA, 
a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese una vez en 
el Boletín Judicial. Expediente N° 18-003006-1178-LA. Por a favor 
de Dagoberto Díaz Contreras.—Juzgado de Trabajo del Primer 
Circuito Judicial de San José, Sección Primera, 3 de octubre del 
2018.—M.Sc. Marianella Barquero Umaña, Jueza.—1 vez.—O.C 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298188 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Steven Eduardo Ramírez Chacó, mayor, soltero, docente, vecino de 
San Ramón, La Esperanza de Piedades Norte, cédula de identidad 
2-0749-0997, quien falleció el veinticuatro de setiembre del dos mil 
dieciocho, se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable 
lapso de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, 
se apersonen ante este Despacho en las diligencias de distribución de 
prestaciones de personas trabajadoras fallecidas bajo el Número 18-
000353-0694-LA, a hacer valer sus derechos, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 85 y 550 del Código de Trabajo. Publíquese 
una vez en el Boletín Judicial. Expediente N° 18-000353-0694-LA.—
Juzgado Civil Y Trabajo del Tercer Circuito Judicial de Alajuela 
(San Ramon) (Materia Laboral) 20 de noviembre del 2018.—Lic. 
Cesar Delgado Montoya, Juez.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298190 ).

Se cita y emplaza a los que en carácter de causahabientes de 
Alcides Lobo Soto 0202770705, fallecido el 17 de octubre del 2018, 
se consideren con derecho, para que dentro del improrrogable lapso 
de ocho días hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se 
apersonen ante este Despacho en las diligencias de consignación de 
prestaciones bajo el Número 18-000568-1113-LA, a hacer valer sus 
derechos, de conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 
del Código de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín Judicial. 
Expediente N° 18-000568-1113-LA.—Juzgado Civil y Trabajo 
de Grecia (Materia Laboral), 12 de noviembre del 2018.—Msc. 
Silvia Patricia Quesada Alpízar, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298191 ).

Se cita y emplaza a los que, en carácter de causahabientes de 
Martin Alonso Carrillo Alfaro mayor, casado, cédula de identidad 
01 0410 1473, fallecido el 26 de agosto del año 2018, se consideren 
con derecho, para que dentro del improrrogable lapso de ocho días 
hábiles posteriores a la publicación de este edicto, se apersonen ante 
este Despacho en las diligencias de consig. prest. sector privado 
bajo el número 18-001982-0505-LA, a hacer valer sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 85 y 550 del Código 
de Trabajo. Publíquese una vez en el Boletín Judicial. Expediente 
N° 18-001982-0505-LA. Proceso de Consignación de Prestaciones 
de Trabajador Fallecido promovido por Lourdes Baltodano Obregón 
cédula de identidad N°  6 142 114 a favor de Martín Alonso Carrillo 
Alfaro.—Juzgado de Trabajo de Heredia, 14 de noviembre del 
2018.—Licda. Mariel Rojas Sánchez, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018298192 ).

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

Remates
SEGUNDA PUBLICACIÓN

Primer remate: Al ser las nueve horas del diez de enero de dos 
mil diecinueve (09:00 am del 10/01/2019) , en la puerta exterior del 
Juzgado Civil, Trabajo y de Familia del Segundo Circuito Judicial 
de Alajuela, sede Upala, soportando reservas y restricciones cita: 
319-01081-010901-001, servidumbre de paso cita: 848-11536-
01-0004-001; practicado con la cita: 800-449662-01-0001-001yla 
rectificación de medida, cita: 2016-586912-01-0005-001, con 
la base de cuarenta y un millones ochocientos setenta y un mil 
novecientos ochenta colones con setenta céntimos (¢41.871.980,70), 
en el mejor postor se rematará los derechos de finca inscrita en el 
Registro Público de la Propiedad Inmueble, Partido de Alajuela, 
número 172129, derecho 001 y 002 . Es terreno de pastos y otros 
con una casa, ubicado en Buena Vista, distrito: Buena Vista, del 
cantón: Guatuso de la provincia de Alajuela. Sus linderos son: 
Norte, río Buena Vista y María Yamilet, María Celeste, María Saray 
Ramírez Ávila y Guillermo Ramírez Ávila; sur, María Yamilet, 
María Celeste, María Saray, Mariry Ramírez Ávila y Guillermo 
Ramírez Ávila; este, Julián Ulate, María Yamilet, María Celeste, 
María Saray, Mariry Ramírez Ávila, y oeste, Alexi Noguera. Mide: 
Trescientos setenta y tres mil quinientos setenta y nueve metros con 
un decímetro cuadrado. Pertenece a Rodrigo Zúñiga Rojas (derecho 
001) y Eliomar Rojas Montoya (derecho 002). Segundo remate: De 
no existir postores, para llevar a cabo el segundo remate, se señalan 
las nueve horas del veinticinco de enero de dos mil diecinueve 
(09:00 a. m. del 25/01/2019), con la base de treinta y un millones 
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cuatrocientos tres mil novecientos ochenta y cinco colones con 
cincuenta y dos céntimos (¢31.403.895,52) (rebajada en un 25% de 
la base original). Tercer remate: De no existir postores en el segundo 
remate, para celebrar el tercero, se señalan las nueve horas del once 
de febrero de dos mil diecinueve (9:00 a. m. del 11/02/2019), con la 
base de diez millones cuatrocientos sesenta y siete mil novecientos 
noventa y cinco colones con diecisiete céntimos (¢10.467.995,17) 
(un 25% de la base original). Corriendo la misma suerte, Se saca a 
remate el bien inmueble del partido de Alajuela, bajo la matricula 
172129, en su derecho 002, soportando reservas y restricciones 
cita: 319-01081-010901-001, servidumbre de paso cita: 848-11536-
01-0004-001; practicado con la cita: 800-449662-01-0001-001y la 
rectificación de medida, cita: 2016-586912-01-0005-001,con la base 
de cuarenta y un millones ochocientos setenta y un mil novecientos 
ochenta colones con setenta céntimos (¢41.871.980,70), sáquese a 
remate la finca hipotecada inscrita en Registro Público, Partido de 
Alajuela, matrícula 172129-002. Para verificar la subasta se señalan: 
a) primer remate: Se celebrará a las nueve horas del diez de enero 
de dos mil diecinueve (09:00 a. m. del 10/01/2019). b) Segundo 
remate: De no haber postores en esa diligencia, se llevará a cabo 
el segundo remate, con la rebaja del 25% de la base original, por 
lo que la base será de treinta y un millones cuatrocientos tres mil 
novecientos ochenta y cinco colones con cincuenta y dos céntimos 
(¢31.403.895,52). Se celebrará a las nueve horas del veinticinco de 
enero de dos mil diecinueve (09:00 a. m. del 25/01/2019). c) Tercer 
remate: Si en dicha diligencia no existen oferentes, se realizará un 
tercer remate, con la base de diez millones cuatrocientos sesenta y 
siete mil novecientos noventa y cinco colones con diecisiete céntimos 
(¢10 467 995,17) (un 25% de la base original). Se celebrará a las 
nueve horas del once de febrero de dos mil diecinueve (09:00 a. m. 
del 11/02/2019). Se remata por estar ordenado en proceso hipotecario 
N° 09-00308/0-0638-CI, de Banco de Costa Rica contra Asociación 
De Pequeños Agricultores de Colonia Naranjeña.—Juzgado Civil, 
de trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, 
sede Upala (Materia Agraria), 20 de noviembre del 2018.—MSc. 
Silvia Elena Sánchez Blanco, Jueza.—O. C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018298513 ).

A las ocho horas del cinco de marzo de dos mil diecinueve, 
en la puerta exterior del local que ocupa este Despacho, libres 
de gravámenes, se rematará: Primera finca: con la base de ocho 
millones ciento setenta y seis mil doscientos sesenta y dos colones 
con cuarenta céntimos (¢8.176.262,40), en el mejor postor, la finca 
inscrita en el partido de Limón, distrito cuarto Río Jiménez, cantón 
sexto Guácimo, cuya naturaleza es terreno para construir, matrícula 
número 139028-000. Colinda: al norte, Leroy Allan Graham Graham 
y Miguel Fernández Guevara; al sur, Julio César López Rivera y calle 
pública con tres metros de frente; al este, Julio César López Rivera 
y Miguel Fernández Guevara; y al oeste, Julio César López Rivera 
y Leroy Allan Graham Graham, con una medida de cuatrocientos 
cincuenta y seis metros cuadrados. Y Segunda finca: con la base 
de treinta y un millones quinientos mil colones (¢31.500.000), en 
el mejor postor, la finca inscrita en el partido de Cartago, distrito 
tres Orosi, cantón dos Paraíso, cuya naturaleza es terreno de charral 
y repastos, matrícula número 152740-000. Colinda: al norte, 
José Rafael Vega Ramírez; al sur, calle pública con un frente de 
159 metros 44 centímetros y en parte Antonio Retana Gómez; al 
este, Rafael Vega Ramírez; y al oeste, Carlos Alberto Barquero 
Brenes, con una medida de veintiséis mil doscientos cincuenta y 
un metros con noventa y seis decímetros cuadrados. En el caso de 
resultar fracasado ese primer remate, para llevar a cabo una segunda 
subasta se señalan las ocho horas del trece de marzo del dos mil 
diecinueve, pero con la base de: primera finca: seis millones ciento 
treinta y dos mil ciento noventa y seis colones con ochenta céntimos 
(¢6.132.196,80); segunda finca: veintitrés millones seiscientos 
veinticinco mil colones (¢23.625.000), (incluida la rebaja del 25% de 
la base anterior). de ser fracasado también el segundo señalamiento, 
para llevar a cabo la tercera subasta se señalan las ocho horas del 
veintiuno de marzo de dos mil diecinueve esta vez con la base de: 
primera finca: dos millones cuarenta y cuatro mil sesenta y cinco 
colones con sesenta céntimos (¢2.044.065,60), segunda finca: siete 
millones ochocientos setenta y cinco mil colones (¢7.875,000), 
(es decir un 25% de la base original). Se advierte además que 
de conformidad con el artículo 25 de la Ley Cobro Judicial, si al 
tercer remate no hubiere postores, el bien se tendrá por adjudicado 
al ejecutante, por el veinticinco por ciento de la base original. Lo 

anterior se remata por haberse ordenado así en proceso ejecución 
hipotecaria de Fundación Fundecooperación para el Desarrollo 
Sostenible contra Martín Alfonso Jiménez López. Expediente N° 
17-000180-0507-AG. Nota: Este edicto debe publicarse por dos 
veces consecutivas en el Boletín Judicial. Artículo 21.5 de la Ley 
de Cobro Judicial. Debiendo hacerse la primera publicación con al 
menos ocho días de anticipación al primer señalamiento a remate 
(artículo 23 ibídem).—Juzgado Agrario del Segundo Circuito 
Judicial de la Zona Atlántica, 23 de noviembre del 2018.—Licda. 
Valerie Sancho Bermúdez, Jueza.—O. C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018298514 ).

PRIMERA PUBLICACIÓN
En este Despacho, con una base de seis millones de colones 

exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando reservas 
y restricciones citas: 297-02275-01-0914-001, servidumbre de paso 
citas: 2009-328758-01-0002-001; sáquese a remate la finca del 
partido de Guanacaste, matrícula número ciento setenta y tres mil 
novecientos cuarenta y cuatro, derechos 000, la cual es terreno de 
pastos aptos para construir. Situada en el distrito Tempate, cantón 
Santa Cruz, de la provincia de Guanacaste. Colinda: al norte, 
Bruna Moreno Rosales, servidumbre en medio y Gerardo Barrantes 
Moreno; al sur, Valeria Solano Bentes; al este, Gerardo Barrantes 
Moreno y servidumbre en medio; y al oeste, Bruna Moreno Rosales 
y Gerardo Barrantes Moreno. Mide: doscientos metros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las diez horas y quince minutos del 
veintitrés de mayo del dos mil diecinueve. De no haber postores, el 
segundo remate se efectuará a las diez horas y quince minutos del 
treinta y uno de mayo del dos mil diecinueve con la base de cuatro 
millones quinientos mil colones exactos (75% de la base original) y 
de continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las diez 
horas y quince minutos del diez de junio del dos mil diecinueve 
con la base de un millón quinientos mil colones exactos (25% de 
la base original). Notas: Se le informa a las personas interesadas 
en participar en la almoneda que en caso de pagar con cheque 
certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de este despacho. 
Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la primera 
publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la fecha 
fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
monitorio dinerario de Alexander Sánchez Sánchez contra Gerardo 
Barrantes Moreno. Expediente N° 17-000431-1158-CJ.—Juzgado 
de Cobro de Heredia, 20 de noviembre del 2018.—Lic. German 
Valverde Vindas, Juez Tramitador.—( IN2018298667 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; a las once horas y treinta minutos del veinticuatro de 
enero de dos mil diecinueve y con la base de dieciséis millones 
cuarenta y seis mil cuatrocientos cuarenta y cuatro colones con 
veintidós céntimos, en el mejor postor remataré lo siguiente: 
Finca inscrita en el Registro Público, partido de Alajuela, Sección 
de Propiedad, bajo el Sistema de Folio Real, matrícula número 
trescientos cuarenta y ocho mil ochocientos cincuenta y dos-cero 
cero uno y cero cero dos, la cual es terreno de solar con una casa. 
Situada en el distrito Pital, cantón San Carlos, de la provincia de 
Alajuela. Colinda: al norte, calle pública con un frente a ella de 9.83 
metros lineales; al sur, lote D de José de la Cruz Fajardo Laguna; 
al este, lote B de Lorena Castro Herrera y al oeste, lote A de Nely 
Urbina Urbina. Mide: ciento cuarenta y nueve metros cuadrados. 
Para el segundo remate se señalan las once horas y treinta minutos 
del ocho de febrero de dos mil diecinueve, con la base de doce 
millones treinta y cuatro mil ochocientos treinta y tres colones con 
diecisiete céntimos (rebajada en un veinticinco por ciento) y, para 
la tercera subasta se señalan las once horas y treinta minutos del 
veinticinco de febrero de dos mil diecinueve con la base de cuatro 
millones once mil seiscientos once colones con seis céntimos (un 
veinticinco por ciento de la base inicial). Nota: Se le informa a las 
personas jurídicas interesadas en participar en la almoneda que, en 
caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser girado 
a favor de este despacho. La anterior debido a la restricción del 
artículo 805 párrafo segundo del Código de Comercio. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Cooperativa 
de Ahorro y Crédito de los Servidores Públicos R.L. contra Álvaro 
Antonio Ramírez Madrigal, Silvia Retana Cordero. Exp. 18-
004779-1158-CJ.—Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía 
de Heredia (Materia Cobro), 13 de agosto del 2018.—Lic. Pedro 
Javier Ubau Hernández, Juez.—( IN2018298668 ).
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En este Despacho, con una base de nueve millones seiscientos 
sesenta y cinco mil doscientos ocho colones con setenta y cuatro 
céntimos, soportando hipoteca de primer grado, bajo las citas: 
2009-68479-01-0003-001 y servidumbre trasladada, bajo las citas: 
372-04668-01-0918-002, sáquese a remate la finca del partido de 
San José, matrícula número 361269-003 y 004, la cual es terreno 
lote 103 terreno para construir con una casa de habitación. Situada 
en el distrito 5-Ipis, cantón 8-Goicoechea, de la provincia de San 
José. Colinda: al norte, lote 104; al sur, lote 102; al este, lote 126 
y al oeste, alameda. Mide: ciento tres metros con sesenta y ocho 
decímetros cuadrados metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan 
las catorce horas y treinta minutos del dieciséis de enero del año dos 
mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las catorce horas y treinta minutos del veinticuatro de enero del 
año dos mil diecinueve con la base de siete millones doscientos 
cuarenta y ocho mil novecientos seis colones con cincuenta y seis 
céntimos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las catorce horas y treinta minutos 
del uno de febrero del año dos mil diecinueve con la base de dos 
millones cuatrocientos dieciséis mil trescientos dos colones con 
diecinueve céntimos (25% de la base original). Notas: Se les informa 
a las personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso 
de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, 
la primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación 
a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en 
proceso ejecución hipotecaria de Banco Nacional de Costa Rica 
contra Katherine Solís Weber, Roy Mauricio Hernández Soto. 
Exp: 18-006853-1764-CJ. Notifíquese.—Juzgado Especializado 
de Cobro Segundo Circuito Judicial de San José, Sección 
Segunda, 21 de noviembre del 2018.—María Angelina Varela 
Valenciano, Jueza.—( IN2018298677 ).

En este Despacho, con una base de quince millones ochocientos 
sesenta y siete mil ciento cuarenta y seis colones con ochenta y un 
céntimos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la 
finca del partido de Heredia, matrícula número ochenta y siete mil 
doscientos cincuenta y seis, derechos 000, la cual es terreno para 
construir. Situada en el distrito 02 Rincón de Sabanilla, cantón 09 
San Pablo, de la provincia de Heredia. Colinda: al norte, lote 9-B; 
al sur, lote 11-B; al este, Sociedad Anónima Murillo Bejarano; y al 
oeste, calle pública. Mide: ciento cincuenta y siete metros con treinta 
y un metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las siete horas 
y treinta minutos del catorce de enero del dos mil diecinueve. De 
no haber postores, el segundo remate se efectuará a las siete horas 
y treinta minutos del veintinueve de enero del dos mil diecinueve 
con la base de once millones novecientos mil trescientos sesenta 
colones con once céntimos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las siete horas y treinta 
minutos del trece de febrero del dos mil diecinueve con la base de 
tres millones novecientos sesenta y seis mil setecientos ochenta y 
seis colones con setenta céntimos (25% de la base original). Notas: 
Se le informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces 
consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco días de 
antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse 
así en proceso ejecución de Comisión Nacional de Préstamos para la 
Educación contra Alan Eduardo de Jesús Lizano Benavides, Victor 
Gonzalo Lizano Muñoz. Expediente N° 18-002265-1200-CJ.—
Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona Sur (Pérez 
Zeledón), 10 de octubre del 2018.—Lic. Ricardo Cerdas Monge, 
Juez Decisor.—( IN2018298709 ).

En este Despacho y con una base de doce millones de colones 
exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la 
Finca inscrita en el Registro Público, Partido de San José, Sección 
de Propiedad, bajo el Sistema de Folio Real, matrícula número 
228382-000, la cual es terreno para construir una casa. Situada en 
el distrito: 07-Patarra, cantón: 03-Desamparados, de la provincia de 
San José. Colinda: al norte, calle pública con 14,49 metros de frente; 
al sur, José Alberto Mora González; al este, Mario Kenneth Venegas 
y al oeste, Franklin Hernández Romero. Mide: cuatrocientos treinta 
y un metros con doce decímetros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las nueve horas y cero minutos del dieciocho de marzo de 
dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las nueve horas y cero minutos del veintiséis de marzo 

de dos mil diecinueve, con la base de nueve millones de colones 
exactos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las nueve horas y cero minutos del 
tres de abril de dos mil diecinueve, con la base de tres millones de 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se le informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución de Corporación Sifu Sociedad Anónima contra María 
Eugenia de Las Piedades Rojas Fallas. Exp. 16- 007442-1044-
CJ.—Juzgado Primero Especializado de Cobro Primer Circuito 
Judicial de San José, 01 de noviembre del año 2018.—Licda. 
Maricela Monestel Brenes, Jueza Decisora.—( IN2018298725 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; pero soportando reservas y restricciones citas: 302-
06617-01-0901-046; a las trece horas y cuarenta y cinco minutos 
del veintinueve de enero del dos mil diecinueve y con la base de 
doce millones novecientos setenta y cuatro mil cuatrocientos 
cincuenta y tres colones con trece céntimos, en el mejor postor 
remataré lo siguiente: finca inscrita en el Registro Público, Partido 
de Guanacaste, Sección de Propiedad, bajo el Sistema de Folio Real, 
matrícula número ciento cincuenta y ocho mil ciento setenta y cinco-
cero cero cero (158175-000), la cual es terreno de repastos. Situada 
en el distrito 02 Mansión, cantón 02 Nicoya, de la provincia de 
Guanacaste. Colinda: al norte, Carlos Francisco Menocal Johnson; 
al sur, María Berta Molina Vargas; al este, Carlos Francisco 
Menocal Johnson y al oeste, calle pública. Mide: veintiocho mil 
novecientos noventa y un metros con sesenta decímetros cuadrados. 
Para el segundo remate, se señalan las trece horas y cuarenta y cinco 
minutos del trece de febrero del dos mil diecinueve, con la base de 
nueve millones setecientos treinta mil ochocientos treinta y nueve 
colones con ochenta y cinco céntimos (rebajada en un veinticinco 
por ciento), y para la tercera subasta, se señalan las trece horas y 
cuarenta y cinco minutos del veintiocho de febrero del dos mil 
diecinueve, con la base de tres millones doscientos cuarenta y tres 
mil seiscientos trece colones con veintiocho céntimos (un veinticinco 
por ciento de la base inicial). Nota: Se les informa a las personas 
jurídicas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser girado a favor de 
este despacho. La anterior debido a la restricción del artículo 805 
párrafo segundo del Código de Comercio. Se remata por ordenarse 
así en proceso ejecución hipotecaria de Cooperativa de Ahorro y 
Crédito de los Servidores Públicos R.L. contra José Francisco 
Baltodano Pérez, José Salvador Baltodano Pérez. Expediente N° 18-
004700-1158-CJ.—Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía 
de Heredia (Materia Cobro), 19 de setiembre del 2018.—Noelia 
Prendas Ugalde, Decisora.—( IN2018298741 ).

En este Despacho, con una base de cincuenta y ocho millones 
veinticinco mil novecientos sesenta y cinco colones con cincuenta 
y un céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
reservas y restricciones citas: 381-05372-01-0900-001; sáquese a 
remate la finca del partido de Puntarenas, matrícula número ciento 
cuarenta y un mil seiscientos setenta y cinco, derecho cero cero cero, 
la cual es terreno plano para construir con una casa de habitación. 
Situada en el distrito: 02-Puerto Jiménez, cantón: 07-Golfito, 
de la provincia de Puntarenas. Colinda: al norte, Willy Jiménez 
Rodríguez y Aurelio Rodríguez Sánchez; al sur, calle pública con 
un frente de 31 metros 70 centímetros; al este, Martha Calderón 
León y Juta Johana Maas; y al oeste, Patricia Chaves Álvarez. Mide: 
mil doscientos cincuenta metros con cincuenta y cuatro decímetros 
cuadrados. Para tal efecto, se señalan las nueve horas y cero minutos 
del catorce de enero del dos mil diecinueve. De no haber postores, 
el segundo remate se efectuará a las nueve horas y cero minutos del 
veintidós de enero del dos mil diecinueve, con la base de cuarenta 
y tres millones quinientos diecinueve mil cuatrocientos setenta y 
cuatro colones con trece céntimos (75% de la base original) y de 
continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las nueve 
horas y cero minutos del treinta de enero del dos mil diecinueve, con 
la base de catorce millones quinientos seis mil cuatrocientos noventa 
y un colones con treinta y ocho céntimos (25% de la base original). 
Y con una base de sesenta y un millones doscientos setenta y cuatro 
mil treinta y cuatro colones con cuarenta y nueve céntimos, libre de 
gravámenes hipotecarios, pero soportando reservas y restricciones 
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citas: 381-15153-01-0900-001, Servidumbre de Paso Citas: 2015-
433649-01-0003-001; sáquese a remate la finca del partido de 
Puntarenas, matrícula número ciento cincuenta y dos mil trescientos 
setenta y uno, derecho cero cero cero, la cual es terreno para construir. 
Situada en el distrito: 02-Puerto Jiménez, cantón: 07- Golfito, de la 
provincia de Puntarenas. Colinda: al norte, calle pública con 24.70 
metros, José Roberto González Alvarado y Fabio Montero Naranjo; 
al sur, Luz María Jiménez Mora y Reinaldo Aguilar; al este, Luz 
María Jiménez Mora y Patricia Chaves Álvarez y Fabio Montero 
Naranjo; y al oeste, Luz María Jiménez Mora y Quebrada de Ignacia 
y Fabio Montero Naranjo. Mide: tres mil seiscientos ochenta y cinco 
metros con sesenta y dos decímetros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las nueve horas y cero minutos del catorce de enero del dos 
mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las nueve horas y cero minutos del veintidós de enero del dos mil 
diecinueve, con la base de cuarenta y cinco millones novecientos 
cincuenta y cinco mil quinientos veinticinco colones ochenta y siete 
céntimos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para 
el tercer remate se señalan las nueve horas y cero minutos del treinta 
de enero del dos mil diecinueve, con la base de quince millones 
trescientos dieciocho mil quinientos ocho colones con sesenta y 
dos céntimos (25% de la base original). Notas: Se le informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución de Banco de Costa Rica contra Inversiones Chalez de Osa 
Sociedad Anónima, Néstor Erick Lezcano Calderón, Patricia de Los 
Ángeles Chaves Álvarez. Expediente N° 18-004869-1200-CJ.—
Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona Sur (Pérez 
Zeledón), 23 de noviembre del 2018.—Licda. Lidia Mayela Díaz 
Anchía, Jueza Decisora.—( IN2018298773 ).

En este Despacho, con una base de cinco mil quinientos 
dólares exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a 
remate el vehículo Placa: BKD375, Marca: Suzuki, Estilo: Jimny 
JX, año 2016. Para tal efecto se señalan las trece horas y cuarenta 
y cinco minutos del doce de marzo de dos mil diecinueve. De no 
haber postores, el segundo remate se efectuará a las trece horas y 
cuarenta y cinco minutos del veinte de marzo de dos mil diecinueve, 
con la base de cuatro mil ciento veinticinco dólares exactos (75% de 
la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate 
se señalan las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veintiocho 
de marzo de dos mil diecinueve, con la base de mil trescientos 
setenta y cinco dólares exactos (25% de la base original). Con una 
base de cinco mil quinientos dólares exactos, libre de gravámenes 
y anotaciones; sáquese a remate el vehículo Placa: BKG101, Marca 
Suzuki, Estilo: Jimny JX, año 2016. Para tal efecto se señalan las 
trece horas y cuarenta y cinco minutos del doce de marzo de dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veinte de marzo 
de dos mil diecinueve, con la base de cuatro mil ciento veinticinco 
dólares exactos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las trece horas y cuarenta 
y cinco minutos del veintiocho de marzo de dos mil diecinueve, 
con la base de mil trescientos setenta y cinco dólares exactos 25% 
de la base original). Con una base de cinco mil quinientos dólares 
exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate el 
vehículo Placa: BKH736, Marca: Suzuki, Estilo: Jimny JX, año 
2016. Para tal efecto se señalan las trece horas y cuarenta y cinco 
minutos del doce de marzo de dos mil diecinueve. De no haber 
postores, el segundo remate se efectuará a las trece horas y cuarenta 
y cinco minutos del veinte de marzo de dos mil diecinueve, con la 
base de cuatro mil ciento veinticinco dólares exactos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veintiocho 
de marzo de dos mil diecinueve, con la base de mil trescientos 
setenta y cinco dólares exactos 25% de la base original).Con una 
base de cinco mil quinientos dólares exactos , libre de gravámenes 
y anotaciones; sáquese a remate el vehículo Placa: BLD191, Marca: 
Suzuki, Estilo: Jimny JX, año 2016. Para tal efecto se señalan las 
trece horas y cuarenta y cinco minutos del doce de marzo de dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veinte de marzo 
de dos mil diecinueve, con la base de cuatro mil ciento veinticinco 

dólares exactos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las trece horas y cuarenta 
y cinco minutos del veintiocho de marzo de dos mil diecinueve, 
con la base de mil trescientos setenta y cinco dólares exactos 25% 
de la base original).Con una base de cinco mil quinientos dólares 
exactos , libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate el 
vehículo Placa. BKH737, Marca: Suzuki, Estilo: Jimny JX, año 
2016. Para tal efecto se señalan las trece horas y cuarenta y cinco 
minutos del doce de marzo de dos mil diecinueve. De no haber 
postores, el segundo remate se efectuará a las trece horas y cuarenta 
y cinco minutos del veinte de marzo de dos mil diecinueve, con la 
base de cuatro mil ciento veinticinco dólares exactos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veintiocho 
de marzo de dos mil diecinueve, con la base de mil trescientos 
setenta y cinco dólares exactos 25% de la base original).Con una 
base de cinco mil quinientos dólares exactos , libre de gravámenes y 
anotaciones; sáquese a remate el vehículo Placa: BKW572, Marca: 
Suzuki, Estilo: Jimny JX, año 2016. Para tal efecto se señalan las 
trece horas y cuarenta y cinco minutos del doce de marzo de dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará a 
las trece horas y cuarenta y cinco minutos del veinte de marzo de dos 
mil diecinueve, con la base de cuatro mil ciento veinticinco dólares 
exactos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para 
el tercer remate se señalan las trece horas y cuarenta y cinco minutos 
del veintiocho de marzo de dos mil diecinueve, con la base de mil 
trescientos setenta y cinco dólares exactos 25% de la base original). 
Notas: Se le informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se 
remata por ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Lars 
Thorsten Klier contra Aventuras Turísticas Sociedad Anónima. Exp. 
18-017212-1044-CJ.—Juzgado Primero Especializado de Cobro 
Primer Circuito Judicial de San José, 30 de octubre del 2018.—
Lic. Ramón Meza Marín, Juez Decisor.—( IN2018298785 ).

En este Despacho, con una base de veintisiete millones 
ochocientos ocho mil cuatrocientos sesenta y nueve colones con 
dieciséis céntimos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a 
remate la finca del partido de Heredia, matrícula número ciento 
cuarenta y tres mil setenta y dos, derecho F-cero cero cero, la cual 
es terreno finca filial N° 23 bloque A, terreno de condominio de 
interés social destinado a uso habitacional de una planta en proceso 
de construcción. Situada en el distrito Ulloa, cantón Heredia, de la 
provincia de Heredia. Colinda: al norte, Asociación Comunidad 
Internacional Ciudad de Fe; al sur, Acceso Vehicular; al este, finca 
filial 22 del bloque A, y al oeste, finca filial 24 del bloque A. Mide: 
ciento veinte metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las once 
horas y cuarenta y cinco minutos del veintinueve de mayo del dos 
mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las once horas y cuarenta y cinco minutos del seis de junio del dos 
mil diecinueve, con la base de veinte millones ochocientos cincuenta 
y seis mil trescientos cincuenta y un colones con ochenta y siete 
céntimos (75% de la base original), y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las once horas y cuarenta y cinco 
minutos del catorce de junio del dos mil diecinueve, con la base 
de seis millones novecientos cincuenta y dos mil ciento diecisiete 
colones con veintinueve céntimos (25% de la base original). Notas: 
Se les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Condominio 
Horizontal Residencial La Hoja Dorada contra Cinthya Lissette 
López Berrocal. Expediente N° 17-008827-1158-CJ.—Juzgado de 
Cobro de Heredia, 23 de noviembre del 2018.—Lic. Pedro Javier 
Ubau Hernández, Juez Tramitador.—( IN2018298795 ).

En este Despacho, con una base de nueve millones ochocientos 
mil colones exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a 
remate la finca del partido de Puntarenas, matrícula número ciento 
ochenta y cuatro mil treinta y ocho, derechos 000, la cual es terreno 
cultivo. Situada en el distrito: 03- Agua Buena, cantón: 08-Coto 
Brus, de la provincia de Puntarenas. Colinda: al norte, Silvia Molina 
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Mora; al sur, José Wilber Castro Duarte; al este, Roberto Ulate 
Navarro; y al oeste, Marcos Salas Zamora. Mide: cinco mil metros 
cuadrados. Para tal efecto, se señalan las catorce horas y treinta 
minutos del doce de febrero del dos mil diecinueve. De no haber 
postores, el segundo remate se efectuará a las catorce horas y treinta 
minutos del veinte de febrero del dos mil diecinueve, con la base de 
siete millones trescientos cincuenta mil colones exactos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las catorce horas y treinta minutos del veintiocho de febrero 
del dos mil diecinueve, con la base de dos millones cuatrocientos 
cincuenta mil colones exactos (25% de la base original). Notas: Se 
le informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución de Banco de Costa Rica contra 
Karen Vanessa Castro Duarte, Oger Villalobos Solís. Expediente 
N° 17-000505-1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito 
Judicial Zona Sur (Pérez Zeledón), 05 de noviembre del 2018.—
Lic. Ricardo Cerdas Monge, Juez.—( IN2018298802 ).

En este Despacho, con una base de cuarenta y tres millones 
novecientos cuarenta y nueve mil doscientos cincuenta y nueve 
colones con setenta y seis céntimos, libre de gravámenes y 
anotaciones; sáquese a remate la finca del partido de Cartago, 
matrícula número 116254-F-000, la cual es terreno finca filial 
primaria individualizada número 1 del bloque R apta para construir 
que se destinará a uso residencial habitacional la cual podrá tener una 
altura máxima de dos pisos. Situada en el distrito: 11-Quebradilla, 
cantón: 01-Cartago, de la provincia de Cartago. Colinda: al norte, 
finca 2 del bloque R; al sur, juegos infantiles; al este, calle 1; y al oeste, 
L Y L Ornamentales. Mide: ciento treinta y seis metros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las nueve horas y cero minutos del catorce 
de enero del dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo 
remate se efectuará a las nueve horas y cero minutos del veintidós de 
enero del dos mil diecinueve, con la base de treinta y dos millones 
novecientos sesenta y un mil novecientos cuarenta y cuatro colones 
con ochenta y dos céntimos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las nueve horas y cero 
minutos del treinta de enero del dos mil diecinueve, con la base de 
diez millones novecientos ochenta y siete mil trescientos catorce 
colones con noventa y cuatro céntimos (25% de la base original). 
Notas: Se le informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco Popular 
y de Desarrollo Comunal contra Ricardo Esteban Solano Duarte. 
Expediente N° 18-008240-1164-CJ.—Juzgado Especializado 
de Cobro de Cartago, 12 de noviembre del 2018.—Licda. Pilar 
Gómez Marín, Jueza Decisora.—( IN2018298825 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; pero soportando reservas de Ley de Aguas citas: 
0407-00006703-01-0311-001 y 0407-00006703-01-0423-001; a 
las catorce horas y treinta minutos del uno de marzo de dos mil 
diecinueve, y con la base de veintisiete millones de colones exactos, 
en el mejor postor remataré lo siguiente: Finca inscrita en el Registro 
Público, Partido de Puntarenas, Sección de Propiedad, bajo el sistema 
de Folio Real, matrícula número ochenta y cuatro mil seiscientos 
cuarenta y cinco cero cero uno, cero cero dos la cual son para ambos 
derechos: terreno para la agricultura lote 70. Situada en el distrito 
02 Tárcoles, cantón 11 Garabito, de la provincia de Puntarenas. 
Colinda: al norte, quebrada Mariana; al sur, calle pública, Roberto 
Quesada León, José Manuel Retana Segura y Luis Ángel Chavarría 
y Flor De Liz María; al este, Elith Alpízar Roberto Quesada León, 
y al oeste, Francisco Campos y José Manuel Retana Segura. Mide: 
Noventa mil setenta y dos metros con noventa y seis decímetros 
cuadrados. Para el segundo remate se señalan las catorce horas y 
treinta minutos del dieciocho de marzo de dos mil diecinueve, con 
la base de veinte millones doscientos cincuenta mil colones exactos 
(rebajada en un veinticinco por ciento) y, para la tercera subasta se 
señalan las catorce horas y treinta minutos del dos de abril de dos 
mil diecinueve con la base de seis millones setecientos cincuenta mil 
colones exactos (un veinticinco por ciento de la base inicial). Nota: 

Se les informa a las personas jurídicas interesadas en participar 
en la almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, el 
mismo deberá ser girado a favor de este despacho. La anterior 
debido a la restricción del artículo 805 párrafo segundo del Código 
de Comercio. Se remata por ordenarse así en proceso ejecución 
hipotecaria de Rancho Córdoba De Orotina CH S. A. contra Flor 
De Lis Molina Chaves, Luis Ángel Chavarría Torres. Exp. N° 18-
002917-1207-CJ.—Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía 
de Puntarenas, 12 de setiembre del año 2018.—Lic. Luis Carrillo 
Gómez, Juez.—( IN2018298862 ).

En este Despacho, con una base de treinta y seis millones 
novecientos treinta y seis mil novecientos treinta y un colones 
con sesenta y nueve céntimos, libre de gravámenes y anotaciones; 
sáquese a remate la finca del partido de Alajuela, matrícula número 
trescientos doce mil seiscientos once, derechos cero cero cero, la 
cual es terreno para construir. Situada en el distrito 04 Carrillos, 
cantón 08 Poás, de la provincia de Alajuela. Colinda: al norte, calle 
publica con 8 metros; al sur, Rafael María Sánchez Alvarado; al este, 
Rafael María Sánchez Alvarado, y al oeste, Rafael María Sánchez 
Alvarado. Mide: doscientos metros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las quince horas y cero minutos del catorce de enero de 
dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las quince horas y cero minutos del veintidós de enero 
de dos mil diecinueve con la base de veintisiete millones setecientos 
dos mil seiscientos noventa y ocho colones con setenta y siete 
céntimos (75% de la base original), y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las quince horas y cero minutos del 
treinta de enero del dos mil diecinueve con la base de nueve millones 
doscientos treinta y cuatro mil doscientos treinta y dos colones con 
noventa y dos céntimos (25% de la base original). Notas: Se les 
informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco Nacional 
de Costa Rica contra Marisol Gerarda Madriz Herrera. Expediente 
N° 18-005919-1157-CJ.—Juzgado de Cobro del Primer Circuito 
Judicial de Alajuela, 13 de noviembre del 2018.—Licda. Michelle 
Allen Umaña, Jueza.—( IN2018298885 ).

En este Despacho, con una base de setenta y siete millones 
cuatrocientos cuarenta y cinco mil seiscientos colones exactos, 
soportando servidumbre trasladada citas: 299-09956-01-0901-001, 
servidumbre de acueducto y de paso de AYA citas: 2010-184899-01-
0001-001, sáquese a remate la finca del partido de Cartago, matrícula 
71075-F, derechos 000, la cual es terreno finca filial primaria 
individualizada número ciento sesenta y cuatro apta para construir 
una casa de habitación la cual podrá tener una altura máxima de tres 
pisos. Situada en el distrito 5-Concepción, cantón 3-La Unión y, 
además. Situada en el distrito 7-San Ramón, cantón 3-La Unión, de 
la provincia de Cartago. Colinda: al norte, finca filial ciento sesenta 
y cinco; al sur, finca filial ciento sesenta y tres; al este, calle C; y al 
oeste, finca filial ciento cincuenta y dos. Mide: ciento veinticinco 
metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las catorce horas y 
treinta minutos (2:30) del once de marzo del dos mil diecinueve. 
De no haber postores, el segundo remate se efectuará a las catorce 
horas y treinta minutos (2:30) del diecinueve de marzo del dos mil 
diecinueve con la base de cincuenta y ocho millones ochenta y 
cuatro mil doscientos colones exactos (75% de la base original) y de 
continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce 
horas y treinta minutos (2:30) del veintisiete de marzo del dos mil 
diecinueve con la base de diecinueve millones trescientos sesenta 
y un mil cuatrocientos colones exactos (25% de la base original). 
Notas: Se les informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se 
remata por ordenarse así en proceso ejecución de Condominio 
Horizontal Residencial de Fincas Filiales Primarias Individualizadas 
Barlovento contra Paulo Alberto Bermúdez Leandro. Expediente N° 
14-014079-1044-CJ.—Juzgado Primero Especializado de Cobro 
Primer Circuito Judicial de San José, 22 de octubre del 2018.—
Lic. Audrey Abarca Quirós, Jueza.—( IN2018298898 ).
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En este Despacho, con una base de trescientos dieciséis 
mil seiscientos veintiún dólares con cinco centavos, libre de 
gravámenes hipotecarios, pero soportando arrendamiento de finca 
citas: 2014-183324-01-0001-001 por el plazo de tres años desde 
su inscripción; sáquese a remate la finca del partido de Puntarenas, 
matrícula número diez mil setecientos setenta y siete, derechos 
cero cero cero, la cual es terreno construir con 2 casas 1 piscina. 
Situada en el distrito Puntarenas, cantón Puntarenas, de la provincia 
de Puntarenas. Colinda: al norte, calle Carrizal; al sur, carretera; al 
este, lote 79, y al oeste, lote 81. Mide: mil ciento treinta y dos metros 
con setenta y seis decímetros metros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las trece horas y treinta y cinco minutos del cuatro de marzo 
del dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate, 
se efectuará a las trece horas y treinta y cinco minutos del doce de 
marzo del dos mil diecinueve con la base de doscientos treinta y 
siete mil cuatrocientos sesenta y cinco dólares con setenta y ocho 
centavos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para 
el tercer remate, se señalan las trece horas y treinta y cinco minutos 
del veinte de marzo de dos mil diecinueve con la base de setenta y 
nueve mil ciento cincuenta y cinco dólares con veintiséis centavos (25% 
de la base original). Notas: Se les informa a las personas interesadas en 
participar en la almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, 
el mismo deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese 
este edicto por dos veces consecutivas, la primera publicación con un 
mínimo de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se 
remata por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco 
Nacional de Costa Rica contra CLP Investmens S. A., Raúl Edgar 
Blanco Lizano. Expediente N° 13-024299-1012-CJ.—Juzgado de 
Cobro de Puntarenas, 13 de noviembre del 2018.—Anny Hernández 
Monge, Decisora.—( IN2018298899 ).

En este Despacho, con una base de veintiocho millones setenta 
y un mil trescientos sesenta y seis colones con dos céntimos, libre de 
gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la finca del partido de 
San José, matrícula número ciento ochenta y cinco mil cuatrocientos 
noventa y tres, derecho cero cero cero, la cual es terreno para la 
agricultura. Situada en el distrito 5 San Pedro, cantón 19 Pérez 
Zeledón, de la provincia de San José. Colinda: al norte, Saul Ortiz, 
Marino Leiva, Antonio Antencio, Ricardo Ramírez, Auria Ramírez 
y Éricka Calderón; al sur, calle pública con 95.92 metros, Éricka 
Calderón, Ricardo Ortiz, Auria Ramírez; al este, Evelyn Ortiz López, 
y al oeste, Miguel Navarro, German Ruiz Blanco. Mide: Trece mil 
seiscientos setenta y seis metros con veintiún decímetros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las catorce horas y cero minutos del 
quince de enero del año dos mil diecinueve. De no haber postores, 
el segundo remate se efectuará a las catorce horas y cero minutos del 
veintitrés de enero del año dos mil diecinueve con la base de veintiún 
millones cincuenta y tres mil quinientos veinticuatro colones con 
cincuenta y dos céntimos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce horas y 
cero minutos del treinta y uno de enero del año dos mil diecinueve 
con la base de siete millones diecisiete mil ochocientos cuarenta y 
un colones con cincuenta y un céntimos (25% de la base original). 
Notas: Se le informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución de Coopealianza R. L. contra 
Asociación De Desarrollo Habitacional Regio Brunca. Exp. N° 15-
003289-1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial 
Zona Sur (Pérez Zeledón), 26 de noviembre del año 2018.—Licda. 
Lidia Mayela Díaz Anchía, Juez.—( IN2018298921 ).

En este Despacho, con una base de diez millones veintisiete 
mil ciento sesenta y dos colones con ochenta céntimos, libre de 
gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la finca del partido 
de Guanacaste, matrícula número setenta y cinco mil novecientos 
veintidós, derechos cero cero cero, la cual es terreno para construir 
lote 3 G. Situada en el distrito 1-Santa Cruz, cantón 3-Santa Cruz, 
de la provincia de Guanacaste. Colinda: al norte, alameda con 07 
metros; al sur, lote 24 G; al este, lote 4 G; y al oeste, lote 2 G. 
Mide: ciento veinte metros con dos decímetros cuadrados. Para 
tal efecto, se señalan las nueve horas y cero minutos del once de 
enero del dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo 
remate se efectuará a las nueve horas y cero minutos del veintiuno 
de enero del año dos mil diecinueve con la base de siete millones 

quinientos veinte mil trescientos setenta y dos colones con diez 
céntimos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las nueve horas y cero minutos 
del veintinueve de enero del dos mil diecinueve con la base de 
dos millones quinientos seis mil setecientos noventa colones con 
setenta céntimos (25% de la base original). Notas: Se le informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución de Coopealianza R.L. contra Agripina Dominga Pizarro 
Arrieta, Elías Arredondo Villalobos. Expediente N° 18-005089-
1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona 
Sur (Pérez Zeledón), 19 de noviembre del 2018.—Licda. Lidia 
Mayela Díaz Anchía, Jueza Decisora.—( IN2018298922 ).

En este Despacho, Con una base de tres millones diez mil 
colones exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese 
a remate el vehículo placas 537464, marca: Nissan, estilo: 
Almera SG, categoría: Automóvil, capacidad: 5 personas, serie: 
JN1CFAN16Z0077904, carrocería: sedan 4 puertas, tracción: 4x2 
número chasis: JN1CFAN16Z0077904, año fabricación: 2004 
color: Gris, vin: JN1CFAN16Z0077904, N° motor: QG16312734, 
modelo: CDGALSAN16EYAA-AP, cilindrada: 1597 cc, cilindros: 
4, combustible: Gasolina. Para tal efecto se señalan las diez horas y 
treinta minutos del ocho de enero de dos mil diecinueve. De no haber 
postores, el segundo remate se efectuará a las diez horas y treinta 
minutos del dieciséis de enero de dos mil diecinueve con la base de dos 
millones doscientos cincuenta y siete mil quinientos colones exactos 
(75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer 
remate se señalan las diez horas y treinta minutos del veinticuatro 
de enero de dos mil diecinueve con la base de setecientos cincuenta 
y dos mil quinientos colones exactos (25% de la base original). 
Notas: Se les informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se 
remata por ordenarse así en proceso monitorio dinerario de Trans 
Logística de Costa Rica Ltda. contra Gerardo Efraín Lizano Gomez. 
Exp. N° 16-006416-1164-CJ.—Juzgado Especializado de Cobro 
de Cartago, 06 de noviembre del 2018.—Licda. Yanin Torrentes 
Ávila, Jueza Decisora.—( IN2018298923 ).

En este Despacho, con una base de veintinueve millones 
ochocientos setenta y cuatro mil seiscientos setenta y cuatro colones 
con setenta céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero 
soportando servidumbre de paso citas: 2015-22073-01-0004-001, 
servidumbre de paso citas: 2015-22073-01-0004-001 sáquese a 
remate la Finca inscrita en el Registro Público, partido de Alajuela, 
Sección de Propiedad, bajo el sistema de Folio Real, matrícula 
número 254845 cero cero cero la cual es terreno para la agricultura 
con una casa de habitación, patio y zona verde. Situada en el distrito 
Santiago, cantón San Ramón, de la provincia de Alajuela. Colinda: 
al norte, José María Solano Morales; al sur, Reiner Morales Álvarez; 
al este, Reiner Morales Álvarez; y al oeste, Reiner Morales Álvarez 
y servidumbre de paso con un frente a ella de 10 metros lineales en 
medio Reiner Morales Álvarez. Mide: seiscientos metros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las catorce horas y treinta minutos del 
siete de enero del dos mil diecinueve. De no haber postores, el 
segundo remate se efectuará a las catorce horas y treinta minutos del 
veintidós de enero del dos mil diecinueve con la base de veintidós 
millones cuatrocientos seis mil seis colones con tres céntimos (75% 
de la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate 
se señalan las catorce horas y treinta minutos del seis de febrero del 
año dos mil diecinueve con la base de siete millones cuatrocientos 
sesenta y ocho mil seiscientos sesenta y ocho colones con sesenta 
y ocho céntimos (25% de la base original). Notas: Se le informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que en caso 
de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la fecha 
fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso ejecución 
de Coopealianza contra Oscar Esteban Salas Castro. Expediente N° 18-
005257-1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona 
Sur (Pérez Zeledón), 25 de octubre del 2018.—Lic. José Ricardo Cerdas 
Monge, Juez Decisor.—( IN2018298924 ).
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En este Despacho, Con una base de ocho millones ciento 
treinta y cinco mil cuatrocientos setenta y un colones con veintiséis 
céntimos, libre de gravámenes hipotecarios y anotaciones, sáquese 
a remate la finca del Partido de Guanacaste, matrícula número 
ciento noventa y dos mil quinientos cincuenta, derechos 000, la cual 
es terreno con una casa y patio. Situada en el distrito 01 Nicoya, 
cantón 02 Nicoya, de la provincia de Guanacaste. Colinda: al norte, 
Floribeth Chinchilla Sánchez; al sur, calle pública con un frente 
de 13.94 metros; al este, María Del Carmen Zúñiga Valverde, y al 
oeste, Rafael Ángel Vásquez González. Mide: Seiscientos dieciséis 
metros con sesenta y seis decímetros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las diez horas y cero minutos del uno de febrero del año 
dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las diez horas y cero minutos del once de febrero del 
año dos mil diecinueve con la base de seis millones ciento un mil 
seiscientos tres colones con cuarenta y cuatro céntimos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las diez horas y cero minutos del diecinueve de febrero del 
año dos mil diecinueve con la base de dos millones treinta y tres 
mil ochocientos sesenta y siete colones con ochenta y un céntimos 
(25% de la base original). Notas: Se le informa a las personas 
interesadas en participar en la almoneda que en caso de pagar con 
cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de este 
despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Coopealianza contra Jorge Luis Vásquez 
Alpízar. Exp. N° 18-005840-1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer 
Circuito Judicial Zona Sur (Pérez Zeledón), 23 de octubre del 
2018.—Lic. Diego Angulo Hernández, Juez.—( IN2018298929 ).

En este Despacho, con una base de veinte mil seiscientos 
dólares exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a 
remate el vehículo: Placas número 867911, marca Nissan, estilo 
Tiida, categoría automóvil, capacidad 5 personas, año 2011, 
color blanco, Vin 3N1BC1AD5ZK104614, cilindrada 1798 c.c, 
combustible gasolina, motor Nº MR18695868H. Para tal efecto se 
señalan las catorce horas y cero minutos del diez de enero del año 
dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las catorce horas y cero minutos del dieciocho de enero 
del año dos mil diecinueve con la base de quince mil cuatrocientos 
cincuenta dólares exactos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce horas y 
cero minutos del veintiocho de enero del año dos mil diecinueve con 
la base de cinco mil ciento cincuenta dólares exactos (25% de la base 
original). Notas: Se les informa a las personas interesadas en participar 
en la almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de 
cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Banco De Costa 
Rica contra Marta Isabel Estrada Quesada. Exp. N° 16-016560-1012-
CJ.—Juzgado Especializado de Cobro Segundo Circuito Judicial 
de San José, Sección Segunda, 2 de noviembre del 2018.—Licda. 
Mariana Jovel Blanco, Jueza Tramitadora.—( IN2018298975 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; pero soportando uso faja terreno ambas fincas; a 
las nueve horas y cero minutos del veintitrés de enero de dos mil 
diecinueve y con la base de diez millones de colones exactos (la 
primer finca) y con la base de siete millones de colones exactos 
(la segunda finca), en el mejor postor remataré lo siguiente: 1) 
Finca inscrita en el Registro Público, Partido de Limón, Sección de 
Propiedad, bajo el sistema de Folio Real, matrícula número ciento 
cuarenta y seis mil trescientos ochenta y uno cero cero cero, la cual 
es terreno cultivos. Situada en el distrito 01 Guácimo, cantón 06 
Guácimo, de la provincia de Limón. Colinda: al norte, Serpeca de 
Costa Rica S. A, Juan Eduardo Mejía Valladares y María Valladares 
Vargas; al sur, Lucrecia Johns Harris y Patricia Mejía Valladares 
y Juan Eduardo Mejía Valladares; al este, Juan Eduardo Mejía 
Valladares, María Valladares Vargas, calle pública con un frente a 
ella de 84.10 metros y Juan Eduardo Mejía Valladares y al oeste, 
Ida. Mide: Trece mil cuatrocientos setenta y dos metros cuadrados. 
2) Finca inscrita en el Registro Público, Partido de Limón, sección 
de Propiedad, bajo el sistema de Folio Real, matrícula número ciento 
cincuenta y dos mil cincuenta y dos-cero cero cero, la cual es terreno 
de cultivos. Situada en el distrito 01 Guácimo, cantón 06 Guácimo, 

de la provincia de Limón. Colinda: al norte, Juan Eduardo Mejía 
Valladares, María Valladares Vargas y Gisenia Luna; al sur, calle 
pública; al este, María Valladares Vargas y calle publica y Gisenia 
Luna y al oeste, Juan Eduardo Mejías Valladares y servidumbre 
agrícola de 7 mts. de ancho con un frente a ella de 86 metros 27 
cm. Mide: Cuatro mil ciento ochenta y un metros cuadrados. De no 
haber postores, el segundo remate se efectuará a las nueve horas y 
cero minutos del treinta y uno de enero de dos mil diecinueve, con 
la base de siete millones quinientos mil colones exactos (la primer 
finca) y con la base de cinco millones doscientos cincuenta mil 
colones exactos (la segunda finca) (rebajada en un veinticinco por 
ciento), y para la tercera subasta se señalan las nueve horas y cero 
minutos del ocho de febrero de dos mil diecinueve, con la base de 
dos millones quinientos mil colones exactos (la primer finca) y con 
la base de un millón setecientos cincuenta mil colones exactos (la 
segunda finca) (un veinticinco por ciento de la base inicial). Notas: 
Se le informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución de Yue Chang Chen contra Juan 
Eduardo Mejía Valladares. Exp. N° 17-003268-1209-CJ.—Juzgado 
de Cobro de Pococí, 15 de noviembre del 2018.—Lic. Johnny 
Esquivel Vargas, Juez Decisor.—( IN2018298985 ).

En este Despacho, con una base de trescientos treinta y 
nueve mil trescientos ochenta dólares exactos, libre de gravámenes 
hipotecarios, pero soportando reservas y restricciones citas: 318-
12694-01-0901-005; sáquese a remate la finca del partido de Heredia, 
matrícula número ciento sesenta mil setecientos veintiuno, derecho 
000, la cual es terreno para construir lote uno con una casa de tres 
niveles en proceso de construcción. Situada en el distrito Ángeles, 
cantón San Rafael, de la provincia de Heredia. Colinda: al norte, 
calle pública con un frente de 15 metros lineales; al sur Edward 
Eyring Eiring; al este, Alexander Echeverría Sargent y al oeste, 
Llulimpo S. A. Mide: seiscientos siete metros con sesenta y nueve 
decímetros metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las catorce 
horas y cero minutos del treinta de abril de dos mil diecinueve. 
De no haber postores, el segundo remate se efectuará a las catorce 
horas y cero minutos del quince de mayo de dos mil diecinueve con 
la base de doscientos cincuenta y cuatro mil quinientos treinta y 
cinco dólares exactos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce horas y cero 
minutos del treinta de mayo de dos mil diecinueve con la base de 
ochenta y cuatro mil ochocientos cuarenta y cinco dólares exactos 
(25% de la base original). Notas: Se les informa a las personas 
interesadas en participar en la almoneda que en caso de pagar con 
cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de este 
despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Banco de Costa Rica contra Eduardo 
Napoleón Valverde Fernández. Exp.: 18-006860-1158-CJ.—
Juzgado de Cobro de Heredia, 22 de noviembre del 2018.—Pedro 
Javier Ubau Hernández, Tramitador.—( IN2018298987 ).

En este despacho, con una base de tres millones de colones 
exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
reservas y restricciones; sáquese a remate la finca del partido de 
Heredia, matrícula número ciento cincuenta y cuatro mil setecientos 
veintinueve, derechos cero cero cero, la cual es terreno lote para 
construcción de vivienda de interés social. Situada en el distrito: 
01-Puerto Viejo, cantón: 10-Sarapiquí, de la provincia de Heredia. 
Colinda: al norte, lote 6; al sur, lote 8; al este, calle pública con 
9,00 metros, y al oeste, Inversiones El Progreso Sociedad Anónima. 
Mide: trescientos ocho metros con cinco decímetros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las nueve horas y cero minutos del 
dieciséis de enero del dos mil diecinueve. De no haber postores, 
el segundo remate se efectuará a las nueve horas y cero minutos 
del veinticuatro de enero del dos mil diecinueve, con la base de 
dos millones doscientos cincuenta mil colones exactos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las nueve horas y cero minutos del uno de febrero del dos 
mil diecinueve, con la base de setecientos cincuenta mil colones 
exactos (25% de la base original). Notas: Se les informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
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del último edicto. Expediente N° 18-000607-0938-FA. Proceso 
Tutela. Promovente: Patronato Nacional de la Infancia.—Juzgado 
de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de 
Guanacaste, Liberia (Materia Familia), 08 de octubre del 2018.—
Msc. Eddy Rodríguez Chaves, Juez.—O.C. Nº 364-12-2017.—
Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2018291855 ). 3 v. 2.

A la señora Josselins Alicia Rocha Benavides y al señor 
Alfredo Jerónimo Pichardo Inestroza, se les comunica que bajo 
el expediente N° 18-000754-0687-FA tramitado en el Juzgado de 
Familia de Grecia, se dictó la resolución de las siete horas y treinta y 
siete minutos del veinticuatro de octubre del año dos mil dieciocho, 
mediante la que en lo conducente y en lo que concretamente 
interesa se dispuso lo siguiente: de las presentes diligencias de 
Depósito de la Persona Menor de Edad Cassey Belén Pichardo 
Rocha, promovidas por el Patronato Nacional de la Infancia, se 
confiere traslado por el plazo de tres días a doña Josselins Alicia 
Rocha Benavides y a Don Alfredo Jerónimo Pichardo Inestroza, 
previniéndoles que en el primer escrito que presenten deben señalar 
un medio para atender notificaciones, bajo el apercibimiento de 
que mientras no lo hagan las resoluciones posteriores, incluida la 
sentencia, les quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro 
horas luego de dictadas, efecto que también se producirá en caso 
de que no se les pueda notificar en el medio señalado; con respecto 
al cual, también se les hace ver, deberá estar dispuesto únicamente 
para uso exclusivo de envío y recepción de documentos y no así 
también como teléfono. Dentro del mismo plazo indicado podrán 
también oponer excepciones previas y ofrecer la prueba que estime 
pertinente. Notifíquese esta resolución a las citadas partes por medio 
de un edicto que se publicará en el Boletín Judicial. Publíquese tres 
veces.—Lic. Mario Murillo Chaves, Juez.—O.C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018291875 ). 3 v. 2.

Por tanto con base en lo expuesto y citas legales indicadas, 
artículos 3, 6 y 16 de la Ley de Fundaciones N° 5338, y artículo 
177 del Código Procesal Civil, se declaran con lugar las presentes 
diligencias no contenciosas de Modificación de los Estatutos de 
una Fundación. Se autoriza a La Fundación Internacional para 
la Educación y la Capacitación en Agroindustria y Ganadería, 
cédula jurídica número: 3-006-066901, a realizar la modificación 
a los estatutos vigentes de la fundación, mediante la modificación 
de la cláusula segunda de los estatutos para que en lo sucesivo se 
lea así: “Segunda: del domicilio: La Fundación estará domiciliada 
en San José, Escazú, San Rafael, doscientos metros norte de la 
Hulera Costarricense, pudiendo abrir oficinas en cualquier parte del 
territorio nacional.”. Asimismo, se autoriza modificar la cláusula 
sexta del pacto constitutivo para que se elimine de dicha cláusula 
la frase que dice: “Los fundadores estarán obligados a nombrar 
dentro de los miembros en mención, a un representante del gobierno 
británico que designara el embajador de su majestad británica.” En 
cuando a eliminar la parte que señala el representante de la Fundación 
citada como “quince días después de ser electos los directores por 
parte del poder ejecutivo y la Municipalidad de Atenas.” se rechaza 
dicha solicitud, debido a que es parte integral del siguiente párrafo 
que no hace referencia al citado nombramiento del representante 
del Gobierno Británico. Finalmente, y aunado a las autorizaciones 
puntualizadas, se autoriza eliminar de la cláusula Sexta del pacto 
constitutivo, el párrafo que dice: “Otro que corresponderá a un 
representante de las instituciones de educación técnica o de las 
organizaciones de producción agroindustrial y ganadera nacional 
de ternas recibidas de las diferentes organizaciones para ser 
seleccionado su representante por los fundadores, durará en su cargo 
un año. Las instituciones de educación técnica y las organizaciones 
de productores agroindustrial y ganadera deben ser patrocinadores 
de la fundación para poder presentar las ternas de candidatos, 
pudiendo ser reelectos.”. Se ordenará a la Sección de Personas 
Jurídicas del Registro Nacional, la inscripción de la modificación 
a la cláusula Segunda y eliminación de los párrafos indicados de la 
cláusula Sexta de los estatutos de la Fundación mediante ejecutoria. 
Asimismo, y previo a la expedición de la ejecutoria por parte de 
este Juzgado, al tenor del numeral 6 de la ley citada, publíquese 
mediante edicto por una vez la parte dispositiva de la presente 
sentencia en el Boletín Judicial. Se resuelve sin especial condena en 
costas en virtud del tipo de proceso. Notifíquese.—Licda. Lilliana 
Garro Sánchez, Jueza.—1 vez.—( IN2018294091 ).

pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Karina López Manzanarez contra Oscar 
Mario Vargas Sanchez. Expediente N° 18-001872-1209-CJ.—
Juzgado de Cobro de Pococí, 01 de noviembre del 2018.—Lic. 
Johnny Esquivel Vargas, Decisor.—( IN2018299069 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; pero soportando reservas Ley Caminos citas: 322-
04448-01-0001-001; a las diez horas y cero minutos del treinta y uno 
de enero de dos mil diecinueve, y con la base de trescientos setenta y 
un mil noventa y dos dólares con cinco centavos, en el mejor postor 
remataré lo siguiente: finca inscrita en el Registro Público, Partido 
de Heredia, Sección de Propiedad, bajo el Sistema de Folio Real, 
matrícula número 182346-000, la cual es terreno para construir con 
una casa de habitación. Situada en el distrito San Miguel, cantón 
Santo Domingo, de la provincia de Heredia. Colinda: al norte, calle 
pública con 19.57 metros de frente; al sur, Colegio Internacional 
Cristiano; al este, Jorge Villalobos Chacón y al oeste, José Cruz 
Obando Silva. Mide: mil ciento treinta y nueve metros cuadrados. 
Plano catastrado N° H-1447985-2010. Para el segundo remate se 
señalan las diez horas y cero minutos del quince de febrero de dos mil 
diecinueve, con la base de doscientos setenta y ocho mil trescientos 
diecinueve dólares con cuatro centavos (rebajada en un veinticinco 
por ciento) y, para la tercera subasta se señalan las diez horas y cero 
minutos del cuatro de marzo de dos mil diecinueve, con la base de 
noventa y dos mil setecientos setenta y tres dólares con un centavos 
(un veinticinco por ciento de la base inicial). Nota: Se les informa a 
las personas jurídicas interesadas en participar en la almoneda que, 
en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser girado 
a favor de este despacho. La anterior debido a la restricción del 
artículo 805 párrafo segundo del Código de Comercio. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Inversiones 
Speith Limitada contra Rafael Ángel Zamora Estrada. Exp: 17-
000606-1158-CJ.—Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía 
de Heredia (Materia Cobro), 24 de julio del 2018.—Licda. Noelia 
Prendas Ugalde, Jueza.—( IN2018299084 ).

Convocatorias
Se convoca a todos los interesados en la sucesión de Ernesto 

Eligio Alfaro Mena, a una junta de interesados que se verificará en la 
notaría del licenciado Carlos Alberto Wolfe Gutiérrez, que se asentará 
extraordinariamente para dichos efectos, en La Isla de Horquetas de 
Sarapiquí Heredia, a las once horas del dieciséis de diciembre del dos 
mil dieciocho, para conocer acerca de los extremos que establece el 
artículo 926 del Código Procesal Civil. Expediente Notarial N° WG-
01-2018.—San José, 23 de noviembre del 2018.—Lic. Carlos Alberto 
Wolfe Gutiérrez, Notario Tramitante.—1 vez.—( IN2018298781 ).

Citaciones
Yo, Jorge Zúñiga Calderón, notario público con oficina en 

la ciudad de San Isidro, Pérez Zeledón, frente a los Tribunales, 
Edificio Abarca Vargas, oficina Nº 2, carné 8770, hago constar que 
en esta oficina: bajo expediente 0002-2018, se tramita sucesorio 
notarial ab-intestato de quien en vida fue Virginia Castillo Cascante, 
mayor, casada una vez, ama de casa, cédula uno-trescientos ochenta 
y tres-novecientos ochenta y tres, vecina de Rivas de Pérez Zeledón, 
quinientos metros sur de la escuela. Por lo que emplazo a todos 
los herederos, legatarios, acreedores, y demás interesados en este 
proceso, para que en el plazo de quince días contados a partir de esta 
publicación se apersonen a esta notaría a hace valer sus derechos.—
San Isidro, Pérez Zeledón, 13 horas del 29/19/2018.—MSc. Jorge 
Zúñiga Calderón, Notario.—1 vez.—( IN2018292770 ).

Avisos
Se convoca por medio de edicto que se publicará por tres 

veces consecutivas, a todas aquellas personas que tuvieran derecho 
a la tutela de las personas menores de edad Selena Vanessa y 
Roberto Antonio ambos de apellidos Cabrera Salguero, ambos 
hijos de Roberto Cabrera Víctor y María Yesenia Salguero Moya, 
por haber sido nombradas en testamento, por corresponderles la 
legítima o por tener interés en la dativa, para que se presenten dentro 
del plazo de quince días contados a partir de la fecha de publicación 
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progenitores a favor de sus hijos menores de edad. Se discute a nivel 
doctrinario si esa representación parental debe ser ejercida en todos 
los casos en forma conjunta -por ambos padres a la vez- o si alguno 
de los padres puede actuar válidamente por separado. El sistema de 
ejercicio indistinto parte de la presunción de cada uno de los 
progenitores decidirá en última instancia conforme a lo que mejor 
convenga al hijo en común. El sistema de ejercicio conjunto busca 
que las decisiones sean adoptadas por ambos padres mediante 
mutuos acuerdos, mismos que de igual forma deben entenderse son 
adoptados considerando la conveniencia del hijo. En nuestro medio, 
en el tema de las autorizaciones de salidas del país, ciertamente 
opera aquel ejercicio conjunto, pues de acuerdo con el artículo 48 
del Reglamento para la Aplicación de la Ley General de Migración 
y Extranjería número 8764 a las Personas Menores de Edad 
publicado en La Gaceta N°133 del 11 de Julio del 2011, la 
autorización de salida del menor debe ser otorgada por ambos 
progenitores, sin perjuicio por supuesto de la autorización judicial 
ante el conflicto de intereses de los padres; autorización judicial esa 
incluso que puede ser concedida obviando formalidades de 
tramitología considerando en todo momento el interés superior de la 
persona menor de edad, tal y como lo prevé el numeral 110 del supra 
citado Reglamento. Pero incluso en ese mismo presupuesto donde 
es requerido la voluntad de ambos padres, ciertos trámites 
migratorios pueden válidamente ser ejecutados por uno de los 
progenitores sin requerir la concurrencia del otro, como es 
precisamente el trámite para la renovación del pasaporte para el 
menor, pues si si bien el artículo 29 del citado Reglamento refiere 
que para la tramitación del pasaporte el menor debe estar acompañado 
por sus padres o representantes legales, tal situación lo es para los 
casos donde los progenitores de común acuerdo otorgarán el permiso 
de salida del hijo, pues la misma norma citada refiere que en ese acto 
se le expedirá el permiso de salida al menor de edad. Ahora bien, en 
lo que respecta a los trámites de renovación de pasaporte es claro 
que la sola renovación de tal documento de viaje no equivale a la 
autorización misma de salida del país, por lo que en ese tanto, siendo 
que la renovación del documento aludido que haga uno solo de los 
padres no tiene la potestad de variar o modificar la condición del 
permiso de salida del país, bien puede en este caso la gestionante por 
si sola y sin requerir la autorización expresa del padre de su hijo (a), 
tramitar la renovación del pasaporte. Lo mismo ocurre con relación 
a los trámites de renovación de la Visa para el menor, pues si bien es 
un documento de permiso de ingreso o salida del territorio nacional, 
no es la autorización misma de salida del país, por lo que su 
renovación tampoco tiene la potestad de modificar propiamente la 
condición de salida del país del infante. Conforme lo dicho antes, 
queda autorizada la señora Jeannette López Tenorio para que 
personalmente y sin la autorización del padre, pueda gestionar lo 
pertinente a fin de obtener o renovar el pasaporte de su hijo Gerald 
Antonio López Mejía. Expídase el oficio que interesa a las 
autoridades de Migración y Extranjería quienes deben ejecutar lo 
aquí dispuesto aun cuando la resolución no se encuentre en firme. 
Licda. Karol Vindas Calderón, Jueza.- Lo anterior se ordena así en 
proceso autorización salida país de Janeth del Socorro López 
Tenorio contra Omars Isabel Mejía Duarte. Expediente Nº 18-
000575-0187-FA.—Juzgado Segundo de Familia de San José, 16 
de julio del 2018.—Karol Vindas Calderón, Jueza.—1 vez.—O.C 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018299100 ).

Edictos en lo Penal
Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, 

en la sumaria 16-000652-0275-PE por robo agravado contra 
Carlos Alberto Rodríguez Avendaño en daño de Gerald Antonio 
Duarte Maravilla y de conformidad con el artículo 7 de la Ley de 
Notificaciones, se dispone notificar por edicto por una sola vez 
la resolución de once horas del dieciocho de octubre del dos mil 
dieciocho, se ordenó el sobreseimiento Definitivo de la presente 
causa, en la cual se ordenó la devolución del monto de 10.000 
colones, al señor Gerald Duarte Maravilla, cédula de identidad 
número 7-0188-0713, teniendo un plazo de tres meses para ello. 
Se ordena su publicación por única vez en el Boletín Judicial. Es 
todo.—Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San 
José.—Licda. Tatiana Le Roy Muñoz, Juez Penal.—1 vez.—O. C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018291823 ).

Licda. Karol Vindas Calderón Jueza del Juzgado Segundo de 
Familia de San José; hace saber a Omars Isabel Mejía Duarte, 
documento de identidad desconocido, vecino de domicilio 
desconocido, que en este Despacho se interpuso un proceso 
autorización salida país en su contra, bajo el expediente número 18-
000575-0187-FA donde se dictaron las resoluciones que literalmente 
dicen: Juzgado Segundo de Familia de San José. A las once horas y 
cincuenta y dos minutos del dieciséis de julio de dos mil dieciocho. 
I.- Tal y como fue acreditado con la prueba testimonial que antecede, 
por desconocerse el paradero del señor Omars Isabel Mejía Duarte, 
se nombra al Licenciado David Dumani Echandi, como curador 
procesal de Omars Isabel Mejía Duarte dicho curador será notificado 
por medio del correo electrónico david@dyhabogados.com o en su 
defecto en el fax: 2229-5726. En un plazo de tres días deberá el 
licenciado Dumani Echandi apersonarse en este despacho judicial a 
jurar cumplir fielmente con el cargo asignado. Se le recuerda al 
licenciado asignado lo dicho en el artículo 262 en el respecto que 
deberá promover toda defensa que proteja los intereses de su 
representado, y ejercitar los recursos que sean necesarios contra las 
resoluciones adversas a sus intereses. Su negligencia o culpa grave 
lo hará incurrir en responsabilidad civil ante su defendido. Una vez 
cumplido el cargo por parte del licenciado Dumani Echandi, por 
corresponder este asunto a uno promovido por los Consultorios 
Jurídicos, deberá solicitarse vía oficio a la Administración de 
Tribunales, se sirvan realizar el pago de autorización de gastos, a fin 
de cancelar al curador procesal los honorarios correspondientes. II.- 
Del anterior proceso sumario de autorización de salida permanente 
del país, subsidiaria de salida del país provisional y obtención del 
pasaporte que solicita Jeannette López Tenorio se concede audiencia 
por el plazo de cinco días al señor Omars Isabel Mejía Duarte para 
que en la persona de su curador procesal licenciado David Dumani 
Echandi la conteste en la forma que indica el artículo 305 en relación 
con el artículo 428 ambos del Código Procesal Civil. Se ordena 
tener como interviniente de estas diligencias al Patronato Nacional 
de la Infancia, institución a la cual se le previene indicar medio (fax/
casillero/correo electrónico) para escuchar notificaciones, con 
advertencia de que en caso de no hacerlo las resoluciones se tendrán 
por notificadas con el solo transcurso de las veinticuatro horas luego 
de su dictado (Articulo 11 Ley de Notificaciones Judiciales). Con el 
objeto de fomentar prácticas amigables con el medio ambiente y 
acelerar la tramitación procesal, el Poder Judicial está desarrollando 
políticas para disminuir el uso del papel, promoviendo el empleo de 
medios electrónicos de comunicación. (Sesión de Corte Plena N°16-
09 del 11 de mayo de 2009, Art. XXI) Por ello, esta autoridad se 
permite instar a las partes, abogado y demás intervinientes en este 
proceso a señalar un correo electrónico para recibir notificaciones y 
demás comunicaciones judiciales siguiendo para ese fin las 
directrices señaladas en el artículo 39 de la Ley de Notificaciones 
Judiciales N°8687. “Se exhorta a las partes a que suministren un 
número de teléfono “celular”, con el fin de enviar avisos y 
recordatorios de actuaciones del despacho. Esta petición es para 
cubrir nuestras necesidades internas de trámite procesal, buscando 
la agilización del mismo, pero en ningún momento sustituye los 
medios establecidos explícitamente en lo legal para la recepción de 
notificaciones.” Igualmente, se les invita a utilizar “El Sistema de 
Gestión en Línea” que además puede ser utilizado como medio para 
recibir notificaciones. Para acceder a este sistema ingrese la página 
oficial del Poder Judicial, http://www.poder-judicial.go.cr Si desea 
más información contacte al personal del despacho en que se tramita 
el expediente de interés. III. De conformidad con el artículo 151 del 
Código de Familia, se convoca a las partes y sus abogados a la 
audiencia oral que se realizará en este Juzgado a las diez horas 
treinta minutos del diecisiete de setiembre de dos mil dieciocho 
(10:30 am 17/09/2018). Se tiene por aportada la documental 
presentada por la actora, así mismo se admite el testimonio de Juder 
Vanessa Tenorio Sáenz y Luis Carlos Méndez Tenorio, quienes se 
referirán a todos los hechos de esta demanda. Sin la presencia de 
partes ni abogados entrevístesele a Gerald Antonio López Mejía. 
IV.- Notifíquese esta resolución al demandado, por medio de su 
curador procesal licenciado Dumani Echandi. Quedan las copias a 
su disposición. De conformidad con el numeral 263 del Código 
Procesal Civil, se ordena notificar al demandado Omars Isabel Mejía 
Duarte por medio de edicto esta resolución, remítase el mismo 
mediante sistema electrónico a la Imprenta Nacional. V.- Ciertamente 
uno de los atributos en el ejercicio de la autoridad parental es el que 
tiene que ver con la legítima representación que ejercen los 
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